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Editorial





Finanzas Públicas tiene como objetivos difundir y fomentar la investigación 

científica, aplicando la teoría económica y los métodos cuantitativos. La revista 

 constituye un canal de comunicación entre la investigación académica y la política 

 pública. Es un foro de comunicación que vincula a todos aquellos interesados en 

los temas relacionados con la acción del gobierno y sus efectos en la sociedad.  

Finanzas Públicas es un elemento fundamental de la estrategia integral de mo-

dernización del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas del Congreso de la 

Unión. Los que formamos parte de este proyecto creemos que es a través del aná-

lisis riguroso, el debate de las ideas y la aplicación permanente de la frontera del 

conocimiento como se logrará un mayor y mejor entendimiento de los asuntos 

propios de lo público. Es un gran reto poder ir más allá del análisis jurídico de las 

iniciativas del Congreso. Es necesario capturar los efectos que tienen las políticas 

públicas, o su ausencia, sobre el bienestar de la población en general y la inciden-

cia en grupos específicos. Una revista donde aparezcan estudios de primer nivel y 

donde nuevas metodologías puedan ser presentadas, permite poner la investiga-

ción científica al servicio del interés común. 

En este primer número, el equipo editorial de Finanzas Públicas ha cuidado a de-

talle la calidad de las diferentes secciones de la revista. Los artículos y las notas  cu-

bren temas tan diversos como el federalismo, la educación, la inversión pública, la 

seguridad social y la incidencia del poder de mercado. La sección correspondiente 

al  Estado del Arte incorpora un artículo que analiza  la economía conductual y sus 

implicaciones para la política pública. La sección de reseñas presenta una prime-

ra aproximación al libro Institutional Foundations of Public Finance (Auerbach y 

 Shaviro, 2009). Finalmente, la numeralia expone datos oportunos sobre la econo-

mía y las finanzas públicas a nivel nacional e internacional.

Estamos seguros de que, con Finanzas Públicas, iniciamos un proyecto que será pie-

dra angular y referencia básica para el debate y el análisis de la economía pública.

Editorial
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resumen

El artículo analiza los determinantes del potencial fiscal de los municipios en México. Se 

propone una metodología que permite cuantificar el esfuerzo fiscal de estados y mu-

nicipios; la principal contribución es la aplicación de un modelo econométrico robusto,  el 

Modelo de Frontera Estocástica al análisis de determinación de la capacidad de obtención 

de recursos fiscales de los 300 municipios más importantes del país durante el período 

1992-2005 con dos cortes lógicos: municipios-capital y municipios del interior. Se concluye 

que los municipios de México sí pueden recaudar más. Existe un grupo de municipios que 

ha venido realizando un esfuerzo importante, a lo largo de más de 13 años (1992 a 2005) 

para incrementar su eficiencia fiscal recaudatoria; sin embargo, un gran número de éstos 

tiene un débil esfuerzo fiscal y, por lo tanto, una elevada ineficiencia para recaudar recursos 

provenientes, básicamente, del impuesto predial.

Abstract

This article analyzes the determinants of fiscal potential of municipalities in Mexico. A 

methodology is proposed that allows the quantification of fiscal effort of states and 

MODELOS ECONOMÉTRICOS 
Y CAPACIDAD TRIBUTARIA MUNICIPAL EN MÉXICO:

¿PUEDEN LOS MUNICIPIOS DE MÉXICO RECAUDAR MÁS?  

Genaro Aguilar Gutiérrez    *  
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municipalities; the main contribution is the application of a robust econometric model, 

the Stochastic Frontier Model, to the analytical determination of the capacity of the 300 

most important municipalities of the country to obtain fiscal resources during the period 

1992 to 2005, with two logical boundaries: municipalities-capital and municipalities of the 

interior. One concludes that the municipalities of Mexico can indeed collect more. For 

more than 13 years (1992 to 2005) a group of municipalities has been realizing an important 

effort to increase their tax collection efficiency. Nevertheless, a great number of domestic 

governments have a weak fiscal effort, and thus a low efficiency to collect resources, origi-

nating basically from property taxes.

palabras clave: Métodos econométricos, finanzas públicas, política fiscal, federalismo, 

ingresos y presupuesto, estados y municipios.

Clasificación jel: c1, h2, h3, h7.

1. Introducción

El objetivo central de esta investigación es aportar elementos fundamentales para 

la elaboración de una reforma fiscal cuyo elemento central sea la elevación de la 

eficiencia recaudatoria de dos niveles de gobierno: los estados subnacionales y los 

municipios.

Esta investigación incluye tres apartados. En el primero se discute la distribu-

ción de responsabilidades tributarias entre niveles de gobierno. La teoría de la tri-

butación plantea que la eficiencia fiscal depende de la elección adecuada, del nivel 

de gobierno, de cada uno de los impuestos. Mayor descentralización en la asigna-

ción de funciones fiscales exige, para alcanzar los objetivos de equidad y eficiencia 

en el gasto público, mayores responsabilidades y mayor eficiencia recaudatoria por 

parte de los administradores públicos locales de los estados y municipios.

En el segundo se presenta la distribución regional y estatal de la recaudación 

tributaria por niveles de gobierno. Los resultados muestran el grado de concen-

tración que existe en la captación de recursos fiscales; también son presentados 

los métodos empleados para el cálculo del potencial de la capacidad tributaria; se 

analizan las ventajas y desventajas de cada uno de ellos y se formaliza el método de 

frontera estocástica (Alfirman, 2003; Battese, 1992; Battese y Coelli, 1991).

En el tercero se presentan los resultados econométricos de la aplicación del 

método de frontera estocástica en México, en la cuantificación de la captación de 

recursos fiscales por regiones y estados, entre 1992 y 2005, en dos niveles de gobier-
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no con tres modalidades: los estados, los municipios que son la capital del estado 

y los municipios del interior. 

En las conclusiones se presentan los resultados del cálculo del esfuerzo fiscal 

en México, entre 1992 y 2005. Se observa que las administraciones fiscales de los 

estados y municipios de la mayor parte del país no realizan un esfuerzo fiscal ade-

cuado, lo que implica elevar su eficiencia recaudatoria, antes que incrementar sus 

atribuciones en la captación de recursos tributarios. Finalmente, y con base en los 

resultados obtenidos en la cuantificación de la captación y el esfuerzo fiscal, se dis-

cute la necesidad así como los límites para descentralizar funciones fiscales. 

2. Descentralización de responsabilidades fiscales en méxico 
y evidencia de las diferencias en las capacidades fiscales 

de los municipios

La definición ideal de responsabilidades tributarias entre niveles de gobierno y las 

dificultades provenientes de la existencia de disparidades regionales en la capaci-

dad de financiamiento tributario entre las unidades de gobierno del mismo nivel 

son los temas centrales de este apartado, que está compuesto de tres secciones. 

Además de la sección introductoria, la sección 2.2 revisa las bases conceptuales 

para la definición de las responsabilidades tributarias de los niveles de gobierno y 

la sección 2.3 estudia las dificultades provocadas por un sistema de financiamiento 

caracterizado por la reducida participación de los ingresos tributarios propios y la 

dependencia de las transferencias inter-gubernamentales.

2.1  Irresponsabilidad Fiscal

En esta investigación se mostrará que la fragilidad financiera de los gobiernos es-

tatales y municipales de México se debe básicamente al tipo de prácticas fiscales 

emprendidas por los gobiernos locales. La falta de responsabilidad fiscal se expresa 

en la reducida preocupación por la elevación de los ingresos tributarios propios y 

la expansión del gasto público local, justificado por el estímulo de poder transferir 

el financiamiento de sus déficits hacia el conjunto de la Federación. 

La generalización de este comportamiento por los gobiernos estatales y muni-

cipales es una causa importante del descontrol financiero del sistema federativo y 
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del déficit fiscal que llevó a las crisis económicas de 1976 y de 1982-1987; así como 

de la persistencia de dicho déficit en los años noventa del siglo xx.
Actualmente el mantenimiento de la estabilidad económica y la recuperación 

de la economía con fines redistributivos que beneficien más a quienes menos tie-

nen, así como la necesidad de mejorar la eficiencia en la cobertura de servicios 

públicos, imponen la necesidad de reestructurar el federalismo fiscal mexicano.

Las crisis económicas recurrentes en México han mostrado que el logro per-

manente de la estabilidad económica es altamente dependiente de la reducción del 

déficit fiscal a partir del control financiero de los tres niveles de gobierno (Serra y 

Rodrigues, 2007; Faguet, 2001). De esta forma, el crecimiento económico depende 

de la generación del superávit fiscal y de la contribución del sector público para 

la canalización del ahorro doméstico hacia las actividades productivas. La mayor 

adecuación de la oferta de bienes públicos a las preferencias de la sociedad re-

quiere una mejor calidad en dichos servicios a partir de la clara definición de las 

funciones de la Federación, de los estados y de los municipios. 

La eliminación del desequilibrio fiscal es una de las condiciones para enfrentar 

con éxito los desafíos macroeconómicos de estabilidad, crecimiento y distribución. 

Frente a la imposibilidad de continuar incrementando la presión tributaria sobre 

la base gravada actual, surge la necesidad de transferir funciones, hoy desarrolladas 

por el gobierno federal, hacia los niveles inferiores de gobierno. 

En una República Federal, el diseño del sistema de impuestos, además de esta-

blecer cuáles son los instrumentos tributarios que menos distorsionan en términos 

de eficiencia distributiva, se concentra en la definición de los niveles de gobierno 

más adecuados para ejercer la gestión de los distintos instrumentos tributarios del 

sistema.

La distribución de responsabilidades tributarias entre niveles de gobierno debe 

considerar las atribuciones jurídicas en torno a factores y actividades económicas, 

como la posible respuesta de los agentes económicos frente a un sistema descen-

tralizado de impuestos; por lo tanto, la eficiencia de los instrumentos tributarios 

depende de la elección de la esfera adecuada para la gestión tributaria de cada uno 

de los impuestos del sistema. Adicionalmente, el sistema tributario es central en 

la estructuración de las relaciones financieras entre los niveles de gobierno: el ob-

jetivo básico de todo el sistema tributario es generar los recursos suficientes para 

financiar el abastecimiento de bienes y servicios públicos (Boadway, 2003 ; Bahl, 

1991; Musgrave, 1969).

No obstante, la existencia de disparidades socioeconómicas inter regionales, 

inter estatales e inter municipales en una federación impide que todas las uni-
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dades de gobierno que la componen puedan financiar la totalidad de sus gastos 

con los recursos tributarios generados en sus jurisdicciones; por esa razón, el sis-

tema de financiamiento público en países federales (que presentan desigualdades 

socioeconómicas importantes entre estados y municipios) descansa no sólo en 

tributos, sino también en transferencias intergubernamentales como mecanismo 

de corrección de disparidades en la generación de recursos tributarios propios de 

los estados y los municipios (Bird y Ebel, 2005). Aunque, el peso de los recursos 

tributarios, vis-a-vis el de las transferencias intergubernamentales en la estructura 

de financiamiento de las unidades receptoras, genera incentivos que acaban afec-

tando el funcionamiento de la Federación.

Así, las transferencias pueden tornarse en un mecanismo de financiamiento 

que transfiere los costos de abastecimiento de bienes públicos locales hacia el con-

junto de la federación. La evidencia en el caso de municipios y entidades del país 

muestra que una mayor importancia relativa de las transferencias en la estructura 

de financiamiento de éstos determina un bajo interés en la exploración de las ba-

ses tributarias propias. Los municipios, incluso los más desarrollados, cuanto más 

reciben de la federación, menor esfuerzo fiscal realizan (Sour, 2008; Aguilar, 2003). 

Por consiguiente, la expansión del gasto y el reducido esfuerzo de recaudación 

tributaria de entidades y municipios tienen efectos sobre el equilibrio fiscal del 

conjunto del sector público.

2.2  ¿Quién debe ejercer cada impuesto?

La teoría de la tributación nos muestra que el grado de correspondencia entre 

contribuyentes y beneficiarios de los servicios públicos proporcionados por cada 

nivel de gobierno define las fuentes y el tipo de financiamiento de los niveles de 

gobierno (Singh, 2007; Bird y Ebel, 2005; Boadway, 2003; Bird y Stauffer, 2001 y 

Rodden, 2002).

El modelo clásico de Tiebout (1956) muestra que la principal respuesta de los 

agentes económicos ante el establecimiento de impuestos locales es la movilidad 

inter-jurisdiccional de factores y actividades económicas: la minimización de los 

efectos ocasionados por el sistema de impuestos a la movilidad inter-jurisdiccio-

nal permite definir cuáles niveles deben ser encargados de la gestión de impuestos: 

derechos, productos, etc.

El primer supuesto de dicho modelo es la necesidad de atribuir a los gobier-

nos locales la tributación sobre los inmuebles; en esa dirección se sugiere que los 
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impuestos sobre la propiedad sean delegados a éstos (Singh, 2007 ; Wildasin, 1995 ; 
Oates, 1972).

Como la vinculación entre carga tributaria y oferta de servicios públicos es un 

determinante importante del grado de eficiencia en el abasto de servicios públicos, 

la estructura de financiamiento de los gobiernos locales debe descansar, funda-

mentalmente, en tarifas (user charges) por la utilización de servicios públicos y en 

impuestos sobre la propiedad que permitan una mayor identificación entre con-

tribuyentes y beneficiarios del sistema local de servicios públicos.

En el caso de las tarifas, la correspondencia entre contribuyentes y beneficiarios 

es clara, como el abasto local de servicios públicos provoca la valorización de las 

propiedades dentro de una jurisdicción, permitiendo que los impuestos sobre la 

propiedad generen una vinculación razonable entre beneficiarios y carga de im-

puestos (Singh, 2007; Boadway, 2003; Bird y Stauffer, 2001; Wildasin, 1995; Rubin-

field, 1987); de lo anterior se deduce que el impuesto predial debe ser competencia 

de los gobiernos locales.

En contrapartida, el reconocimiento de que la movilidad inter-jurisdiccional 

es una respuesta casi siempre factible ante la aplicación descentralizada de im-

puestos sobre bienes que no son inmuebles (como el impuesto sobre la renta) 

implica que los instrumentos tributarios sobre éstos deben ser administrados na-

cionalmente y, por ello, es atribuible a la Federación (Boadway, 2003; Jin, et al,  

1999; Wildasin, 1995; Atkinson y Stiglitz, 1980). En otras palabras, si en México se 

estableciera un sistema descentralizado del impuesto sobre la renta, ello conduci-

ría a tasas diferenciadas de tal impuesto generando una suerte de competencia (no 

necesariamente desleal) entre los estados.

Una implicación importante de lo anterior es la necesidad de que los instru-

mentos tributarios de carácter redistributivo correspondan al nivel más amplio de 

gobierno, debido a que los objetivos de equidad distributiva pueden ser alcanza-

dos sin afectar la eficiencia en la distribución espacial de recursos en la economía 

con cargas impositivas al ingreso.

Los argumentos a favor de la aplicación federal de este tipo de impuestos des-

cansan en la eficiencia del abasto de servicios públicos. Como el alcance nacional 

de los beneficios derivados de la oferta de servicios públicos federales dificulta 

la identificación de beneficiarios y contribuyentes, el financiamiento tributario 

del gobierno federal a través de impuestos sobre el ingreso de las personas físi-

cas y morales, basados en la capacidad de pago, no requieren la vinculación entre 

beneficiarios y contribuyentes; por lo tanto no se afecta la eficiencia en el abasto de 

servicios públicos (Singh, 2007; Wildasin, 1995; Maxwell, 1969). Por el contrario, si 
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el financiamiento tributario de los servicios públicos locales se basara en impues-

tos de carácter redistributivo, se esperaría una oferta pública excesiva en compara-

ción con la que sería producida bajo condiciones óptimas (Boadway, 2003; Rodden, 

2002; Peltzman, 1992).

Por otro lado, la federalización de impuestos sobre activos no mobiliarios im-

pide que unidades de gobierno del mismo nivel puedan utilizar la política tribu-

taria para atraer factores productivos a sus regiones. En ese sentido, el carácter 

nacional de los tributos sobre activos no mobiliarios elimina las posibilidades de 

guerras fiscales entre unidades de gobierno del mismo nivel.

A diferencia de la definición inequívoca de responsabilidades en relación a 

los impuestos sobre la propiedad y sobre los ingresos, los criterios de eficiencia 

y equidad no favorecen una orientación clara en lo que se refiere a cuál gobier-

no es el adecuado para administrar los tributos de carácter indirecto, debido a la 

ambigüedad de los criterios que favorecen la atribución de las responsabilidades 

sobre ese tipo de tributos para un determinado nivel de gobierno. El principio de 

la correspondencia entre la dimensión de la base tributaria y el nivel de gobierno 

responsable por su gestión, favorece la descentralización de este tipo de impuestos 

(Boadway, 2003; Faguet, 200; Bird y Stauffer, 2001; Shah, 1992).

La mayor participación de los recursos tributarios propios en la estructura de 

financiamiento de los gobiernos locales desempeña un papel fundamental para ga-

rantizar el abasto eficiente de servicios públicos, adaptado a las demandas locales. 

Los impuestos indirectos constituyen parte importante de los ingresos, especial-

mente en países de nivel medio de desarrollo, como México. La descentralización 

de estos impuestos permitiría garantizar la suficiencia financiera de las unidades 

de gobierno estatales y municipales.

No obstante, a pesar de los beneficios de la mayor participación de ingresos 

tributarios propios en el financiamiento de los gobiernos locales y municipales, la 

aplicación descentralizada de impuestos sobre la producción y comercialización de 

bienes y servicios puede generar distorsiones dentro del sistema de financiamiento 

público, ya que una de las características más importantes de toda República Fede-

ral es el amplio grado de apertura entre sus economías locales (libre circulación de 

mercancías entre estados y municipios), lo que torna posible la transferencia del 

peso del financiamiento público regional o estatal hacia otras localidades a través 

de la exportación de impuestos.

En consecuencia, si los bienes públicos locales son financiados por otras ju-

risdicciones, se rompe la correspondencia entre contribuyentes y beneficiarios, lo 

que lleva a un abasto ineficiente de servicios públicos tanto en la jurisdicción que 
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exporta como en la que importa impuestos. La posible utilización de incentivos 

fiscales sobre ese tipo de tributos por parte de los gobiernos estatales o munici-

pales con la finalidad de atraer actividades económicas hacia sus jurisdicciones 

es otro argumento a favor de la gestión federal sobre los impuestos indirectos. La 

descentralización de éstos estimula la competencia desleal entre gobiernos sub-

nacionales del mismo nivel, a partir de incentivos tributarios que disminuyen la 

capacidad recaudatoria de todos los niveles de gobierno.

Otra justificación para la adopción centralizada de estos impuestos se funda-

menta en la utilización del sistema tributario para alcanzar objetivos generales de 

política económica; la coherencia de esta política requiere la centralización de los 

instrumentos tributarios indirectos (Rodden 2002  ; Wildasin, 1995  ; Gordon, 1983). 

Los desequilibrios estructurales en el grado de desarrollo económico regional que 

llevan a la existencia de bases tributarias desigualmente distribuidas es otro argu-

mento que favorece la atribución federal de los impuestos sobre la producción y 

comercialización con la finalidad de evitar que las disparidades inter-regionales e 

inter-estatales se traduzcan en un abasto desigual de los servicios públicos (Bird y 

Ebel, 2005).

Lo que los estudios empíricos demuestran es que una elección correcta de 

instrumentos tributarios y una adecuada distribución de responsabilidades tri-

butarias entre niveles de gobierno no garantizan, necesariamente, la suficiencia 

financiera de los diversos niveles, debido a la existencia de disparidades econó-

micas entre estados y municipios que dan lugar a capacidades locales diferentes 

de obtención de recursos tributarios y a un desigual abasto de bienes y servicios 

públicos (Faguet, 2001; Bird y Stauffer, 2001). Algunas federaciones han descentra-

lizado históricamente cierto tipo de impuestos al consumo y a las exportaciones 

(Brasil) logrando que la capacidad de obtención de recursos propios de los estados 

y municipios aumenten y con ello su capacidad de financiar el desarrollo econó-

mico y social local (Serra y Rodrígues, 2007).

Se observa un grado de incompatibilidad entre la minimización de las pér-

didas de eficiencia y la garantía de suficiencia financiera. Esa incompatibilidad 

es más profunda en naciones federalistas caracterizadas por enormes disparida-

des regionales, socioeconómicas y estructurales lo que distingue en el diseño del 

sistema tributario la insuficiencia financiera de las unidades descentralizadas de 

gobierno (Faguet, 2001; Bird y Stauffer, 2001).

En contraparte, la igualación de las disparidades de capacidad fiscal tiene cos-

tos en términos de eficiencia, principalmente en el abasto de bienes públicos, ya 

que la utilización de transferencias federales destinadas a la igualación de recursos 
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financieros entre estados y municipios debilita la vinculación entre la carga tribu-

taria local y los beneficios derivados del abasto local de servicios públicos.

De esta manera, la existencia de enormes disparidades entre estados y muni-

cipios que caracteriza al federalismo mexicano justifica un análisis más profundo 

de los problemas derivados de la incompatibilidad entre los objetivos de eficiencia 

y la necesidad de atenuar las disparidades existentes en la obtención de recursos 

tributarios entre entidades de gobierno del mismo nivel. En la siguiente sección 

observaremos la recaudación nacional por estados y algunos métodos matemáti-

cos para el cálculo del potencial recaudatorio de estados y municipios.

3.  Capacidad y esfuerzo fiscal de los municipios de méxico:
algunos métodos de cálculo

Esta sección contiene dos apartados. En el punto 3.1 se analiza la distribución re-

gional y estatal de la recaudación tributaria por niveles de gobierno entre 1992 y 

2005, se discuten las causas de la enorme disparidad regional de recursos tribu-

tarios para cada nivel de gobierno. Se postula que la distribución horizontal de 

ingresos tributarios está determinada por dos tipos de factores: las disparidades 

en el desarrollo económico que determinan una distribución desigual de la capa-

cidad tributaria o fiscal, y las diferencias en el esfuerzo fiscal de recaudación de los 

gobiernos estatales y municipales.

En el apartado 3.2 se presenta una de las contribuciones fundamentales de este 

estudio: se propone y desarrolla una metodología para estimar la capacidad fiscal 

de los estados y municipios de México, en virtud de que el potencial tributario 

se refiere a la recaudación que podría ser alcanzada si las bases tributarias fuesen 

explotadas eficientemente (dadas las características económicas de cada estado y 

municipio), se utiliza un proceso de estimación de la recaudación tributaria po-

tencial como medida de capacidad fiscal.

3.1  Distribución de la recaudación tributaria por niveles de gobierno

Una de las características más significativas de la Federación mexicana es su enor-

me diversidad. Históricamente, la convivencia de varios estadios de desarrollo eco-

nómico en el territorio nacional generó enormes disparidades socioeconómicas 

entre las regiones. 
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En la actualidad, aunque esas disparidades han disminuido, 1 las desigualdades 

socioeconómicas entre estados y municipios continúan siendo un signo caracte-

rístico de la economía mexicana.

Evidentemente, la distribución regional de recursos tributarios no escapa a la 

influencia de esas disparidades económicas: la concentración económica en algu-

nos estados y municipios explica la distribución desequilibrada de la recaudación 

tributaria global y en cada uno de los niveles de gobierno locales.

El cuadro 3.1 ilustra las extremas diferencias en la obtención de recursos tri-

butarios entre las unidades de la Federación. Considerada en su conjunto la re-

gión centro   2 generó, en promedio, durante el período 1992-1997, más de 70% de 

la recaudación tributaria estatal en todo el país; sin embargo, en 2005 dicha región 

disminuyó su participación en la recaudación total en 63%. El Distrito Federal 

produjo más de sesenta por ciento de los recursos locales de las entidades del país 

y aunque disminuyó en 2005, continuó generando más de la mitad de los ingre-

sos propios a nivel entidad (51.33%). En contrapartida, en ese mismo período, las 

regiones Golfo, Norte, Península de Yucatán y Sur (que representan más de 60% 

del territorio nacional y 33% de la población mexicana) generaron en su conjun-

to 15% de los ingresos locales de todo el país. A su vez, la descomposición de la 

recaudación por niveles de gobierno muestra que tanto las recaudaciones tribu-

tarias estatales como las municipales y, por inferencia, las federales son altamente 

concentradas.

Para construir un cuadro que permitiera observar la concentración de los 

ingresos tributarios municipales se tomaron los datos correspondientes a las re-

caudaciones de los 300 municipios más importantes del país, reportados en el do-

cumento Finanzas Públicas Estatales y Municipales de México. En primer lugar, se 

contabilizó  el  total  de ingresos propios de todos los municipios que eran a su vez  

las capitales estatales y se estimó la participación del municipio de cada capital en 

los ingresos de las capitales de todo el país; posteriormente, se tomaron los datos 

correspondientes al resto de los municipios contabilizando los ingresos de los mu-

nicipios del interior del país, se obtuvo la participación que cada estado tenía en 

1	 No	se	puede	ignorar	que	el	desarrollo	económico	de	México,	posterior	a	la	Segunda	Guerra	Mundial,	
generó	importantes	vías	de	comunicación	terrestre	y	obras	de	infraestructura	que	permitieron	una	inte-
gración	nacional	menos	excluyente	de	lo	que	era	hacia	mediados	del	siglo	xix.

2	 La	 regionalización	utilizada	en	esta	 investigación	 se	basa	 en	el	principio	de	homogeneidad	 socioeco-
nómica,	 sobre	 todo	de	 ingreso	por	habitante,	observando,	en	 lo	posible,	 la	agregación	de	estados	ve-
cinos.	Esta	regionalización	es	válida	ya	que	las	características	isiográicas	y	geográicas	inciden	en	las	
	socioeconómicas.
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	 	 1992	 1993	 1994	 1995	 1996	 1997	 2005

Nacional	 100.00	 100.00	 100.00	 100.00	 100.00	 100.00	 100.00

Centro 74.42 75.26 75.68 73.22 72.42 75.20 63.05

Distrito	Federal	 65.80	 66.04	 66.36	 63.70	 62.86	 65.45	 51.33

Hidalgo	 0.36	 0.35	 0.42	 0.42	 0.50	 0.47	 0.25

Edo	de	México	 6.01	 6.59	 6.52	 6.26	 6.31	 6.47	 7.55

Morelos		 1.25	 1.19	 1.03	 1.52	 1.55	 1.37	 1.05

Puebla	 0.60	 0.63	 0.90	 0.84	 0.79	 0.95	 0.79

Querétaro	 0.26	 0.31	 0.33	 0.32	 0.25	 0.29	 2.03

Tlaxcala	 0.14	 0.13	 0.13	 0.14	 0.17	 0.20	 0.05

Golfo 0.96 0.66 0.61 0.58 0.81 0.73 1.69

Tabasco	 0.19	 0.21	 0.20	 0.20	 0.48	 0.45	 0.31

Veracruz	 0.77	 0.45	 0.41	 0.38	 0.34	 0.29	 1.38

Noreste 5.80 6.28 6.14 6.68 6.97 7.90 6.56

Nuevo	León	 4.25	 4.60	 4.38	 4.80	 4.85	 5.57	 5.28

Tamaulipas	 1.54	 1.67	 1.75	 1.88	 2.12	 2.33	 1.28

Noroeste 5.73 4.97 4.95 5.77 5.58 6.63 9.33

Baja	California	 1.88	 1.70	 1.71	 1.88	 1.88	 2.16	 3.50

Baja	Cal.	Sur	 0.12	 0.09	 0.15	 0.13	 0.13	 0.21	 1.45

Nayarit	 0.51	 0.44	 0.45	 0.39	 0.37	 0.46	 0.51

Sinaloa	 0.95	 1.00	 0.94	 0.80	 0.84	 1.40	 1.86

Sonora	 2.27	 1.74	 1.70	 2.57	 2.36	 2.40	 2.01

Norte 3.49 3.39 3.80 4.40 4.57 5.02 5.90

Coahuila	 0.69	 0.74	 0.81	 0.95	 1.05	 1.04	 1.45

Chihuahua	 2.46	 2.34	 2.63	 2.85	 2.86	 3.34	 3.19

Durango	 0.16	 0.14	 0.16	 0.40	 0.44	 0.42	 0.47

San	Luis	Potosí	 0.06	 0.09	 0.11	 0.08	 0.08	 0.09	 0.54

Zacatecas	 0.12	 0.08	 0.09	 0.11	 0.14	 0.12	 0.25

Occidente 6.45 6.06 5.61 5.50 4.92 5.25 8.87

Aguascalientes	 0.18	 0.23	 0.15	 0.12	 0.14	 0.16	 0.44

Colima	 0.15	 0.10	 0.05	 0.05	 0.06	 0.07	 0.27

Guanajuato	 0.40	 0.23	 0.21	 0.25	 0.27	 0.30	 1.95

Jalisco	 5.26	 5.13	 4.86	 4.72	 4.08	 4.35	 5.35

Michoacán	 	0.46	 0.38	 0.34	 0.35	 0.37	 0.38	 0.86

P. de Yucatán 1.06 1.48 1.49 1.60 2.34 2.38 3.06

Campeche	 0.01	 0.17	 0.22	 0.32	 0.34	 0.42	 0.24

Quintana	Roo	 0.54	 0.57	 0.58	 0.63	 1.41	 1.33	 2.32

Yucatán	 0.51	 0.74	 0.69	 0.65	 0.59	 0.64	 0.50

Sur  2.08 1.90 1.72 2.26 2.38 2.71 1.58

Chiapas	 0.54	 0.46	 0.38	 0.89	 0.90	 0.75	 0.36

Guerrero	 1.45	 1.33	 1.23	 1.26	 1.38	 1.80	 1.11

Oaxaca	 0.09	 0.11	 0.11	 0.11	 0.11	 0.16	 0.11

Cuadro 3.1

	Contribución	de	los	estados	a	la	recaudación	nacional	1992-1997	y	2005

Fuente:	Cálculos	propios	a	partir	de	El ingreso y el gasto público en México,	edición1999	y	Finanzas Públicas Estatales y 

Municipales de México1994-1997 y 2005;	INEGI.
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	 Capitales	de	los	estados	 Municipios	del	Interior

	 Nacional	 100.00	 100.00

	 Centro 22.68 27.65

	 Hidalgo	 0.84	 0.32

	 Estado	de	México	 6.05	 25.46

	 Morelos		 0.46	 0.08

	 Puebla	 7.00	 0.43

	 Querétaro	 8.03	 0.76

	 Tlaxcala	 0.30	 0.60

	 Golfo 2.05 6.01

	 Tabasco	 0.06	 1.60

	 Veracruz	 1.99	 4.40

	 Noreste 16.56 11.65

	 Nuevo	León	 14.89	 9.13

	 Tamaulipas	 1.67	 2.52

	 Noroeste 17.82 15.58

	 Baja	California	 5.83	 5.01

	 Baja	California	Sur	 1.14	 1.49

	 Nayarit	 0.00	 0.33

	 Sinaloa	 4.52	 4.28

	 Sonora	 6.33	 4.47

	 Norte 16.00 12.46

	 Coahuila	 2.06	 2.26

	 Chihuahua	 8.27	 6.68

	 Durango	 2.07	 0.37

	 San	Luis	Potosí	 2.89	 0.64

	 Zacatecas	 0.70	 2.51

	 Occidente 18.62 17.37

	 Aguascalientes	 3.30	 0.05

	 Colima	 0.67	 0.37

	 Guanajuato	 0.46	 7.43

	 Jalisco	 12.00	 8.23

	 Michoacán		 2.19	 1.30

	 Península de Yucatán 4.78 4.54

	 Campeche	 0.69	 0.24

	 Quintana	Roo	 0.74	 4.30

	 Yucatán	 3.35	 0.00

	 Sur 1.48 4.75

	 Chiapas	 0.11	 0.46

	 Guerrero	 0.62	 4.21

	 Oaxaca	 0.75	 0.08

Cuadro 3.2 Contribución al ingreso tributario municipal de las capitales de los estados 

y de los municipios del interior en México, 2005.

Fuente: cálculos propios a partir de Finanzas Públicas Estatales y Municipales de México 2005; INEGI.
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los ingresos de los municipios que no son capitales. Algunos resultados interesan-

tes surgen de esta metodología.

En el cuadro 3.2, los ingresos de los municipios del interior se encuentran lige-

ramente más concentrados que los municipios que contenían a las capitales de los 

estados; ello se explica, en gran parte, porque en varias entidades existen ciudades 

muy importantes de donde se obtienen recursos tributarios mayores incluso que en 

las capitales, debido a la existencia de actividades económicas relevantes; por ejem-

plo, en el año 2005 municipios del estado de México como Naucalpan o Tlalnepant-

la generaron más recursos que la capital del estado (Toluca). Lo mismo ocurrió con 

otros municipios del interior como Benito Juárez (donde se ubica Cancún) que no 

es la capital de Quintana Roo; es el caso de las ciudades turísticas del océano pacífi-

co (como Acapulco) o de las zonas manufactureras en el norte del país. 

En el cuadro 3.2 se observa que la región centro concentra 23% de los ingresos 

de las capitales y 28% de los recursos generados por los municipios del interior del 

país; también destaca que algunos estados que no aportan cantidades relevantes al 

ingreso tributario de las capitales sí participan con una proporción importante de 

los recursos que se obtienen desde los municipios del interior del país.

En términos relativos, la alta participación de algunos estados en la captación 

tibutaria de los municipios del interior del país es fácilmente explicada cuando se 

observa el dinamismo económico de sus ciudades: son los casos de los municipios 

de Ensenada y Tijuana en Baja California; Ciudad Juárez en Chihuahua; Celaya, 

Irapuato y León en Guanajuato; Acapulco en Guerrero; Puerto Vallarta en Jalisco; 

Naucalpan, Huixquilucan y Tlalnepantla en el estado de México; San Pedro Garza 

García, Montemorelos y San Nicolás de los Garza en Nuevo León; así como Benito 

Juárez (donde se encuentra la ciudad de Cancún) y Cozumel en Quintana Roo; 

Mazatlán en Sinaloa; Cajeme y Guaymas en Sonora; Boca del Río, municipio de 

Veracruz y Poza Rica en Veracruz. Todos ellos son municipios que no hospedan a 

la capital del estado, pero cuyo dinamismo y características estructurales de sus 

actividad económica los hacen adquirir, en ocasiones, mayor importancia en la 

recaudación tributaria que los municipios de las capitales.

Las desigualdades en la concentración de la recaudación tributaria no se ate-

núan si se controla la escala poblacional de las unidades de la federación; por ejem-

plo, en 1992 la recaudación estatal per cápita de la región centro fue más de 18.7 
veces superior a aquélla generada en el sur. Análogamente, cuando se hace esa 

comparación por entidades se aprecia que cada habitante de la Ciudad de México 

(Distrito Federal) produjo una cantidad de recursos tributarios 16.2 veces mayor 

que aquélla generada por los habitantes del estado de México.
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Estas disparidades disminuyeron de 1992 a 2005; no obstante, en 2005 la re-

caudación per cápita de la región centro fue aún 12.9 veces mayor a la de la región 

sur, y el Distrito Federal produjo ingresos tributarios, por habitante, 10.9 veces 

mayores que los generados en el estado de México.

A nivel federal tales diferencias también se presentan: de acuerdo con datos de 

la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, entre 1992 y 1997 la Federación obtu-

vo de cada habitante del centro una cantidad de recursos tributarios ocho veces 

mayor que la obtenida del Sur o de la Península de Yucatán; de la misma forma se 

puede observar que, por ejemplo, en la Ciudad de México la recaudación federal 

per cápita fue (en promedio) casi 60 veces mayor que la obtenida en Durango.

Volviendo a los gobiernos subnacionales, y partiendo del análisis detallado 

de ingresos tributarios per cápita por estados, podemos concluir que aunque las 

diferencias de desarrollo económico entre los estados sean menores, existen dispa-

ridades significativas: los gobiernos estatales del Centro obtuvieron una recauda-

ción per cápita cinco veces superior a la del Norte. Comparando, una vez más, con 

el Distrito Federal, se puede constatar que se recaudó por habitante un valor de 

impuestos alrededor de 4.7 veces mayor que el obtenido en 2005 por el gobierno 

de Nuevo León.

Como ya se mencionó, tales disparidades tributarias entre estados y munici-

pios de la Federación pueden ser explicadas no sólo por las diferencias regionales 

en la estructura económica, sino también por la propia gestión y eficiencia tribu-

taria de estados y municipios. Mientras que las características económicas vigentes 

en una jurisdicción definen la capacidad de obtención de recursos tributarios de 

cada nivel de gobierno, el esfuerzo de recaudación mide la eficiencia en la obten-

ción de éstos por parte de las administraciones responsables. Formalmente, la re-

caudación tributaria de una determinada unidad de gobierno puede ser expresada 

por la siguiente identidad:

donde:

R 
i ,t

 = recaudación tributaria de la unidad de gobierno i en el período t  ;

R *
i ,t  

= capacidad tributaria de la unidad federativa i en el período t  

E
i ,t   

= esfuerzo fiscal de recaudación de la unidad de gobierno i en el período t.

De la ecuación (1) se puede deducir que capacidad y recaudación tributaria no 

son sinónimos: mientras que la primera se refiere a la recaudación que se podría 

tititi
ERR

,

*

,,
= × (1)
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obtener, dadas las características socioeconómicas de una determinada jurisdic-

ción, es decir, la recaudación tributaria potencial, la segunda es simplemente la 

recaudación observada o efectiva.

La recaudación efectiva podría ser igual a la potencial si la eficiencia en la 

obtención de recursos tributarios fuera similar al nivel máximo posible (E
i ,t

= 1); 

en caso contrario, las diferencias en el esfuerzo de recaudación de cada unidad 

de gobierno constituyen otra fuente explicativa de las disparidades regionales en 

la recaudación tributaria. La separación de esas dos fuentes de disparidades en la 

generación de recursos tributarios hace necesaria la estimación de la capacidad 

fiscal de las unidades federativas a partir de las características de su estructura 

socioeconómica.

3.2  Capacidad tributaria 

La captación de ingresos tributarios de una unidad de gobierno está determinada 

por las características económicas vigentes en su jurisdicción, tales como: ingreso 

per capita y distribución personal del mismo, composición de la producción, con-

centración poblacional, así como de las actividades económicas y de la vocación 

productiva a nivel territorial, entre otras. Una vez definidas las bases de tributación, 

el paso siguiente es la aplicación de un modelo para estimar la capacidad máxima 

de tributación. De acuerdo con estudios internacionales, una práctica común es 

la aplicación de promedios nacionales para determinar la recaudación potencial 

(Mikesell, 2007).

3.2.1  Modelos para el cálculo de la capacidad tributaria

El informe de la comisión asesora para las relaciones intergubernamentales del 

Congreso de los Estados Unidos (Acir, 1986) presentó por primera vez una síntesis 

de una amplia gama de métodos de estimación de la capacidad fiscal a partir de la 

aplicación de la carga tributaria nacional sobre el producto interno bruto estatal 

o municipal:

*
iR = iPIBTC ×~

= iPIB
PIB

R ×


 ~
(2)
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donde:

R
i  
= Recaudación tributaria potencial en la unidad de la federación i ;

CT = Carga tributaria nacional;

R = Recaudación tributaria nacional;

PIB
i 
= Producto Interno Bruto  en la unidad de la Federación i ; y

PIB = Producto Interno Bruto nacional.

Sin embargo esta medida presenta la limitación de que, al asumir que el pib 

local es el único determinante de la capacidad de obtención de recursos tributarios, 

deja de lado otras características económicas que inciden significativamente en la 

recaudación tributaria como la distribución del ingreso, la composición de la pro-

ducción, la urbanización y la concentración espacial de las actividades económicas, 

por ejemplo.

Otros métodos contables más desarrollados calculan la recaudación potencial 

a partir de la desagregación de la carga tributaria en sus diversos impuestos; en 

este sentido, la capacidad fiscal puede ser definida como la recaudación tributaria 

que una unidad de gobierno podría obtener con la aplicación de un sistema de 

tasas impositivas nacionales sobre las bases potenciales de cada impuesto en los 

distintos estados o municipios. Como las tasas impositivas utilizadas en el cálculo 

de la recaudación potencial representan promedios nacionales, la participación 

de cada impuesto en la recaudación tributaria de una unidad de gobierno es la 

misma que se utiliza para evaluar la capacidad tributaria nacional; por lo tanto, 

la estimación de la capacidad tributaria de cada unidad de gobierno depende de 

la composición de la recaudación tributaria nacional. Así, la capacidad tributaria 

puede ser definida como:

donde:

t
j 
= tasa nacional del impuesto j  ;

B
j,i 

= base tributaria del  impuesto j en la unidad de la federación i  ;

= participación nacional del impuesto j  ;   y=

=

k

j
j

j

j

R

R
W

1

~
~

∑[ [

*
iR = j

k

j

ijj WBt
~~

1

,

=

××∑ (3)
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R
j 
=  recaudación nacional del impuesto j.

Sin duda, la desagregación de la carga tributaria implica que el método pue-

de estimar, de manera más precisa, la capacidad tributaria. No obstante, como 

la composición de la recaudación tributaria varía entre estados y municipios, las 

ponderaciones basadas en las participaciones nacionales de los diferentes tributos 

llevan a subestimaciones o sobrestimaciones de la capacidad tributaria de los go-

biernos locales que tienen diferentes estructuras de recaudación tributaria.   3

Otra forma de determinación de la capacidad tributaria se basa en la utiliza-

ción de métodos econométricos para estimar funciones de recaudación tributaria 

nacional, determinando la capacidad fiscal de cada entidad o municipio con la 

aplicación de coeficientes estimados a partir de los valores regionales o estatales 

de las variables explicativas de la recaudación nacional (Schneider, 2002; Cher-

nick, 1998; Leuthold, 1991). La principal ventaja es la inclusión de otras variables 

económicas diferentes al pib, al ingreso estatal o municipal en la estimación de la 

recaudación potencial. Las características económicas, generalmente utilizadas en 

la estimación de la capacidad fiscal, pueden ser sintetizadas en el siguiente conjun-

to de variables: ingreso per capita, distribución personal del ingreso, composición 

sectorial de la producción, población y grado de urbanización.

3.2.2  Modelo de frontera estocástica para estimación de la capacidad tributaria

En general, la limitación de los métodos de estimación de la capacidad tributaria, 

como los presentados en el apartado anterior, radica en la inclusión de las varia-

bles; por ejemplo si la recaudación potencial se refiere al nivel de recaudación que 

una unidad de gobierno podría obtener con un uso eficiente de sus bases tribu-

tarias, entonces tendría que referirse al nivel máximo de recaudación que podría 

obtener y no al promedio nacional (observado o estimado).

En este sentido, una de las contribuciones de esta investigación es la estimación 

de la recaudación potencial en las distintas entidades para el período 1992-2005, 

con la utilización del método de estimación conocido como frontera estocástica.  4 

3	 En	los	Estados	Unidos,	el	Representative Tax System (rts)	y	el	Representative Revenue System	(rrs)	son	
los	indicadores	más	utilizados	en	la	cuantiicación	de	la	capacidad	iscal.	Las	críticas	a	estos	indicadores	
pueden	ser	encontradas	en	Wildasin	(1987).

4	 Aunque	este	método	se	describe	suscintamente,	referencias	adicionales	pueden	encontrarse	en	Coelli	
(1991),	Battese	(1992)	y	Battese	y	Tessema	(1993).
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Esta metodología de estimación de la recaudación potencial es una adaptación del 

método de estimación de funciones de producción agrícolas (frontier stochastic 

production function), desarrollado por Battese y Coelli (1991). 

Las ventajas de este método pueden ser sintetizadas en dos aspectos: en primer 

lugar, la compatibilidad entre el concepto de capacidad tributaria y la estimación 

del nivel máximo de recaudación tributaria, definida como el nivel de recaudación 

alcanzable con una explotación eficiente de las bases tributarias, dadas las condi-

ciones socioeconómicas existentes en cada unidad de gobierno; y, en segundo lu-

gar, que la comparación entre las recaudaciones observadas y las potenciales mide 

el grado de eficiencia de las administraciones tributarias de los diferentes niveles 

de gobierno en las distintas unidades de la Federación.  5

La metodología propuesta permite, por ello, distinguir los dos componentes 

de la recaudación tributaria de la ecuación (1): la capacidad tributaria determina-

da por las características socioeconómicas de cada entidad federativa o municipio 

y el régimen impositivo vigente; y, el esfuerzo de recaudación de los gobiernos 

locales. El primer paso de este método es la especificación de la función de recau-

dación tributaria:

donde:

R
i ,t 

= recaudación tributaria en la unidad federativa o municipio i, en el período t  ;

PIB
i ,t 

= Producto Interno Bruto en la unidad federativa o municipio i, en el período t  ;

POP
i ,t 

= Población total en la unidad federativa o municipio i, en el período t ;

G
i ,t

 = Distribución del ingreso en la unidad federativa o municipio i, en el período t, me-

dida por el índice de Gini estatal

PIBIN
i ,t

= Producto Industrial en la unidad federativa o municipio i, en el período t  ;

)(v ti,ePIB 





=
ti

ti

ti

ti

titititi
POP

POPU

PIB

PIBIN
GPOPfR

,

,

,

,

,,,, ,,,,,β (4)

5	 Una	aplicación	empírica	del	Modelo	de	Frontera	Estocástica	en	 la	determinación	de	 la	capacidad	de	
obtención	de	recursos	tributarios	puede	ser	encontrada	en	Alirman,	2003.
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 POPU
i ,t

= Población urbana en la unidad federativa o municipio i, en el período t  ;

v
i,t

 = término de error.  

Como el pib y la población son las variables de control en la estimación de la 

capacidad de recaudación de una jurisdicción, se espera que tengan una influencia 

positiva sobre la capacidad fiscal de las unidades de gobierno: mientras mayor sea 

el producto y/o la población, mayores serán los recursos tributarios que se espera 

obtener en la unidad de gobierno correspondiente y viceversa. La inclusión del 

índice de Gini      6 permite observar el grado de influencia de la distribución personal 

del ingreso, en cada jurisdicción, sobre la capacidad de obtención de recursos loca-

les. Se espera que una mayor desigualdad en la distribución del ingreso (un índice 

de Gini más elevado) reduzca la capacidad de obtención de recursos propios.

Otro factor explicativo de la capacidad tributaria es la composición sectorial 

de la producción en la medida en que, para un mismo nivel de producto, las distin-

tas actividades económicas tienen particularidades que pueden afectar los niveles 

de tributación. En general, estudios de corte transversal (cross section countries) 

de países han mostrado que un mayor grado de industrialización de la economía 

favorece la ampliación de la recaudación tributaria (Schneider, 2002; Chernick, 

1998 y Leuthold, 1991). La concentración poblacional en los centros urbanos faci-

lita la obtención de recursos tributarios (debido a la existencia de economías de 

escala) mediante la gestión tributaria, generados por las actividades económicas y 

la propia concentración demográfica.

El Modelo propuesto, y aplicado al caso de los 300 municipios más grandes 

de México, presenta diferencias significativas en relación con los métodos econo-

métricos tradicionales de estimación de la capacidad tributaria: la especificación 

del término de error constituye la principal innovación del método de frontera 

estocástica. Así, el residuo estocástico v
i , t

 puede ser definido como:   

6	 El	índice	o	coeiciente	de	Gini,	formulado	por	el	economista	italiano	Corrado	Gini,	es	la	medida	más	
usada	para	medir	la	desigualdad	en	la	distribución	del	ingreso	debido	a	que	cumple	con	cuatro	propie-
dades	básicas:	a)	satisface	el	principio	de	transferencia,	también	conocido	como	condición	Pigou-Dalton	
(si	se	presenta	una	transferencia	regresiva	de	ingreso,	el	índice	aumenta);	b)	independencia	de	la	escala	
de	ingreso	(establece	que	el	valor	del	índice	no	depende	de	la	unidad	monetaria);	c)	satisface	el	principio	
de	población	(el	cual	establece	que	el	índice	debe	ser	independiente	del	tamaño	de	la	población	analiza-
da),	y	d)	posibilidad	de	descomposición	del	índice;	sus	límites	(0	y	1)	permiten	una	fácil	explicación	del	
grado	de	desigualdad:	valores	cercanos	a	0	indican	baja	desigualdad;	y	valores	cercanos	a	1	muestran	alta	
desigualdad.	Ver Cowell,	1995.
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v
i,t

 = u
i,t

 + e
i,t

donde:

u
i,t

 = N (0, σ  2 ) i.i.d  ;    y    e
i,t 

= N ( µ  ,σ   2) 

La ecuación (5) implica que el término de error v
i,t   

, puede ser separado en dos 

componentes: uno, típicamente estocástico, u
i,t   

, que está asociado a efectos de po-

líticas no tributarias que afectan el nivel de recaudación como el incentivo a expor-

tadores, a través de exenciones fiscales, o simplemente a problemas de medición; y 

el otro, e
i,t  

, tal vez “menos estocástico”, relacionado con características específicas 

de las administraciones tributarias en cada unidad de gobierno, tales como la efi-

ciencia o el esfuerzo comprometido en la recaudación de impuestos.  7

Esta especificación del término estocástico v
i,t

 permite constatar que la dife-

rencia entre capacidad tributaria (recaudación potencial) y la recaudación obser-

vada está dada por el componente estocástico e
i,t

 (por el esfuerzo fiscal). Así, la 

capacidad tributaria puede ser definida como:

Por lo tanto, el esfuerzo fiscal puede ser obtenido por la comparación entre la re-

caudación observada y la capacidad tributaria potencial; retomando la ecuación 

(1), dicho esfuerzo se describe como:

Sustituyendo R
i,t 

 y  R
i,t 

 por  las expresiones (4) y (6), así como el residuo estocás-

tico de (4) por (5), tenemos:

βR f POP G
PIBIN

PIB

POPU

POP
ui t i t i t i t
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7	 Con	la	imposición	de	que	los	u
i,t

	son	no	negativos,	se	puede	observar	que	la	recaudación	veriicada	será	
siempre	menor	o	igual	a	la	potencial.

*

,

,

,
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ti

ti
R

R
E = (1a)

(5)
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Por lo tanto:  E
i,t 

= exp (– e
i,t  

)

Considerando que los e
i,t

 sean no-negativos, esto es, que el esfuerzo fiscal es 

positivo y tiene sus límites entre 0 y 1, se puede inferir que R
i,t

 es menor que R
i,t   

; es 

decir, la capacidad de tributación es el límite superior (o frontera estocástica) de la 

recaudación tributaria. 8 La descripción del comportamiento temporal de e
i,t

 está 

dado por la siguiente ecuación:

Esta especificación de e
t
 implica que la eficiencia de recaudación debe variar 

con el tiempo (time varying effects). Más aún, debido a la no-negatividad de e
i,t

 y 

asumiendo que el parámetro η  es siempre positivo, la especificación de e
t
 implica 

que la eficiencia de recaudación debe aumentar en el tiempo, ya que e
i,t

 decrece 

monotónicamente hasta su valor mínimo. 9  A su vez, las pruebas de hipótesis sobre 

los parámetros σ 2, h , µ y σ    2  permiten determinar: a) si el método de estimación 

de frontera estocástica es adecuado para el tipo de problema que se está abordan-

do; y b) si la eficiencia de recaudación tiende a mejorar con el tiempo.

La adecuación del método usado depende de la contribución de σ 2  (varianza 

del error estocástico)en la explicación de la varianza total del modelo   

 si ésta es muy grande en relación a la contribución proveniente de la eficiencia de 

recaudación σ      2 , el método de frontera estocástica no sería recomendable dado 

que la varianza sería similar a la obtenida por los métodos tradicionales de esti-

mación.

El criterio de evaluación de tal condición está basado en el valor asumido por 

el parámetro , definido como  . Si γ  no es significativamente dis-

tinta de cero (σ 2  grande ó σ 2  pequeño) la contribución de la varianza del modelo 

para explicar la eficiencia tributaria sería despreciable y por lo tanto, el método de 

frontera estocástica nada agregaría en relación a la estimación por mínimos cua-

drados ordinarios. 10  En lo que se refiere a la evolución temporal de la eficiencia, las 

8	 El	nombre	de	frontera	estocástica	viene	del	máximo	nivel	de	recaudación	que	se	puede	alcanzar,	dadas	
las	condiciones	socioeconómicas	y	del	componente	estocástico	(u

i,t 
).

9	 Esta	 especiicación	 asume	 la	 existencia	 de	 efectos	 especíicos	 que	 varían	 con	 el	 tiempo	 (time	 varing	
efects)	en	el	componente	estocástico	de	la	eiciencia	(e

i,t
).

10	 Aigner,	Lovell	y	Smith	(1977)	sugieren		la	utilización	del	parámetro	λ=	σv
	para	evaluar	la	participación	

de	los	dos	componentes	de	la	varianza	total	del	modelo.	Battese	y	Corra	(1977)	utilizan	el	parámetro	λ=	
que	va	a	ser	utilizado	en	la	estimación	del	modelo	de	capacidad	tributaria.

( )22
v

σσ
σλ
+

=

(7)e
i,t

 = η
i ,t

 e
i
 = [exp(-η   (t-T  ))]e

i

(6 a)



36                                                                                                          inanzas públicas    

hipótesis sobre el valor que asume η  permite inferir el comportamiento temporal 

de la eficiencia (e
i,t 

).

Una vez especificada la ecuación a ser estimada, y definidas las propiedades 

estocásticas del modelo, la obtención de los estimadores de máxima verosimilitud 

de los coeficientes correspondientes a las variables explicativas y de los parámetros 

del término estocástico debe ser realizada en tres fases:

En esta sección se han decrito dos cuestiones básicas: a) el grado de concen-

tración que tiene la captación de recursos fiscales en las regiones, estados y muni-

cipios del país; constatando grandes disparidades que hacen reflexionar sobre la 

necesidad de abatir los rezagos existentes en materia de federalismo fiscal; b) por 

otro lado, se revisó la literatura especializada de frontera, de manera que fue posi-

ble presentar los diferentes modelos de cálculo (con sus ventajas y desventajas) de 

la recaudación potencial para cada nivel de gobierno, así como del esfuerzo fiscal. 

Finalmente presentamos las bondades del método de frontera estocástica que, 

econométricamente, permite calcular la capacidad fiscal real de cada unidad de 

gobierno, también se presentó un método de medición del esfuerzo fiscal de cada 

entidad o municipio. 

4. ¿pueden los municipios recaudar más? 
capacidad y esfuerzo fiscal en los municipios de méxico

El modelo descrito en el apartado anterior permite presentar los resultados obte-

nidos de la recaudación potencial para las entidades federativas y los municipios 

utilizando una combinación de datos de corte transversal para varios años, refe-

rentes a la recaudación tributaria de 300 municipios agrupados en los 31 estados 

 En la primera, se deben estimar los coeficientes β   de la ecuación (4), mediante 

mínimos cuadrados ordinarios (ols).

 En la segunda, deben buscarse los valores apropiados para σ  2, h  y σ      2  y  a través de 

una escala (grid search) construida a partir de cambios en el intercepto β
0
  , en los 

coeficientes estimados para β  y en la varianza total del modelo σ  2   .

 Finalmente, con los valores seleccionados para σ  2, h  y σ      2  y, debe utilizarse un 

proceso iterativo de aproximación (proceso conocido como Casi-Newton) para 

obtener los estimadores de máxima verosimilitud correspondientes a cada una de 

las variables explicativas de la ecuación (6).
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y el Distrito Federal para los años de 1992 y 2005. Los cálculos fueron realizados 

tomando sólo los datos disponibles sobre la estructura de las recaudaciones esta-

tales y municipales.

La información que se empleó corresponde a las variables explicativas de la ca-

pacidad tributaria por unidad federativa; se utilizaron datos estatales del pib, pib 

por sectores de actividad, índice de Gini estatal y población total y urbana. (Los 

datos del pib municipal fueron tomados del Sistema Municipal de Bases de Datos 

del inegi (simbad)). El grado de industrialización fue medido por la participa-

ción del pib industrial en el pib total y el grado de urbanización con la relación 

población urbana entre población total; adicionalmente, se incluye en el modelo 

la tasa de inflación como otra variable explicativa de la capacidad de tributación 

de los dos niveles de gobierno.

Una limitación importante es el nivel de agregación utilizado para los mu-

nicipios: la heterogeneidad existente entre ellos, aún dentro de la misma entidad 

deteriora la calidad de la información utilizada para este nivel de gobierno; situa-

ción que debe ser considerada en la evaluación de los resultados alcanzados. En 

las ecuaciones de recaudación tributaria, por niveles de gobierno, se utilizó una 

especificación doble-logarítmica equivalente a la ecuación (4): 

donde:

E = Entidades (o estados)

MC = Municipios que son las capitales estatales        

(8a)

(8c)

(8b)
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MI = Municipios del Interior, que no son las capitales de los estados 

INF
i 
= Tasa de inflación en el período t; y los superíndices  indican el nivel de 

 gobierno.

  

Debemos destacar que la inclusión de variables referentes al grado de informa-

lización del mercado de trabajo, participación de las exportaciones en el producto 

interno bruto estatal y valor total de la propiedad inmobiliaria podrían mejorar la 

caracterización de la capacidad tributaria de los niveles de gobierno.

Con la utilización del programa computacional Frontier 2.0 (sugerido por Co-

elli, 1991), se obtuvieron los estimadores de máxima verosimilitud de los paráme-

tros presentes en las ecuaciones (8a) a (8c). Los resultados son presentados en el 

cuadro 4.1, donde se observa que el valor de γ  y su nivel de confianza, superior a 

95%, permite afirmar que la estimación de frontera de la recaudación tributaria 

para los dos niveles (estados y municipios) es adecuada; es decir, que el residuo 

estocástico tiene un componente (no despreciable) que es explicado por las dife-

rencias en el esfuerzo de recaudación de las distintas unidades de gobierno.

El modelo tiene un ajuste razonable a juzgar por el valor χ   2, superior al valor 

crítico de su distribución, así como por el hecho de que la mayor parte de los co-

eficientes, correspondientes a las variables independientes, son significativos esta-

dísticamente. Las variables socioeconómicas tienen un papel determinante en la 

caracterización de la capacidad tributaria: pib, tamaño de la población, grado de 

industrialización y grado de urbanización ejercen un efecto positivo y altamente 

significativo sobre la recaudación tributaria; la desigualdad en la distribución del 

ingreso tiene un efecto negativo.

El pib, como medida de la capacidad de pago de los contribuyentes en una en-

tidad federativa, determina una mayor capacidad tributaria. La incidencia positiva 

del tamaño de la población permite constatar la existencia de retornos crecientes 

de la capacidad tributaria en relación con la población, lo que es confirmado al 

analizar el efecto del aumento de la concentración poblacional en los centros ur-

banos, facilitando la obtención de recursos tributarios de competencia estatal.

El efecto negativo del grado de industrialización sobre la capacidad tributaria 

de los estados es un resultado, a primera vista, sorprendente: se esperaría que, a 

mayor industrialización de las entidades, mayor sería la capacidad de obtención 

de recursos locales; sin embargo, estos resultados pueden estar revelando dos fe-

nómenos importantes: a) la excesiva presión tributaria sobre las actividades in-

dustriales puede estar induciendo a la evasión fiscal por parte del sector industrial, 

lo que explica el coeficiente negativo de la industrialización en la ecuación de la 



modelos econométricos       39

Fuente: cálculos propios realizados con el programa computacional Frontier 2.0 (Coelli,1992). Valores t de Student 

entre paréntesis. LLF: función de máxima verosimilitud, χ2	: valor crítico de la distribución chi-cuadrada con dos 

grados de libertad.

	Variable Estados/Entidades Municipios de la capital Municipios del interior

Constante	 -0.3075	 -3.177	 -12.109

	 	 (3.3)	 (-3.08)	 (-8.32)

PIB		 0.767	 0.701		 1.641	

	 	 (7.43)		 (4.79)	 (10.93)	

G	 	 	 -0.667	 -0.620	

	 	 	 (-0.680)	 (-0.672)

POP	 0.347	 0.432	 -0.432

	 	 (3.03)	 (2.65)	 (-3.68)

PIBIN/	PIB	 -0.733

	 	 (-0.23)

POPU/	POP	 0.124

	 	 (3.36)

INF		 -0.184	 -0.198		 -0.447

	 	 (-4.74)	 (-0.37)	 (-0.88)

 σ  2	 	 0.293	 0.544		 0.381

	 	 (5.44)		 (4.79)	 (2.75)

γ    0.875	 0.786	 	0.659

	 	 (46.10)		 (17.82)	 (4.38)

	h    0.113	 -0.236	 -0.077

	 	 (1.597)		 (-0.032)	 (-0.093)

LLF		 -55.69	 -72.22	 -53.07

	χ2	(2)	 42.60	 41.09	 15.01

Entidades	 32	 31	 31

Períodos	 6	 6	 5

Observaciones	 176	 168	 198

Interacciones	 102	 234	 245

Cuadro 4.1 

Estimadores de máxima verosimilitud de los parámetros de la ecuación de capacidad tributaria por 

nivel de gobierno (variable dependiente: recaudación tributaria)
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recaudación potencial; y, b) los impuestos aplicados al sector industrial son de 

competencia federal, lo que muestra la necesidad de transferir funciones relacio-

nadas con el control fiscal del sector industrial hacia los estados.  

Los resultados también muestran que un mayor grado de desigualdad (medida 

por el índice de Gini) en la distribución del ingreso, determina una disminución en 

la capacidad de obtención de recursos tributarios por parte de los gobiernos estata-

les. Otra conclusión importante es que al obtener los estimadores de los parámetros 

de la ecuación de capacidad tributaria de los estados, se confirma la hipótesis que 

la inflación no sólo erosiona las bases tributarias (efecto Tanzi) sino que también 

dificulta la gestión tributaria. En cuanto a la recaudación tributaria que es compe-

tencia sólo de los estados, se aprecia la importancia del componente de eficiencia en 

la varianza total del modelo (γ es significativamente diferente de cero).

En lo que se refiere a la estimación de la capacidad fiscal de los municipios que 

contienen a la capital del estado, los resultados muestran que a mayor población 

y un elevado grado de urbanización así como menor desigualdad  11 aumentan la 

capacidad tributaria de estos municipios. Los valores de los parámetros, inclu-

yendo γ , son satisfactorios. Sorprendentemente, el pib del sector servicios en los 

municipios de la capital no tiene efectos significativos sobre la capacidad tributaria 

de dicho nivel de gobierno: una hipótesis probable es que el mayor grado de in-

formalidad de las actividades terciarias determina el bajo poder explicativo del pib 

del sector servicios en la recaudación potencial de los municipios de las capitales.

Otro resultado es la baja significancia de la inflación sobre la capacidad tri-

butaria de los gobiernos municipales que son capitales estatales, que se explica 

porque su principal tributo (el Impuesto Predial) tiene una base tributaria poco 

sensible a la variación de los precios, es inelástica a los precios.

En lo que se refiere a la estimación de la recaudación potencial de los muni-

cipios del interior (a pesar de las reservas señaladas sobre la agregación de los da-

tos correspondientes a ese nivel de gobierno) el ajuste del modelo es satisfactorio, 

dado el valor del parámetro γ   y el poder explicativo de las variables socioeconó-

micas incluidas en el análisis. Asimismo el pib de los municipios del interior es una 

variable explicativa relevante; no obstante, al contrario de los estados y los munici-

11 Las	Encuesta	Nacional	de	Ingreso	y	Gasto	de	los	hogares	no	permite	(por	falta	de	representatividad)	el	
cómputo	del	índice	de	Gini	a	nivel	municipal.	Optamos	por	transferir	los	valores	de	los	índices	estatales	
hacia	sus	municipios,	por	lo	que	este	hecho	debe	ser	tomado	en	cuenta	en	las	conclusiones;	sin	embargo,	
se	ha	argumentado	sobre	la	existencia	de	una	relación	inversa	entre	desigualdad	en	la	distribución	per-
sonal	del	ingreso	y	capacidad	de	obtención	de	recursos	tributarios	(Acir,	1986).
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pios-capital, se observa que el tamaño de la población incide negativamente en la 

recaudación tributaria del interior de los estados. El efecto negativo de la población 

sobre la capacidad fiscal de los gobiernos municipales del interior implica que el 

crecimiento poblacional disminuye la recaudación municipal per cápita, lo que 

significa la ausencia de retornos crecientes a escala promovidos por la concentra-

ción poblacional en esos municipios que puede ser explicado por la composición 

mayoritariamente rural de la población en los municipios del interior: el efecto 

negativo de la población total de dichos municipios es compatible con el efecto 

positivo del grado de urbanización en las regresiones de los estados y de los muni-

cipios de la capital (aquéllos en los que la población urbana es prácticamente igual 

a la población total).

En las gráficas 4.1 a 4.4 presentamos la capacidad tributaria de las unidades de 

gobierno del mismo nivel en los 31 estados para los años 1992 y 2005, calculada a 

partir de las ecuaciones formuladas.  12   Las gráficas confirman la evidencia referente 

a las enormes disparidades fiscales entre las unidades de gobierno. El índice mues-

tra el potencial de obtención de recursos fiscales de la i-ésima unidad de gobierno 

(estado o municipio) como proporción de la capacidad fiscal estatal o municipal 

agregada a nivel nacional. Valores inferiores a 100 indican estados (o municipios) 

con una capacidad inferior al del universo de las entidades o municipios. Estados 

o municipios que son capital estatal o del interior que tienen valores superiores 

a 100 muestran casos en donde el potencial de recaudación municipal es superior 

al promedio municipal nacional.  En los gráficos siguientes, la capacidad fiscal 

muestra en qué medida se puede ampliar la base tributable. El valor del índice, por 

municipio, muestra la relación de la capacidad fiscal municipal como proporción 

de la capacidad tributaria nacional.

Destaca la concentración de la capacidad tributaria, por entidad, en el Distrito 

Federal, Nuevo León y Jalisco. A nivel municipal, observamos que la mayor capa-

cidad tributaria se tiene en las unidades federativas del noreste, noroeste, norte y 

centro del país (con excepción de Hidalgo y Tlaxcala). 

Las gráficas permiten observar lo que ocurrió con la capacidad tributaria de 

los estados antes y después de la crisis económica de 1994: a) las entidades que 

presentaban mayor capacidad fiscal en los años anteriores a 1995 fueron las que 

lograron mayores recuperaciones hacia 2005; sin embargo, casi ninguna había 

recuperado aún los niveles anteriores (las excepciones fueron los municipios del 

12		 Evidentemente,	sólo	la	gráica	4.1	incluye	al	Distrito	Federal.
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Gráfica 4.2

Capacidad	iscal	per	cápita	de	los	municipios	que	son	capital	de	los	estados	en	México,	1992	y	2005	

(México	=	100)
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Gráfica 4.1

Capacidad fiscal per cápita de los estados en México, 1992 y 2005 (México = 100)
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Gráfica 4.4

Capacidad	iscal	per	cápita	de	los	municipios	que	no	son	capital	de	los	estados	en	México,	1992	y	2005	

(el	gráico	muestra	los	tres	casos	con	menor	y	mayor	capacidad	iscal,	respectivamente)
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Gráfica 4.3

Capacidad	iscal	per	cápita	de	los	municipios	que	son	capital	de	los	estados	en	México,	1992	y	2005	

(el	gráico	muestra	los	tres	casos	con	mayor	y	menor	capacidad	iscal,	respectivamente)

                   Fuente: elaboración propia a partir de los resultados de las ecuaciones de recaudación potencial.
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interior de Jalisco y Monterrey); b) en contrapartida, aquellos estados que mante-

nían bajos niveles de capacidad fiscal fueron los que tuvieron las menores recupe-

raciones en 2005.

Las gráficas 4.3 y 4.4 muestran la capacidad de generación de recursos tributa-

rios propios de los estados, los municipios-capital y los del interior.

5.  Conclusiones

La comparación entre niveles de recaudación tributaria efectiva y potencial, en 300 

municipios de México, confirma la hipótesis de que las diferencias de recaudación 

tributaria, además de ser explicadas por las desigualdades socioeconómicas entre 

municipios, también pueden ser explicadas por las diferencias en el esfuerzo fiscal 

de recaudación.  Se concluye que los municipios de México sí pueden recaudar más.

Existe un grupo de municipios que ha venido realizando un esfuerzo impor-

tante, a lo largo de más de 13 años (1992 a 2005) para incrementar su eficiencia 

fiscal recaudatoria; sin embargo, un gran número de éstos tiene un débil esfuerzo 

fiscal y, por lo tanto, una elevada ineficiencia para recaudar recursos provenientes, 

básicamente, del impuesto predial. Se podría suponer que la eficiencia fiscal de 

los municipios de México deberá aumentar si se lleva a cabo una modernización 

en los catastros municipales de todo el país, aunque existe evidencia de que aún 

en municipios relativamente desarrollados la recaudación vía impuesto predial es 

muy baja y por ello deberá investigarse si existe algún tipo de acuerdo extraoficial 

entre el poder económico local de dichos municipios y las autoridades fiscales 

municipales que limite el incremento de la eficiencia recaudatoria

Por citar algunos ejemplos, al cierre de 2008, el municipio de Tijuana, en Baja 

California, había recaudado durante todo el año alrededor de 74.8 millones de 

pesos, pero su potencial recaudatorio es de 134.7 millones con una ineficiencia 

recaudatoria de casi 45%. En muchos municipios del estado de Chiapas la recau-

dación no llegó, en 2008, a 1 millón de pesos; en tanto que su potencial era superior 

a los 4 millones por municipio. En el municipio de Chihuahua se recaudaron, a lo 

largo de 2008, menos de 41 millones de pesos, pero su potencial llega a más de 88.4 

millones de pesos. En Guerrero, municipios como Acapulco han incrementado en 

los últimos años su eficiencia recaudatoria, pero aún recaudan menos de la mitad 

de su capacidad. En municipios como Pachuca y Tula, en el estado de Hidalgo, la 

recaudación histórica llegó, en 2008, a menos de 60 y 14 millones de pesos, respec-

tivamente, cuando, en conjunto, podrían estar recaudando más de 140 millones de 
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pesos. En municipios del estado de México la ineficiencia fiscal es evidente: Atiza-

pán recaudó alrededor de 190 millones al cierre de 2008, pero podría recaudar más 

de 412 millones de pesos; el municipio de Tlalnepantla recaudó, en el mismo año, 

menos de 370.4 millones pero podría recaudar más de 689.3 millones de pesos; en 

Huixquilucan la recaudación, en 2008, fue de 330.7 millones, pero dejaron de re-

caudar más de 205 millones de pesos; en Cuautitlán Izcalli se recaudaron alrededor 

de 190 millones de pesos en 2008, pero podría llegar a más de 530 millones de pesos. 

La recaudación en el Distrito Federal, como porcentaje de la recaudación nacional, 

cayó 14.1% en 10 años. Se podrían enunciar ejemplos similares en todo el país.

Esta investigación propone una metodología para que cada municipio conozca 

su potencial recaudatorio: será necesario que cada administración tributaria local 

emprenda esfuerzos para mejorar sus niveles recaudatorios. Finalmente, una de 

las constataciones derivadas de nuestro análisis es que, más que la centralización 

tributaria se requieren acciones que pretendan la corrección de las desigualdades 

entre los estados y los municipios ya que la utilización de transferencias intergu-

bernamentales constituyen la fuente institucional de las distorsiones del sistema 

de administración tributaria, incentivando un comportamiento irresponsable de 

los administradores públicos locales, lo que ha llevado al desorden fiscal de las 

últimas dos décadas.
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resumen

Tradicionalmente, el impacto de la inversión pública sobre la privada se realiza de ma-

nera agregada, sin considerar la influencia que tienen los distintos rubros de inversión 

pública sobre la privada. En este trabajo se consideran varios desgloses de inversión públi-

ca y se cuantifica su impacto sobre la inversión privada para probar la hipótesis de comple-

mentariedad en el caso de la economía mexicana para el periodo 1925-2006. Los resultados 

de las estimaciones dinámicas indican que la inversión pública en comunicaciones y trans-

portes y, en fomento industrial (sector paraestatal) tiene un efecto desplazamiento parcial 

sobre la inversión privada, mientras que la inversión en los sectores agropecuario, de admi-

nistración pública y, el sector social, generan un efecto complementario sobre ésta.

Abstract

Traditionally, the impact of public investment on private investment has been analyzed 

in an aggregated way, neglecting the impact of specific areas of public investment. In 

order to test the complementarity hypothesis for the Mexican economy during the 1925-

2006 period, this study investigates the impact of different sectors of public investment on 

private investment. The results of dynamic autorregresive distributed lag relations (adl), 

indicate a partial crowding out of public investments in communications and transports, 

and industrial promotion (through public enterprises) on private investment. On the oth-
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er hand, public investment in agricultural, public administration, and social sector, result 

in a complementary effect over private investment.

palabras clave: Inversiones públicas, inversión privada, efectos complementario y des-

plazamiento. 

Clasificación jel: c32 , e22.

1. Introducción

¿Debería el sector público gastar en el rubro de inversión? Aunque actualmente 

existe un creciente consenso respecto al efecto positivo que genera la inversión 

pública en los procesos de crecimiento de las economías, el impacto que ejerce 

ésta sobre la inversión privada aún es objeto de múltiples señalamientos, pues no 

existe un acuerdo sobre si el efecto de la inversión pública sobre la privada es 

de complementariedad, desplazamiento o, como algunos modelos lo sugieren, de 

independencia (Ramírez y Nader, 1997). Por ejemplo, el renovado interés en los 

modelos de crecimiento endógeno señala los efectos positivos de la inversión pú-

blica en servicios de infraestructura (tales como carreteras, puertos, sistemas de 

riego, etc.) y en el crecimiento económico de largo plazo, debido a que una vez 

que estos proyectos han sido terminados, generan sobre la economía lo que se 

conoce como efectos derrame (spillover effects); sin embargo, en estos modelos, se 

asume que en el proceso productivo, tanto la inversión pública como la privada 

son complementarias (Barro, 1990), lo cual no necesariamente se cumple, pues 

existen aspectos relacionados con la financiación, como con las áreas en las que se 

ejecuta la inversión pública (que pueden ejercer un efecto desplazamiento sobre la 

inversión privada) de manera que incrementos en los montos de inversión pública 

no necesariamente se trasladan en aumentos de la formación de capital y por con-

siguiente en aumentos de las tasas de crecimiento en una economía. 

La problemática anterior, respecto a si la inversión pública complementa o 

desplaza a su contraparte privada, que se conoce en la literatura como la hipótesis 

de complementariedad o simplemente como el efecto desplazamiento o crowding 

out, 1 ha sido estudiada de manera amplia para países desarrollados como en de-

sarrollo, mediante la estimación de funciones de inversión, donde cada variable 

dependiente es alguna medida de inversión privada, mientras que como variables 

1  A lo largo del presente trabajo se utilizarán indistintamente los términos complementario y desplazamien-
to para referirse a los términos en inglés crowding in y crowding out respectivamente.
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independientes, aparte de alguna(s) medida(s) de inversión pública, se incluyen 

diversas variables de control (financieras, externas, etc.), sin que actualmente haya 

un consenso sobre la relación que guardan ambas variables. 

La situación no es muy diferente para el caso de México, pues de acuerdo con 

los estudios consultados, tampoco hay un consenso sobre el tema: Shah (1988) 

obtuvo un efecto complementario entre ambos tipos de inversión, aunque no es-

tadísticamente significativo, situación contraria a Musalem (1989) quien encontró 

un fuerte efecto de complementariedad tanto en el corto como en el largo plazo; 

Ramírez (1994) también obtuvo un efecto complementario en el largo plazo, mien-

tras que las estimaciones de Moreno-Brid (1999) muestran un efecto crowding in 

con un análisis de panel a nivel de industrias. Por otro lado, Aschauer y Lächler 

(1998) obtuvieron un efecto crowding out entre ambos tipos de inversión similar al 

de Ramírez y Nader (1997); Herrera (2003) encontró un efecto desplazamiento en 

el largo plazo, hallazgo que contrasta con el de Castillo y Herrera (2005), quienes 

obtuvieron crowding in en el largo plazo pero crowding out en el corto, hallazgos 

que coinciden en parte con los de Fonseca (2007), ya que el impacto de largo plazo 

encontrado en este trabajo es prácticamente insignificante; en este último ade-

más, se desglosa la inversión pública en dos: construcción, y maquinaria y equipo, 

obteniendo conclusiones similares a las estimaciones con inversión pública total, 

por lo que el autor señala la necesidad de emplear rubros más pormenorizados de 

ésta, con el objetivo de identificar áreas o sectores específicos en los cuales exis-

te un efecto complementario (o desplazamiento) entre ambos tipos de inversión; 

de manera que esto pudiera dar elementos al sector público respecto de dónde 

invertir o dónde dejar de hacerlo con el objetivo de tener una política de gasto 

más eficiente en la materia, situación a la que no se puede llegar considerando el 

impacto de la inversión pública sobre la privada en términos agregados debido a la 

heterogeneidad de los componentes de la misma (Aschauer, 1989).

Teniendo en consideración lo anterior, el objetivo del presente trabajo es con-

tribuir al estudio del tema, mediante la estimación del impacto de la inversión 

pública sobre la privada para probar la hipótesis de complementariedad para el 

caso mexicano, tanto en términos agregados, como en los desgloses específicos de 

inversiones públicas durante el periodo que abarca de 1925 a 2006.
El trabajo está organizado de la siguiente forma: la sección ii presenta las defi-

niciones y se exponen brevemente los enfoques teóricos del efecto desplazamiento 

y los canales mediante los cuales éstos predicen que se presenta. La sección iii 
contiene tanto los aspectos metodológicos como los resultados de las estimaciones 

de los modelos empleados, así como la discusión de los resultados allí obtenidos. 
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Finalmente, la sección iv contiene los hallazgos del presente trabajo, las implica-

ciones del gasto fiscal y las conclusiones.

El efecto desplazamiento se refiere a una situación en la cual el gasto del sector 

público     2 desplaza a su contraparte del sector privado; sin embargo, como punto 

de partida, se necesita una definición más precisa del término: Carlson y Spencer  

(1975, p.3) lo definen de la siguiente manera: “(El efecto) Crowding out general-

mente hace referencia a los efectos de las políticas fiscales expansivas. Si un incre-

mento en la demanda gubernamental, financiado ya sea por impuestos o por una 

emisión de bonos al público, falla en estimular la actividad económica en su con-

junto, entonces se dice que el sector privado ha sido desplazado (crowded out) por 

la acción gubernamental”; los autores indican que, en este caso, la política fiscal es 

la que entra en acción para aumentar la demanda gubernamental, mientras que la 

política monetaria permanece inalterada; Brason (1986) hace notar que la política 

fiscal cambia la composición, pero no el nivel del ingreso nacional. 

Formalmente podemos expresar el efecto mencionado mediante la siguiente 

relación: [dI/dG]|
d M = 0

 
>
<−  0, donde I representa la inversión privada, g el gasto pú-

blico y m representa la oferta monetaria. De esta manera, de acuerdo con lo ante-

rior, tenemos tres posibles casos del efecto de la política fiscal expansiva considera-

da: primeramente está el caso en el que un aumento del gasto público derive en un 

efecto positivo sobre la inversión privada, generando un efecto complementario 

sobre ésta; formalmente [dI/dG]|
dM= 0

 > 0. En segundo lugar, se infiere que el efecto 

del gasto público sobre la inversión privada sea nulo, por lo que no hay efecto 

complementario ni desplazamiento entre ambos tipos de inversión, lo que formal-

mente correspondería al caso [dI/dG]|
dM=0

  = 0. En tercer término, el gasto público 

genera un efecto negativo sobre la inversión privada, expresado como [dI/dG]|
dM=0

 

<  0, aunque este último caso tiene tres vertientes de acuerdo a la magnitud del 

efecto desplazamiento (Carlson y Spencer, 1975). Por un lado, está la posibilidad 

de que el aumento del gasto público desplace exactamente el mismo monto de 

gasto privado; este caso se da cuando un 1% de aumento de gasto público desplaza 

exactamente 1% de gasto privado. Cuando este es el caso decimos que ha ocurrido 

2  De aquí en delante cuando se haga alusión al término gasto público o privado me reiero al rubro especíico 
de inversión y no a otros destinos del mismo, como el consumo por ejemplo, salvo aclaración precisa.

2. Definiciones



    53el impacto de las inversiones públicas   

un efecto crowding out total. En segundo lugar puede ser que el aumento del gasto 

público desplace un monto menor de gasto privado, y este se presenta cuando 1% 

de gasto público desplaza menos de 1% de gasto privado, dando lugar a que se pre-

sente un crowding out parcial. Finalmente, existe la posibilidad de que la política 

expansiva desplace un monto mayor de gasto privado, lo anterior se da cuando un 

aumento de 1% de gasto público desplaza más de 1% de gasto privado, siendo así 

decimos que se da un “sobre crowding out” (over crowding out).

Por otro lado, en cuanto a corrientes de pensamiento se refiere, de acuerdo 

con Kustepeli (2005) podemos encontrar tres puntos de vista al respecto del efecto 

crowding out: la vertiente Clásica, la Keynesiana y una tercera vinculada al prin-

cipio de Equivalencia Ricardiana. La vertiente Clásica señala que el efecto de la 

inversión pública sobre la privada es de un desplazamiento total, y éste se presenta 

a través del mercado financiero mediante el mecanismo de la tasa de interés, pues 

el sector público al competir por fondos con los agentes privados presiona a la 

alza esta variable lo que desincentiva la inversión privada; la corriente Keynesiana 

por su parte, señala que el efecto es de complementariedad entre ambos tipos de 

inversión, ya que mediante el mecanismo del multiplicador se puede estimular 

positivamente la inversión privada, porque el efecto sobre esta última variable no 

depende exclusivamente de la tasa de interés sino del equilibrio conjunto tanto 

del mercado de bienes como del mercado financiero; el principio de Equivalencia 

Ricardiana (Barro, 1974), señala que el efecto de la inversión pública sobre la pri-

vada es neutro, debido a que los tenedores de activos descuentan completamente 

los pagos de impuestos implicados en el déficit público, de manera que los bonos 

gubernamentales no se consideran una riqueza en términos netos; lo que implica 

que los individuos no cambian sus decisiones de consumo/ahorro, dejando tanto 

la tasa de interés como la inversión privada sin cambios (Seater, 1993).

Una vez realizadas las observaciones anteriores, se procede al análisis estadís-

tico de las series empleadas para el presente estudio, debido a que de ello depende, 

en gran medida, la elección de las técnicas econométricas adecuadas para probar 

la hipótesis del presente trabajo.

3. Análisis de series temporales, 1925-2006

Las principales series consideradas son la inversión privada, aproximada por 

la formación bruta de capital fijo privada, y por el otro, diversos rubros de inver-

sión pública, con datos anuales para el periodo que abarca de 1925 a 2006, aunque 
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antes de realizar cualquier análisis al respecto es necesario referirse a la fuente y 

la forma en que se construyó cada una de las variables con las que se trabajará el 

análisis subsecuente ya que, debido a la amplitud del periodo considerado fue 

necesario consultar varias fuentes para obtener series congruentes y consistentes 

para el trabajo econométrico. 

Inversión Privada

La serie que se emplea como medida de inversión privada es la formación bruta de 

capital fijo por tipo de comprador (privada) en millones de nuevos pesos de 1980, 

la cual fue construida de la siguiente forma: para el periodo correspondiente de 

1925 a 1959 se tomó como base la medida de inversión privada reportada por Cár-

denas (1994, cuadro a.28); de la serie se tomó su tasa de crecimiento en términos 

reales, a precios de 1980, para construir un pronóstico de la formación bruta de 

capital fijo privada, que está calculada a partir de 1960 por el inegi. Para el periodo 

1960-1993 se tomó del Sistema de Cuentas Nacionales de México (scnm) del inegi 
de 1994 a 2006 la información fue obtenida del Banco de Información Económica 

(bie), en millones de nuevos pesos de 1993, para proceder a realizar el cambio de 

base a 1980. A continuación se presenta la gráfica —en escala logarítmica— de la 

serie correspondiente:

Gráfica 1

Logaritmo	Natural	de	la	Inversión	Privada		(LIPR)

Fuente:		Elaboración	propia	con	datos	de	Cárdenas	(1994)	e	INEGI
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Como se puede apreciar, tenemos una serie económicamente congruente y 

consistente durante el periodo de análisis. En la parte correspondiente al pronóstico 

de 1925 a 1959, se observa que captura adecuadamente los procesos recesivos corres-

pondientes, tanto a las crisis de 1929, y sus efectos en la década de los 30 (principal-

mente de 1932, véase Cárdenas (1994)); así como en la recesión provocada por la 

Segunda Guerra Mundial, de manera que el periodo 1925-1959 presenta un patrón 

de crecimiento que es congruente con el periodo 1960-2006 que publica inegi.

Inversión Pública

Las series que se utilizan para las diversas medidas de inversión pública se toman 

del inegi (1998), en su publicación correspondiente a las “Estadísticas Históricas 

de México” (ehm) para el periodo de 1925 a 1996, mientras que para el periodo 

restante, de 1997 a 2006, se toman tres números de “El Ingreso y el Gasto Público 

en México” que publica el inegi, correspondientes a los años 2000, 2004 y 2007. 
Antes de abordar los distintos rubros de inversión pública, se presenta la gráfica 

—en escala logarítmica— de la inversión pública total en millones de nuevos pesos 

a precios de 1980.

Gráfica 2

Logaritmo	Natural	de	la	Inversión	Pública	Total	(LIPT)

Fuente:	Elaboración	Propia	con	datos	del	INEGI
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En la gráfica se distinguen claramente dos periodos: el primero de 1925 a fi-

nales de los 70, década en la cual el gobierno federal llegó a su máximo nivel de 

intervención en la economía, mediante la diversa red de empresas paraestatales de 

la que era propietario; en segundo lugar se aprecia una caída pronunciada de la 

inversión pública hasta finales de los noventa (acentuada por el proceso de desin-

corporación de empresas paraestatales en los 80 y principios de los 90), para a 

partir de ahí mostrar cierto patrón de recuperación hasta 2006.
Como el propósito de este estudio es cuantificar de una manera más puntual el 

impacto de distintos componentes de la inversión pública sobre la inversión priva-

da, se desglosa la inversión pública total en tres grandes rubros: comunicaciones y 

transportes (c y t), fomento económico (fe) y gasto social y administrativo (scad). 

El primero corresponde precisamente al gasto en inversión pública federal en este 

destino; el segundo incluye tanto las inversiones en los campos de fomento agro-

pecuario (agricultura, ganadería, forestal, pesca y desarrollo rural en general) y 

fomento industrial (energía, combustibles, energéticos, comercio y turismo); fi-

nalmente, el renglón de gasto social contiene las erogaciones en salud, educación, 

servicios públicos y programas sociales; además incluye la inversión pública en el 

ramo de administración ( justicia y seguridad, poderes y órganos autónomos). Las 

gráficas siguientes muestran la evolución — en escala logarítmica— de los tres 

desgloses considerados, los cuales están medidos en millones de nuevos pesos con 

base 1980: 

Gráfica 3

Logaritmo	de	la	Inversión	Pública	en	Comunicaciones	y	Transportes	(	LCyT	)

                     

Fuente:		Elaboración	propia	con	datos	del	INEGI
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Se aprecia una tendencia creciente hasta 1980, año en el que las inversiones 

públicas en fomento económico, y comunicaciones y transportes muestran una 

tendencia hacia la baja, debido a las razones que se mencionaron anteriormente; 

no obstante, destaca el repunte del segundo rubro a finales de la década de los no-

venta. lscad es el único de los tres que mantiene una tendencia creciente, aunque 

más moderada a partir de principios de la década de los ochenta; lo anterior revela 

el cambio de prioridades en cuanto a destino de gasto de inversión por parte del 

gobierno federal, pues este se ha enfocado —a partir del cambio en el modelo de 

crecimiento a principios de la década de los ochenta — en menos inversiones de 

fomento económico directo, centrándose en gastos de salud, educación y progra-

mas sociales. 

La última variable que se considerará en el análisis es el producto interno bru-

to, cuya gráfica – en escala logarítmica, lpib – aparece a continuación:

Gráfica 5

Logaritmo	de	la	Inversión	Pública

en	Gasto	Social	y	Administración	(LSCAD)
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Gráfica 6

Logaritmo	Natural	del	Producto	Interno	Bruto	(LPIB)
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Gráfica 4

Logaritmo	de	la	Inversión	Pública	

en	Fomento	Económico	(LFE)

Fuente:		Elaboración	Propia	con	datos	de	INEGI
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La serie se obtuvo del banco de información económica del inegi que publica 

la serie histórica del pib de 1900 a 1995 en millones de nuevos pesos con base 1980, 

mientras que para el periodo de 1996 a 2006 se tomó la serie con base 1993 (publi-

cada en el bie) para convertirla a base 1980, obteniendo la serie completa.

De esta manera, la serie de inversión privada, y las correspondientes tanto a la 

inversión pública total, así como los distintos rubros anteriormente mencionados 

mas el pib, serán las variables que se emplearán en el análisis econométrico. No 

se incluyen otras variables, como la tasa de interés real y/o la deuda pública para 

controlar el impacto de la(s) inversión(es) pública(s) sobre la privada, tal como lo 

predice la teoría (Kustepeli, 2005), debido a que no existen series de dichas varia-

bles para el periodo de análisis de este estudio.

Antes de entrar de lleno a la metodología que se empleará en las estimaciones 

es necesario abordar el tema de cómo se modelará el proceso de generación de 

información de las series en cuestión, ya que de no considerar este paso se pueden 

obtener resultados espurios (Granger y Newbold, 1974). Inicialmente se realizaron 

pruebas de raíz unitaria para determinar el orden de integración de cada una de 

las variables anteriormente analizadas, con el propósito de averiguar si se podía 

llegar a establecer una relación de cointegración entre las mismas, pero esto no fue 

posible ya que las series resultaron con distinto orden de integración ฀฀฀฀3฀—en una 

mezcla de variables /(0) (lipr, lpib y lsocad) e /  (1) (lipt, lcyt y lfe)— por lo 

que en este caso las ecuaciones a estimar estarán desequilibradas. En este contex-

to, se pueden aplicar ciertas transformaciones lineales no singulares, a través de 

modelos autorregresivos y de rezagos distribuidos, que pueden resolver dicho pro-

blema (Johnston y Dinardo, 1997), pero en lugar de ello se opta por trabajar con 

el componente cíclico de las series, a través de la remoción del componente de ten-

dencia. Lo anterior resulta razonable ya que se aprecia un gran componente iner-

cial en las series anteriormente analizadas, por lo que éste se puede modelar como 

un proceso determinista que presenta una variación suave a través del tiempo, de 

manera que los choques aleatorios tienen una magnitud relativamente pequeña y 

quedan absorbidos en el componente determinista de la serie (Hodrick y Prescott, 

1997). La técnica empleada para este propósito se describe a continuación:   

3  Ver cuadro A.1 del anexo I para los resultados de la prueba de raíz unitaria con cambio estructural endó-
geno de acuerdo con la metodología desarrollada por Perron (1997).
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Extracción del Componente Cíclico de las Series

El método empleado para remover la tendencia de las series consideradas es el 

propuesto por Hodrick y Prescott (1997), mediante la aplicación del filtro que lleva 

el nombre de ambos autores (hp). La idea de trabajar con éste es que una serie par-

ticular y
t
 es la suma de dos componentes, uno de crecimiento (tendencia) g

t
 y otro 

cíclico c
t 
, (el componente irregular queda incluido en este último),  4 así entonces:

           y
t 
= g

t
+ c

t                
para  t  = 1,…..,T

Con tal estructura, el filtro Hodrick-Prescott se define de la siguiente manera:

Donde c
t
 =  y

t 
-  g

t  
, es el componente cíclico de la serie. Los autores definen el pa-

rámetro como un número positivo que penaliza la variabilidad en el componente 

de crecimiento de la serie y varía dependiendo de la frecuencia de las mismas, para 

el presente caso en que son de periodicidad anual se toma λ =100. De esta manera, 

a continuación se muestran las gráficas con las series —todas en escala logarítmi-

ca— anteriormente mencionadas junto con la tendencia generada por el filtro hp.

Gráfica 7

LIPR	y	Tendencia	HP

Gráfica 8

LIPT	y	Tendencia	HP

Fuente:		Elaboración	Propia
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Como el objetivo del trabajo es cuantificar el impacto de los diversos compo-

nentes de la inversión pública sobre la privada, se realizaron desgloses adicionales 

en las variables: lsocad se considera por separado en inversión pública en gasto 

social (lsoc en logaritmos) y en gasto para la administración gubernamental    5 

(lag en logaritmos), mientras que el gasto en fomento económico (lfe) se separa    6 

en fomento agropecuario (lfa en logaritmos) y en fomento industrial (li en lo-

Gráfica 10

LFE	y	Filtro	HP

Gráfica 11

LSCAD	y	Filtro	HP

Gráfica 12

LPIB	y	Filtro	HP

5  El gasto social contempla salud, educación, servicios públicos y programas sociales, por lo que en “adminis-
tración” quedan comprendidos los de justicia, seguridad y administración pública en general.

6  Fomento industrial corresponde a las inversiones en el sector energético, comercio y turismo, mientras que 
en fomento agropecuario se compone de agricultura, ganadería, pesca y forestal.
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LCyT	y	Filtro	HP
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garitmos). Las gráficas de estas series —todas en escala logarítmica—, así como su 

tendencia generada con el filtro hp aparecen a continuación:   7

Por otro lado, no obstante lo extendido de la aplicación de la metodología 

anterior, ésta tiene aspectos cuestionados:   8 una de las principales críticas al filtro 

hp es la que hacen Harvey y Jaeger (1993), quienes muestran que la eliminación 

de tendencias con el filtro de manera mecánica o sin tomar en cuenta las caracte-

rísticas estadísticas de las series de tiempo, puede conducir a reportar comporta-

7  También se realizó la prueba para determinar el orden de integración de estas variables lfi, lsoc y lag 
resultaron ser i(1) mientras que lfa  fue i (0). Los resultados anteriores no se muestran debido a que no 
cambian el resultado principal; las ecuaciones en las que aparezcan estas variables seguirán estando des-
equilibradas debido al diferente orden de integración de las series involucradas.

8  La siguiente discusión se toma de Gómez (2004, pp. 46-49).

Gráfica 13

LFI	y	Filtro	HP

                       

                                              Gráfica 14

LAG	y	Filtro	HP

Gráfica 15

LSOC	y	Filtro	HP
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 Gráfica 16

LFA	y	Filtro	HP

Fuente:	Elaboración	Propia
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mientos cíclicos espurios que son difíciles de detectar, pues no se tiene el dato real 

del componente que se está estimando. Cogley y Nason (1995) analizan los efectos 

del filtro sobre las series de tiempo estacionarias en tendencia (ts) y estacionarias 

en diferencias (ds) argumentando que la aplicación del filtro a series dominadas 

por ciclos de bajas frecuencias tiene como resultado la extracción de componen-

tes cíclicos que no capturan una importante fracción de la varianza contenida en 

las frecuencias de ciclos económicos de la serie original, y puede inducir a inferir 

propiedades dinámicas espurias. Dado que la principal crítica que se le hace al 

filtro hp, es que el componente “cíclico” que genera no es uno que corresponda a 

lo que “teóricamente” se conoce como ciclos económicos, es recomendable hablar 

de desviaciones de la tendencia de largo plazo observada, más que de componen-

tes cíclicos; de esta manera, la crítica radica en la aplicación del filtro a series que 

estén dominadas por su componente de largo plazo, o por ciclos de frecuencia cero, 

pero si las series están dominadas por frecuencias que correspondan a la duración 

de los ciclos económicos, el filtro hp es adecuado y los resultados obtenidos son 

robustos. Para conocer la frecuencia dominante de las series utilizadas, se realizó el 

análisis espectral de las mismas, cuyos resultados aparecen en el anexo iii; sin em-

bargo hay ciertos resultados dignos de mencionar: ya que se señaló que el filtro hp 

resultará adecuado si las series están dominadas por frecuencias que correspondan 

a la duración de los ciclos económicos.   9 De acuerdo con lo anterior, el periodo-

grama muestral de las series reporta que no todas caen dentro del rango señalado 

por Burns y Mitchel (1946), sino que algunas presentan un ciclo de duración más 

prolongado, lo cual no necesariamente indica la presencia de ciclos espurios, debi-

do a las características propias de las variables en cuestión ya que como se puede 

apreciar, las series que presentan un ciclo de duración más prolongado correspon-

den principalmente a la inversión pública en fomento económico directo (lfe, lfa 
y lfi, y a que la mayoría de la inversión pública se destina a estos fines, de ahí que 

lipt también presente un ciclo de duración más prolongado) con una duración 

del ciclo de hasta 16 años para el caso de la inversión en fomento económico o de 

13 años para la de fomento industrial y para la de fomento agropecuario. 

El resultado anterior puede comprenderse mejor a la luz de las características 

propias de la economía mexicana, y a la longitud del periodo estudiado: Cárdenas 

9  Pero ahora, ¿cuál es la duración de los mismos? Si bien no hay un consenso unánime respecto a esta pre-
gunta, buena parte de los trabajos sobre el tema (Baxter y King, 1999 por ejemplo) ubican los ciclos en una 
duración, en promedio, no menor a seis trimestres (1.5 años) y no mayor a 32 trimestres (8 años), basados 
en los hallazgos de Burns y Mitchell (1946) para la economía estadounidense.
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(1994, p. 24) menciona por ejemplo, que el fuerte crecimiento experimentado por 

la economía mexicana en los años cincuenta y principios de los sesenta se debió en 

buena parte a las obras de infraestructura creadas décadas atrás (sobre todo en los 

años cuarenta), por lo que el resultado obtenido en este trabajo, más allá de verse 

como la presencia de un ciclo espurio, toma en cuenta estas particularidades, dado 

que los proyectos de inversión pública en infraestructura tardan buen tiempo en 

llevarse a cabo y sus beneficios (spillover effects) se diseminan sobre la economía 

hasta que ya han sido terminados o incluso algún tiempo después (debido a la 

existencia de rigideces técnicas o institucionales). Por lo tanto, aunque más pro-

longados a lo habitual, se puede decir que si hay ciclos económicos distinguibles 

en las presentes series y que el uso del filtro hp no genera ciclos espurios. Una vez 

señalado esto, a continuación se proceden a describir las técnicas que se emplearán 

para probar la hipótesis del presente trabajo.10

Estimación Econométrica

Dadas las características de las inversiones públicas se opta por el empleo de méto-

dos dinámicos de rezagos distribuidos y autorregresivos (adl) para cuantificar el 

impacto de las inversiones públicas sobre la privada. Esta metodología resulta muy 

flexible, ya que aparte de estimar ecuaciones desequilibradas o con diferente orden 

de integración,   11 (Johnston y Dinardo, 1997) como se mencionó anteriormente, 

también permiten capturar relaciones de largo plazo entre las variables cuando 

éstas son integradas de orden uno (Harris y Sollis, 2003). Para este caso todas las 

variables involucradas en el análisis son integradas de orden cero (lo cual se com-

probó con la aplicación de pruebas de raíz unitaria a los componentes cíclicos de 

cada una de las variables, véase cuadro del anexo ii), por lo que las ecuaciones que 

se emplearán para probar la hipótesis del trabajo pueden estimarse mediante Mí-

nimos Cuadrados Ordinarios (mco). De esta manera, partimos de considerar las 

siguientes tres especificaciones:

10  Ver anexo iii para una discusión más detallada del resultado.
11 Para aplicaciones de  la metodología en el caso de México, pueden consultarse  los  trabajos de Chavarín 

(2001) y Fonseca (2007) en el contexto de la estimación de la ley de Okun y de la hipótesis de complemen-
tariedad respectivamente.

ß ß ß (3)
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En la primera se toma la inversión pública total con la inversión privada; en la 

segunda se consideran tres rubros de inversión pública: comunicaciones y trans-

portes (lc y t), fomento económico (lfe), y gasto social y administrativo (lscad); 

en la tercera especificación se consideran cinco rubros: comunicaciones y trans-

portes (lc y t), mientras que fomento económico (lfe) se divide en dos: agrope-

cuario (lfa) e industrial (li). Social y administrativo (lscad) se consideran en 

series por separado (como lsoc y lag respectivamente), para así completar los 

cinco rubros considerados. Respecto al efecto esperado en las variables, de acuerdo 

con lo señalado en la sección ii, éste puede ser positivo (complementario), nega-

tivo (desplazamiento) o nulo; en las tres especificaciones se incluye el producto 

interno bruto como variable de control, del que se espera un efecto positivo (que 

servirá para controlar ante una posible situación de simultaneidad entre el lado 

de la demanda y la oferta, Castillo y Herrera 2005). No se incluyen las variables 

correspondientes a los otros enfoques teóricos señalados en la sección ii, debido 

a que no hay series para la tasa de interés real o la deuda pública interna para el 

periodo que abarca el presente estudio. Habiendo precisado lo anterior, las ecua-

ciones a estimar, en su forma adl aparecen a continuación:

ß

ß

ß

(7)

(8)

(6)

ß

ß ß

ß (4)

(5)
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El significado de las variables es el mismo que se ha venido utilizando a lo 

largo del documento: la ecuación primera presenta la inversión pública total, la 

segunda tres desgloses (lcyt, lfe y lscad) y la tercera cinco (lcyt, lfi, lfa, lsoc 

y lag). 

Aparte del pib como variable de control, se incluyen dos variables ficticias para 

las especificaciones uno y dos para los años 1939 y 1943, respectivamente; mientras 

que para la tercera ecuación únicamente se incluye la del año 1943, pues los rubros 

de fomento económico y administración están disponibles a partir de 1938 (de 

manera que para la última especificación el periodo que cubre la estimación es de 

1938 a 2006). Estas variables se incluyen con el propósito de suavizar los residuos 

de la estimación, ya que como se aprecia en la gráfica correspondiente a la inver-

sión privada, presenta movimientos muy pronunciados en estos años. En cuanto 

a la longitud del rezago que se empleará en las estimaciones se toma como igual a 

cinco, considerando la longitud del periodo empleado, así también como los gra-

dos de libertad disponibles para las diversas estimaciones.

El procedimiento de las estimaciones se llevó a cabo mediante la metodología 

de lo general a lo particular (Hendry, 1989), de forma que se presentan las esti-

maciones más parsimoniosas junto con los estadísticos de diagnóstico correspon-

dientes, después de eliminar las variables redundantes. Los resultados aparecen en 

el cuadro 1. Antes de iniciar con el análisis de resultados es conveniente mencionar 

que éste se pretendía realizar dividiendo el periodo muestral en dos, de 1925 a 1981 
y de 1982 a 2006, con el propósito de averiguar si debido al cambio en el modelo 

de crecimiento hubo algún cambio en la relación entre ambos tipo de inversión; 

empero debido a la falta de grados de libertad se volvería muy complicado obtener 

estimaciones confiables para el segundo periodo; al respecto, la prueba del pro-

nóstico de Chow no rechaza la hipótesis nula de estabilidad estructural, mientras 

que la prueba cusum muestra resultados similares en este sentido (ver anexo iv), 

a pesar de la longitud del periodo que abarca el estudio.

En torno a los resultados, la primera ecuación reporta un efecto desplaza-

miento parcial hacia la inversión privada, no significativo para el multiplicador de 

corto plazo ni para el rezago cinco, aunque sí para el uno (al 90% de confianza). En 

cuanto a las restantes especificaciones, se obtienen los siguientes resultados: comu-

nicaciones y transportes tiene un efecto desplazamiento parcial hacia la inversión 

privada, no significativo en la ecuación dos, pero sí en la tres (en el cual, el multi-

plicador de corto plazo y el rezago cinco resultan en un claro efecto desplazamien-

to parcial); el rubro de fomento económico resulta estadísticamente significativo 

en la ecuación dos, el multiplicador de corto plazo y el rezago cuatro reportan un 
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efecto desplazamiento parcial que es atenuado por el efecto complementario en 

el segundo rezago. En la ecuación tres se aprecia que la principal fuente de des-

plazamiento viene dada por la inversión en fomento industrial que resulta en un 

efecto crowding out parcial estadísticamente significativo (tanto para el multipli-

cador de corto plazo como para los rezagos empleados), situación contraria a la 

de inversión en fomento agropecuario que presenta un efecto complementario y 

significativo en el multiplicador de corto plazo y en el rezago dos. 

Los resultados anteriores se entienden a la luz de que una de las fuentes prin-

cipales de desplazamiento por parte del sector público al privado es la inversión 

en el sector paraestatal (Easterly y Rebelo, 1993); de ahí que los gastos en fomento 

económico (vía el sector energético principalmente) generen un efecto crowding 

out —parcial— hacia la inversión privada; al respecto no es tan clara la recomen-

dación de que pueda permitirse la participación privada en el sector, pues ésta es 

un área reservada al sector público en términos constitucionales.

En cuanto a la inversión en el sector social y administrativo, se genera un efecto 

complementario sobre la inversión privada mediante el multiplicador de corto pla-

zo en la ecuación dos, mientras que en la tres, ninguno de los coeficientes correspon-

dientes a los dos rubros, por separado tiene un efecto estadísticamente significativo. 

Lo anterior podría deberse a que las inversiones públicas en estos sectores (progra-

mas sociales, combate a la pobreza, educación) son de alguna manera independien-

tes de la inversión privada por lo que si no generan a ésta un efecto complementario, 

tampoco la desplazan (lo que no quiere decir que no tengan un efecto sobre el creci-

miento económico, aunque este asunto excede los límites del trabajo). 

El pib tiene un efecto importante sobre la inversión privada en las tres esti-

maciones consideradas (superior al 2% para el multiplicador de corto plazo en las 

tres especificaciones), mientras que la significancia estadística de los rezagos de la 

inversión privada respalda el carácter dinámico de las estimaciones; finalmente, 

en lo que respecta a las pruebas de diagnóstico correspondientes al método de 

estimación, las diversas pruebas reportadas muestran un buen comportamiento 

estadístico de los tres modelos estimados.

4.  Conclusiones

El objetivo fue estimar el impacto de las inversiones públicas sobre la inversión 

privada para comprobar la hipótesis de complementariedad para el caso de México, 

empleando técnicas de series de tiempo que parten de identificar adecuadamente el 
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Modelos ADL     Ecuación (1)    Ecuación (2) Ecuación  (3)

Coeficientes Estimados	 	μ=	0.001		 μ=-0.004		 μ=	0.004	
	 	 	 (0.12)		 (-0.38)		 (0.51)
	 	 	 β

1
=	0.141		 β

1
=	0.243		 β

1
=	0.630

	 	 	 (2.26)		 (4.53)		 (6.41)
	 	 	 β

5
=	-0.193		 β

2
=	0.044		 β

2
=-0.243

	 	 	 (-3.15)		 (0.83)		 (0.83)
	 	 	 α

0
=-0.094 	 β

3
=-0.193		 δ

0
=-0.131

	 	 	 (-0.78)		 (-3.48)		 (-2.22)
	 	 	 α

1
=-0.195 	 δ

0
=	-0.100 	 δ

2
=	0.027

	 	 	 (-1.72)	 	(-1.27)		 (0.41)
	 	 	 α

5
=-0.155		 δ

1
=-0.113 	 δ

5
=-0.156

	 	 	 (-1.45)		 (-1.35)		 (-2.26)
	 	 	 γ

0
=	3.134		 δ

5
=-0.099		 π

0
=-0.012

	 	 	 (6.04)		 (-1.11)		 (-0.54)
	 	 	 γ

2
=-0.768		 ω

0
=-0.276 	 π

2
=	0.011

	 	 	 (-1.81)		 (-3.66)		 (0.55)
	 	 	 γ

4
=	0.695		 ω

2
=	0.173		 ψ

0
=	0.164

	 	 	 (1.50)		 (2.66)		 (2.82)
	 	 	 λ=	1.318	  ω

4
=-0.228		 ψ

1
=-0.079

	 	 	 (10.38)		 (-3.71)		 (-1.71)
	 	 	 κ=-0.664		 θ

0
=	0.138	 	ψ

2
=	0.155

	 	 	 (-7.40)	 	(2.41)	 (3.23)
	 	 	 	 θ

1
=	0.059	 	ψ

3
=	0.074

	 	 	 	 (1.08)	 	(1.48)
	 	 	 	 γ

0
=	2.272	 	ψ

5
=	0.052

	 	 	 	 (5.70)		 (1.02)
	 	 	 	 λ=	1.477		 χ

0
=-0.244

	 	 	 	 (13.41)		 (-3.80)
	 	 	 	 κ=-0.599	 	χ

2
=-0.255

	 	 	 	 (-6.86)	 	(-4.92)
	 	 	 	 	 χ

4
=-0.155

	 	 	 	 	 (-3.00)
	 	 	 	 	 η

0
=	0.003

	 	 	 	 	 (0.09)
	 	 	 	 	 η

4
=-0.004

	 	 	 	 	 (-0.133)
	 	 	 	 	 η

5
=	0.026

	 	 	 	 	 (0.68)
	 	 	 	 	 γ

0
=	2.837	

	 	 	 	 	 (7.13)
	 	 	 	 	 γ

1
=-0.835

	 	 	 	 	 (-1.96)
	 	 	 	 	 κ=-0.484
	 	 	 	 	 (-7.66)

Estadísticos		 R2=		0.765 R		 R2=		0.837		 	 R2=		0.886
de diagnóstico	 DW=1.82 DW=1.714 DW= 2.09=	1.82 DW=1.714 DW= 2.09		 DW=	1.714		 	 DW=		2.09
	 	 F=	25.79		 F=	28.88		 	 F=	24.87
	 	 C	de	Akaike=	-1.230		 C	de	Akaike=	-1.553		 	C	de	Akaike=	-2.458
	 	 JB:		(	p = 0.000)		 JB:	(p =	0.910)		 	 JB:		(p=	0.606)
	 	 White:	(p =	0.160)		 White:	( p =	0.090)		 	 White:	(p =	0.273)
	 	 Ramsey:	(p =	0.099)		 Ramsey:	(p =	0.101)		 	 Ramsey:		(0.092)
	 												Pronóstico	de	Chow:															Pronóstico	de	Chow:	 		Pronóstico	deChow:
	 	 (1982-2006,	p=	0.975)	 (1982-2006,	p=	0.255)		 	(1982-2006,	p=	0.102)

Cuadro 1

Resultados	de	las	Estimaciones	Dinámicas

Fuente:	Cálculos	propios.	Coeiciente	t	entre	paréntesis;	p	se	reiere	a	los	valores	probabilísticas	de	las	pruebas.
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proceso de generación de información de las series involucradas en el análisis; para 

ello se trabajó con el componente cíclico de las series a partir de la extracción del 

componente de tendencia con la metodología de Hodrick y Prescott (1997) validada 

con el análisis espectral a fin de detectar la posible presencia de ciclos espurios. 

Partiendo de lo anterior, se estimaron modelos dinámicos autorregresivos y de 

rezagos distribuido que resultan muy útiles en estos contextos, dado el tipo de rela-

ciones que se intentan cuantificar (debido a la naturaleza de las variables en cues-

tión), anticipando que el efecto de la inversión pública sobre la privada tarde algún 

tiempo en presentarse, debido a rigideces técnicas o institucionales como se explicó.

Entre los resultados obtenidos destaca que las inversiones en comunicaciones 

y transportes, junto con las realizadas en fomento económico (vía el gasto en el sec-

tor energético, principalmente) son las que tienen un claro efecto desplazamiento 

parcial hacia la inversión privada. En cuanto a los restantes desgloses considerados, 

la inversión en fomento agropecuario muestra un efecto complementario signifi-

cativo, mientras que las inversiones en el sector social y administrativo, presentan, 

en términos generales, un efecto complementario en su conjunto (más no así al 

considerarlas por separado).

A la luz de los resultados, la conclusión más importante del trabajo es que la  

relación de las inversiones públicas sobre la privada para la economía mexicana, 

durante el periodo de estudio, es de un impacto diferenciado que varía de acuerdo 

con el rubro de inversión pública, lo que podría servir como una pauta al sector 

público en cuanto a cuáles sectores invertir (o en cuáles dejar de hacerlo); sin 

embargo, no podemos dejar de reconocer que los desgloses considerados pueden 

ser aún muy generales como para obtener conclusiones puntuales al respecto, por 

lo que en futuros estudios sobre el tema resulta indispensable contar con desglo-

ses sectoriales específicos, que permitan identificar claramente el tipo de impacto 

que tiene la inversión pública sobre la privada, ya que por ejemplo, el rubro de 

fomento industrial (que agrupa principalmente al sector paraestatal) es  una de las 

fuentes principales de desplazamiento de la inversión privada; aunque aún dentro 

de este destino de gasto existen una serie de sectores (por ejemplo Pemex, que tie-

ne áreas de exploración, refinación, extracción, etc.) sobre los cuales es necesario 

contar con información pormenorizada para conocer el impacto específico de los 

mismos sobre la inversión privada. 12

12  En el mismo sentido se deben de tomar los resultados para los restantes sectores considerados, ya que el 
hecho de reportar un efecto positivo, negativo, o nulo, en alguno de ellos, no implica necesariamente que se 
deba de gastar más en unos y dejar de hacerlo en otros.



    69el impacto de las inversiones públicas   

De esta manera, se podrían tener elementos más sólidos respecto de la política 

de gasto por parte del sector público, en lo que a inversión pública se refiere, lo que 

no únicamente ayudaría a generar un crecimiento económico mayor (Barro, 1990) 

sino que también, de acuerdo con Aschauer y Lächler (1998), ayudaría a compren-

der de una mejor manera los papeles de los sectores público y privado en la econo-

mía mexicana, al menos en el rubro de inversión y formación de capital. 
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Cuadro A.1

Resultados	de	la	Prueba	de	Raíz	Unitaria	para	Rompimiento	Estructural	Endógeno

 Serie y Modelo		  T
b
  tα

	 LIPR

	 IO1	 1942	 -5.46

	 IO2	 1942	 -5.55

	 LIPT

	 101	 1980	 -3.21

	 IO2	 1975	 -4.92***

	 LPIB	

	 IO1	 1983	 -4.24

	 IO2	 1983	 -5.62**

	 LCyT

	 IO1	 1988	 -4.35

	 IO2	 1969	 -4.42

	 LFE

	 IO1	 1980	 -2.38

	 IO2	 1975	 -4.64

	 LOSCAD	 	

	 IO1	 1992	 -4.02

	 IO2	 1975	 -6.30*

 Valores Críticos

 

 IO1:		 	 IO2:

																			 1%		-5.77	 1%		-6.21

	 2.5%		-5.31	 2.5%		-5.86

	 5%		-5.09			 5%		-5.5

	 10%		-4.84	 10%		-5.25

Fuente:	Cálculos	propios	con	valores	críticos	tabulados	por	Perron	(1997,	p.	362).		***,	**	y	*	

indican	el	rechazo	de	la	hipótesis	nula	de	raíz	unitaria	en	el	modelo	mixto	al	5,	2.5	y	1%		de	

conianza	respectivamente.

anexo i

Para una explicación de la prueba, véase Galindo y Catalán (2003), y Fonseca 

(2007). t
b
 indica el periodo de quiebre, determinado de manera endógena; io1 e 

io2 corresponden a los modelos de quiebre y mixto en la terminología de Perron 

(1989), y en el primero se permite un cambio en el intercepto al tiempo t
b
 mien-
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Cuadro A.2

Prueba	ADF	al	Componente	Cíclico	de	las	Series	Obtenidas	con	el	Filtro	HP

	 LIPR		 	 -6.731

	 LIPT	 	 -6.480

	 LCyT	 	 -6.813

	 LFE	 	 -5.485

	 LSCAD	 	 -7.488

	 LFI	 	 -7.385

	 LFA	 	 -6.007

	 LSOC	 	 -7.807

	 LAG	 	 -7.672

	 LPIB	 	 -5.066

 

 

   1%	-2.594

	 	 	 5%	-1.944

	 	 	 10%	-1.614

 Serie       Estadístico t

Valores Críticos

Fuente: Elaboración	Propia

tras que en el segundo modelo se permite un cambio tanto en el intercepto como 

en la tendencia en t
b   
;  tα 

es el estadístico que se contrasta con los valores críticos 

tabulados por Perron (1997). Cabe mencionar que si bien se realiza la prueba de 

raíz unitaria bajo dos especificaciones distintas con el propósito de realizar una 

caracterización correcta del proceso de generación de información de cada una 

de las variables empleadas, se toma el modelo mixto (io2) como el más apropiado, 

siguiendo la recomendación de Sen (2003): este modelo es la especificación más 

adecuada para tal propósito, por lo que el modelo de quiebre de la ecuación io1 se 

incluye únicamente con propósitos ilustrativos y comparativos. De acuerdo con 

los resultados mostrados en el cuadro a.1, se aprecia que lipr, lpib y lsocad re-

sultan ser i(0) mientras que las restantes (lipt, lcyt y lfe) son i(1).

anexo ii
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Debido a que se removió el componente de tendencia de las series, la prueba se 

aplicó como un modelo de caminata aleatoria pura, omitiendo los componentes 

deterministas de las mismas (la constante y la tendencia); en cuanto a los resulta-

dos obtenidos, se aprecia que, para todas las variables consideradas, el componen-

te cíclico rechaza la hipótesis nula de raíz unitaria al 1% de confianza.

anexo iii

Análisis espectral de las series según Granger.  13

Según Granger (1966), el poder espectral registra la contribución de los compo-

nentes de una serie correspondientes a una banda de frecuencia dada la varianza 

total del proceso. Si una banda contribuye con una alta proporción a la varianza 

total puede ser considerada como relevante, comparada con una banda que con-

tribuye con un menor monto de la varianza; de acuerdo con Hamilton (1994), la 

herramienta econométrica para realizar el análisis espectral es el periodograma 

muestral que captura la proporción de la varianza muestral que puede ser atribui-

da a ciclos de diferentes frecuencias.

Para evitar que los picos se encuentren en altas frecuencias (ciclos de corta 

duración que son pequeñas desviaciones de la tendencia) es necesario desestacio-

nalizar la serie y para evitar las bajas frecuencias (ciclos largos o componente de 

largo plazo) se deben utilizar tasas de crecimiento para eliminar tendencias o bien 

series estacionarias obtenidas con métodos alternativos; por ello, se aplican los 

periodogramas a los componentes cíclicos obtenidos mediante el filtro hp. 

Para interpretar los periodogramas, según Hamilton (1994), es más conve-

niente pensar en términos del periodo de una función cíclica que en términos 

de su frecuencia. Si la frecuencia de un ciclo es w, el periodo del ciclo es , ta l 

que una frecuencia de corresponde a un periodo de  

A continuación, se presentan las gráficas de los periodogramas correspondien-

tes a las series utilizadas en el análisis:

13  Esta sección está basada en Gómez (2004, pp. 104-107).

T
j

wj
π2

=
j
T

wj
=

π2
w
π2
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Gráfica A.1

Periodograma	de	la	Inversión	Pública

	en	Comunicaciones	y	Trasportes	(CyT)

		Gráfica A.2

		Periodograma	de	la	Inversión	Privada	

(IPR)
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Gráfica A.3

Periodograma	de	la	Inversión	Pública	Total	
(IPT)

		Gráfica A.4

Periodograma	de	la	Inversión	Pública
	en	Gasto	Social	(SOC)

											

																				           Gráfica A.5	

Periodograma	de	la	Inversión	Pública	

								en		Gasto	Social	y	Administrativo	(SCAD)	

Gráfica A.6

Periodograma	del	Producto	

Interno	Bruto	(PIB)
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Gráfica A.7

Periodograma	de	la	Inversión	Pública	

en	Fomento	Económico	(FE)

 

Gráfica A.8

Periodograma	de	la	Inversión	Pública	

en	Fomento	Agropecuario	(FA)

Fuente:	Elaboración	Propia

Gráfica A.9

Periodograma	de	la	Inversión	Pública	en	

Fomento	Industrial	(FI)

Gráfica A.10
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cuadro a.3

En este caso, únicamente lcyt, lsoc, lscad y lag presentan ciclos de duración 

que corresponden a los sugeridos por Burns y Mitchel, de manera que las restantes 

variables muestran un ciclo de duración más prolongado (de hasta 16 años para la 

inversión en fomento económico); por lo que haciendo énfasis una en las particu-

laridades de las series analizadas, lo más importante que hay que destacar es que la 

forma espectral de las series no está dominada por la frecuencia cero, es decir por 

el componente de largo plazo, de manera que este periodo de tiempo es conside-

rado como una frecuencia de ciclos económicos y el área bajo la curva puede ser 

vista como cuánta variabilidad en las tasas de crecimiento anuales se deriva de las 

recesiones económicas.
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anexo iv

Prueba cusum de estabilidad estructural de los parámetros de las Ecuaciones adl 

estimadas.

  

                      

                                        

                   

               

	 Serie  T  j T/j

	 LCyT	 82	 11	 7.45

	 LIPR	 82	 8	 10.25

	 IPT	 82	 6	 13.67

 LSOC	 82	 14	 5.85

 LSCAD	 82	 14	 5.85

	 LPIB	 82	 9	 9.11

 LFE	 81	 5	 16.2

	 LFA	 81	 6	 13.5

	 LFI	 69	 5	 13.8

	 LAG	 69	 21	 3.28

Cuadro A.3

Frecuencia	de	los	Ciclos	Identiicadas	con	el	Periodograma	para	cada	Variable

Fuente:	Elaboración	Propia

					Gráfica A.11

				Prueba	CUSUM	de	la	Ecuación	1

Fuente:	Elaboración	Propia
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	 	 				Gráfica A.12	

Prueba	CUSUM	de	la	Ecuación		2

Gráfica A.13

Prueba	CUSUM	de	la	Ecuación	3

CUSUM 5% Significance
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resumen

Este trabajo muestra que en el caso de la contratación de servicios las pérdidas en el 

bienestar debidas al ejercicio de poder de mercado son mayores en términos relativos 

para los estratos con mayores ingresos. No obstante, una vez que se conjuntan dichos re-

sultados con los obtenidos en Urzúa (2008) para el caso de bienes de consumo donde se 

presume también un poder de mercado significativo, las pérdidas totales en el bienestar se 

vuelven relativamente mayores en el caso de los estratos con menores ingresos, así como en 

el caso de las entidades federativas más atrasadas.

Abstract

One of the conclusions of this work is that the individual welfare losses due to the 

exercise of market power in the service sectors are greater in relative terms for the 

consumers with higher incomes. However, after adding to those results the ones obtained 

in Urzua (2008) for the case of consumer goods sold in non-competitive markets, the total 

welfare loss becomes relatively greater among the poorest consumers, as well as in the case 

of the most backward states.
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servicios, poder de mercado, impacto distributivo y regional.
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1. Introducción

En México existen un buen número de sectores de servicios, donde prevalece un 

bajo grado de competencia económica. Este hecho, de sobra conocido, representa 

un reto importante para la Comisión Federal de Competencia, pues, al contrario 

de muchos mercados de mercancías, en el ramo de los servicios la competencia 

en precios no se puede propiciar a través de una apertura comercial sino sólo a 

través de, quizás, un mayor número de oferentes o de una regulación expresa. El 

objetivo final de este proyecto es coadyuvar con esa tarea al estimar el impacto 

distributivo y regional del bienestar social que se tiene en México debido al bajo 

grado de competencia económica que prevalece en un buen número de sectores 

de servicios. Si es que se encontrase que este impacto fuese significativo, dicha evi-

dencia podría proveer algunos argumentos de peso en materia de política pública 

para la Comisión.

A juzgar por los estudios generales de Creedy y Dixon (1998 y 1999), y el parti-

cular de Hausman y Sidak (2004) sobre la telefonía estadounidense, las empresas 

con poder de mercado pueden incidir de manera indirecta pero significativa sobre 

el bienestar social de la población. Este fenómeno también se presenta en México: 

en el caso de los bienes de consumo para los cuales existe algún poder de merca-

do, Urzúa (2008) presenta evidencia empírica de que las pérdidas sociales debido 

al ejercicio de ese poder no son solamente significativas sino que también son 

regresivas; más aún, la pérdida en el bienestar social resulta ser también diferente 

para cada entidad federativa, siendo los habitantes de los estados del sur los más 

afectados.

Sin embargo, el análisis que se efectúa en Urzúa (2008) deja de lado el sector 

servicios. Esto debido a que las encuestas que se hacen a los hogares en México 

sólo registran el gasto en cada servicio y no su valor unitario, por lo que no es posi-

ble hacer un estudio empírico tradicional al respecto. Aquí se propone una manera 

de evadir ese obstáculo mediante el empleo del método econométrico indirecto de 

Frisch (1959), con el cual pueden estimarse de manera aproximada las elasticidades 

de demanda de diversos servicios, para después efectuar el ejercicio de análisis de 

los impactos de poder de mercado. Vale la pena apuntar de paso que aunque la vía 

propuesta por Frisch es de uso común en la literatura de modelos de equilibrio 

general aplicados, es sólo recientemente cuando Creedy y Dixon (1998 y 1999) lo 

han empleado en un ejercicio similar al nuestro para el caso de Australia.

Como en Urzúa (2008), la fuente de datos que se utiliza aquí es la Encuesta 

Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares más reciente al momento de escri-
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bir este trabajo, la enigh-2006, levantada por el Instituto Nacional de Estadística, 

Geografía e Informática (inegi, 2007) durante los meses de agosto-noviembre de 

2006. Empleando dicha encuesta, la primera sección del trabajo presenta los secto-

res de servicios a estudiar, así como los patrones de gasto que efectúan los hogares 

mexicanos en dichos servicios. Las cifras se dan tanto para los hogares que viven 

en el sector urbano como los que lo hacen en el sector rural (entendiéndose este 

último como el sector conformado por todas las localidades con menos de 2,500 ha-

bitantes), así como de acuerdo con la entidad federativa donde residen los hogares.

En la segunda sección se desarrolla el modelo de organización industrial que 

se presume priva en todos los sectores bajo estudio, así como el modelo de com-

portamiento de los contratantes de servicios. Hecho lo anterior, en la última parte 

de esa sección se establece la forma como se mide el impacto sobre el bienestar 

social de las empresas con poder de mercado. En la tercera sección, y en la primera 

parte del Apéndice de manera más formal, se muestra el método a seguir para 

obtener las elasticidades-precio de las demandas a través del parámetro de Frisch, 

las proporciones de gasto y las elasticidades-ingreso. Posteriormente se procede a 

estimar dicho parámetro, tanto para el sector urbano como para el rural, así como 

las elasticidades-ingreso de los servicios bajo estudio. Enseguida, la tercera parte 

concluye con los estimados de las elasticidades-precio de las demandas urbanas y 

rurales para cada uno de los sectores.

En la cuarta sección se comienza por notar que si se tuviese información fi-

nanciera de las empresas que fuese más allá de los datos típicos sobre sus márgenes 

de operación, entonces esa información podría ser utilizada junto con los estima-

dos de las elasticidades-precio para hacer el ejercicio de incidencia. Dado que des-

graciadamente no es así, en esta sección se usa el modelo de estructura industrial 

presentado antes y las elasticidades-precio para calcular, a través de una función 

indirecta de bienestar social y de los ingresos equivalentes, el impacto distributivo 

del poder monopólico en los sectores bajo estudio. Finalmente, la quinta sección 

conjunta los resultados obtenidos aquí para el caso de servicios y los presentados 

por Urzúa (2008) en el caso de bienes de consumo para estimar los efectos dis-

tributivos y regionales ocasionados por la mayoría de las empresas con poder de 

mercado en México.

2.  Servicios bajo estudio

En este trabajo se analizan los servicios registrados por la enigh y para los cuales 

se presume un alto poder de mercado por parte de los proveedores. Éstos se en-
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cuentran en los siguientes sectores: transporte, educación, comunicaciones, ener-

gía, servicios de salud y servicios financieros. De manera más precisa, y usando los 

identificadores correspondientes de acuerdo con la enigh 2006, los servicios a ser 

analizados aquí son los que siguen:

Transporte

1. Transporte foráneo

m001 Transporte foráneo

2. Transporte aéreo

m003 Transporte aéreo

Educación

3. Educación básica privada

e001-2 Preprimaria y primaria (eliminando la educación pública)

4. Educación media privada

e003-4 Secundaria y preparatoria (eliminando la educación pública)

5. Educación superior privada

e005-6 Profesional y posgrado (eliminando la educación pública)

Comunicaciones

6. Llamadas de larga distancia

f002 Largas distancias de línea particular

7.  Llamadas locales

f003 Llamadas locales de la línea particular

8. Teléfono celular

f004-5 Compra de tarjeta, pago por servicio de teléfono celular y equipo

9. Servicios de Internet

f008 Internet

Energía   1

10. Gasolina

 f010-11 Gasolinas Magna y Premium

11. Electricidad

 g008 Energía eléctrica

12. Gas LP

 g009 Gas licuado de petróleo

1	 Nótese	que,	en	el	caso	del	sector	energético,	la	gasolina,	el	gas	y	la	energía	eléctrica	son	bienes	de	consu-
mo	antes	que	servicios,	pero	los	agregamos	aquí	con	el	resto	por	el	hecho	de	que	la	enigh	no	registra	las	
cantidades	demandadas	de	esos	bienes	sino	sólo	los	gastos	incurridos	en	ellos.
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13. Gas natural

 g010 Gas natural

Servicios de salud

14. Honorarios médicos

 j001,7,16-18,36,39,62 Honorarios por consulta, cirugía, anestesia, etc.

15. Gastos de hospitalización y análisis clínicos

 j002-3,11-12,19,40-41 Hospitalización, y análisis clínicos y médicos

Servicios financieros

16. Pago a tarjeta

 q003 Pago a tarjeta de crédito bancaria o comercial (incluye intereses).

	

																			                          ( % )

Rubros de gasto Nacional Urbano Rural

Transporte	foráneo	 21.5	 20.3	 	 25.6

Transporte	aéreo	 2.1	 2.4	 	 1.1

Educación	básica	privada	 21.5	 21.1	 	 22.8

Educación	media	privada	 17.5	 17.2	 	 18.5

Educación	superior	privada	 6.0	 7.0	 	 2.6

Llamadas	de	larga	distancia	 20.1	 23.0	 	 10.0

Llamadas	locales	 42.2	 49.7	 	 15.8

Teléfono	celular	 41.0	 46.0	 	 23.1

Servicios	de	Internet	 11.4	 13.7	 	 3.5

Gasolina	 38.3	 41.4	 	 27.7

Electricidad	 65.4	 67.3	 	 58.9

Gas	LP	 50.2	 52.3	 	 42.6

Gas	natural	 6.8	 8.5	 	 1.0

Honorarios	médicos	 42.9	 43.4	 	 41.1

Gastos	de	hospitalización		 11.6	 11.5	 	 12.0

y	análisis	clínicos

Pago	a	tarjeta	 17.3	 21.1	 	 4.0

Fuente: Estimaciones propias con datos de la ENIGH 2006.

Cuadro 1

Hogares	que	reportaron	gasto	en	los	bienes	y	servicios	bajo	estudio
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	       Gasto  Proporción del total

  Millones de pesos de 2006             del gasto (%)

Rubros de gasto Nacional Urbano Rural Nacional Urbano Rural

Transporte	foráneo	 2,853.2	 2,298.3	 555.0	 2.1	 1.9	 3.1

Transporte	aéreo	 2,409.3	 2,150.5	 258.8	 1.7	 1.8	 1.4

Educación	básica	privada	 10,761.0	 9,763.2	 997.8	 8.3	 8.7	 5.8

Educación	media	privada	 12,532.8	 10,948.4	 1,584.4	 9.8	 9.8	 9.5

Educación	superior	privada	 14,156.9	 11,197.5	 2,963.6	 11.2	 10.1	 19.5

Llamadas	de	larga	distancia	 3,892.1	 3,465.3	 426.8	 2.9	 2.9	 2.4

Llamadas	locales	 10,211.9	 9,572.4	 639.5	 7.8	 8.5	 3.6

Teléfono	celular	 11,812.1	 10,610.2	 1,201.8	 9.2	 9.5	 7.1

Servicios	de	Internet	 1,957.0	 1,870.8	 86.2	 1.4	 1.6	 0.5

Gasolina	 25,528.6	 22,713.0	 2,815.6	 22.2	 22.8	 18.3

Electricidad	 16,973.6	 14,838.6	 2,135.0	 13.8	 13.8	 13.3

Gas	LP	 10,898.0	 9,070.5	 1,827.5	 8.4	 8.0	 11.2

Gas	natural	 1,626.0	 1,583.2	 42.8	 1.2	 1.3	 0.2

Honorarios	médicos	 8,579.0	 7,201.0	 1,378.0	 6.5	 6.3	 8.2

Gastos	de	hospitalización		 5,282.7	 4,018.1	 1,264.6	 3.9	 3.4	 7.5

y	análisis

Pago	a	tarjeta	 29,061.6	 27,989.2	 1,072.5	 8.0	 8.1	 7.0

Cuadro 2

Gasto	trimestral	de	los	hogares

El Cuadro 1 presenta el porcentaje de hogares que reportaron un gasto en los 

servicios anteriores, presentando dicho porcentaje tanto a nivel nacional como 

urbano y rural, mientras que el Cuadro 2 muestra el gasto trimestral de los ho-

gares en términos absolutos y porcentuales respecto al gasto total en los dieciséis 

rubros.

En relación con la proporción de hogares que reportaron gasto en un deter-

minado servicio, destacan las llamadas locales, el teléfono celular, la gasolina, la 

energía eléctrica y las consultas médicas. Por otro lado, en términos de su gasto 

relativo, los rubros a los que más se destina proporcionalmente el ingreso de los 

Fuente: Estimaciones propias con datos de la ENIGH 2006.
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2	 Es	notable	que	sólo	dos	terceras	partes	de	los	hogares	reporten	gasto	en	electricidad.	Como	es	de	cono-
cimiento	común,	esto	es	debido	a	las	tomas	de	corriente	clandestinas,	antes	que	a	la	falta	de	servicio.

hogares son: la educación privada (el gasto porcentual crece a medida que se in-

crementa el nivel educativo), las llamadas locales, el teléfono celular, la gasolina y 

la electricidad.   2

En dichos cuadros, los patrones de contratación de servicios difieren en el 

medio urbano y el rural, en particular, en el caso de los rubros correspondientes al 

transporte foráneo, la educación superior privada, el gas lp y los servicios médicos 

los hogares rurales enfrentan una carga mayor en términos relativos.

Como se muestra en los Cuadros 3a-3d, la contratación de servicios varía tam-

bién de manera muy notable entre los estados de la República. Esto por diferentes 

razones. Primero, debido a las variadas condiciones geográficas y ambientales que 

hay en el país que redundan en patrones de consumo muy diversos; por ejemplo, 

como se puede apreciar en el Cuadro 3d, en Campeche no se reporta consumo 

de gas natural, mientras que en Chihuahua lo reportan un cuarto de las familias. 

Segundo, las variaciones son también debidas a las diversas condiciones sociales 

que prevalecen en el país.

Como muestran los Cuadros 3b y 3d, en Tlaxcala y Nayarit, dos estados rela-

tivamente pobres y con un pib per cápita muy similar, el gasto de los hogares en 

servicios tales como el Internet o las tarjetas de crédito es muy diferente. Y tercero, 

de manera más importante, dichas variaciones se deben a los diferentes niveles 

económicos que prevalecen en los estados, lo cual redunda en diversas intensida-

des de contratación de muchos servicios (desde el mandar a los hijos a escuelas 

privadas hasta el uso del avión).

3.  Modelando la pérdida de bienestar social

Habiendo identificado los servicios a estudiar, corresponde ahora el presentar las 

herramientas teóricas a utilizarse en el análisis de incidencia. En la primera parte 

de esta sección se presenta la estructura industrial a suponerse; ésta deriva de un 

modelo estático con variaciones conjeturales por parte de las empresas. Por otro 

lado, la segunda parte de la sección se ocupa de modelar el comportamiento de 

contratación de los servicios por parte de los hogares. El modelo empleado en esa 

subsección es el clásico sistema de gasto lineal, dada la mínima información que se 

tiene respecto a las demandas de los servicios.
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Cuadro 3a.

Hogares	que	reportaron	gasto	y	participación	de	éste	en	el	total	(porcentajes)

	 	1.	Transporte foráneo 2. Transporte aéreo 3. Educación básica privada 4. Educación media  

    privada 

	 	 	 	 	

Hogares Part. Hogares Part. Hogares Part. Hogares Part.

Nacional		 21.5	 2.1	 2.1	 1.7	 21.5	 8.3	 17.5	 	 9.8

Urbano	 20.3	 1.9	 2.4	 1.8	 21.1	 8.7	 17.2	 	 9.8

Rural	 25.6	 3.1	 1.1	 1.4	 22.8	 5.8	 18.5	 	 9.5

Entidad

Aguascalientes	 17.3	 0.4	 2.5	 0.8	 27.5	 2.0	 26.6	 	 2.5

Baja	California	 11.6	 1.7	 3.9	 1.1	 18.6	 8.3	 14.7	 	 6.0

Baja	California	Sur	 13.5	 1.3	 10.8	 3.8	 18.5	 3.9	 14.0	 	 7.6

Campeche	 31.3	 4.3	 2.8	 2.5	 17.2	 5.3	 18.2	 	 8.3

Coahuila	 18.4	 1.9	 0.8	 0.6	 16.1	 7.7	 13.5	 	 9.1

Colima	 34.1	 3.2	 2.3	 3.1	 13.4	 2.5	 14.0	 	 7.2

Chiapas	 23.6	 1.3	 2.5	 2.4	 17.1	 2.7	 22.7	 	 5.7

Chihuahua	 17.8	 1.5	 2.2	 1.0	 9.8	 4.6	 12.5	 	 6.2

Distrito	Federal	 12.4	 0.9	 4.7	 3.5	 16.0	 8.5	 17.2	 	12.5

Durango	 29.1	 6.1	 1.9	 1.2	 19.2	 4.3	 13.5	 	 5.4

Guanajuato	 13.3	 1.2	 0.5	 0.5	 22.6	 8.1	 16.6	 	13.6



    87
efecto

s so
bre el bien

esta
r so

cia
l

Fuente: Estimaciones propias con datos de la ENIGH 2006. 

Nota: N.R. = no hubo respuesta

Guerrero	 21.9	 4.1	 0.9	 1.0	 27.2	 7.7	 17.7	 	 9.3

Hidalgo	 35.9	 3.6	 0.5	 0.2	 28.5	 7.2	 20.6	 	10.8

Jalisco	 25.1	 2.3	 4.2	 2.0	 21.8	 7.7	 14.2	 	 5.2

México	 13.8	 1.4	 1.2	 1.1	 27.3	 10.6	 20.0	 	12.2

Michoacán	 28.0	 3.7	 1.3	 0.5	 18.6	 5.5	 17.0	 	12.9

Morelos	 17.2	 1.2	 0.2	 0.2	 27.7	 15.4	 21.4	 	14.5

Nayarit	 48.3	 4.6	 3.2	 1.3	 25.8	 6.3	 21.0	 	 6.0

Nuevo	León	 14.1	 0.8	 2.2	 0.7	 20.1	 10.4	 18.8	 	11.6

Oaxaca	 29.0	 7.8	 0.9	 1.3	 5.1	 3.5	 8.3	 	 7.8

Puebla	 28.4	 2.0	 1.9	 1.6	 30.9	 16.5	 22.7	 	13.5

Querétaro	 23.2	 2.3	 2.3	 1.9	 22.1	 9.0	 14.6	 	 7.4

Quintana	Roo	 35.6	 4.1	 3.6	 0.9	 18.1	 7.2	 16.2	 	11.1

San	Luis	Potosí	 18.5	 2.1	 1.6	 1.4	 26.1	 8.6	 20.5	 	13.2

Sinaloa	 31.9	 3.3	 3.1	 4.1	 29.3	 7.7	 22.9	 	 9.0

Sonora	 25.0	 2.1	 3.9	 2.6	 20.7	 7.0	 14.2	 	 7.5

Tabasco	 25.7	 2.1	 0.7	 0.5	 24.3	 8.0	 17.5	 	 6.3

Tamaulipas	 25.6	 2.5	 1.1	 2.0	 21.0	 7.5	 15.6	 	 7.9

Tlaxcala	 19.6	 3.0	 0.6	 0.7	 20.7	 12.3	 26.5	 	16.4

Veracruz	 28.3	 4.0	 0.8	 2.2	 19.2	 6.6	 15.6	 	 7.5

Yucatán	 21.2	 1.3	 3.3	 3.4	 26.0	 13.4	 17.6	 	11.4

Zacatecas	 21.2	 2.3	 1.9	 0.9	 27.6	 7.0	 17.5	 	 7.0
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 5. Educación  6. Llamadas 7.  Llamadas locales 8. Teléfono celular

  superior privada de larga distancia

 Hogares Part. Hogares Part. Hogares Part. Hogares Part.

Nacional	 6.0	 11.2	 20.1	 2.9	 42.2	 7.8	 41.0	 9.2

Urbano	 7.0	 10.1	 23.0	 2.9	 49.7	 8.5	 46.0	 9.5

Rural	 2.6	 19.5	 10.0	 2.4	 15.8	 3.6	 23.1	 7.1

Entidad

Aguascalientes	 10.4	 2.3	 23.6	 0.5	 48.5	 1.6	 47.9	 2.0

Baja	California	 5.0	 4.9	 29.9	 3.4	 47.9	 5.7	 52.3	 7.8

Baja	California	Sur	 8.4	 7.0	 32.8	 5.0	 43.2	 6.8	 59.3	 11.4

Campeche	 4.4	 5.2	 16.5	 3.8	 27.1	 6.9	 48.4	 15.1

Coahuila	 6.3	 10.0	 17.6	 2.2	 43.7	 8.5	 41.6	 9.7

Colima	 6.4	 5.7	 26.9	 4.4	 46.8	 10.4	 54.8	 10.8

Chiapas	 9.9	 11.3	 16.2	 2.1	 21.1	 2.7	 32.7	 5.8

Chihuahua	 4.1	 7.6	 26.8	 3.5	 47.7	 8.0	 45.8	 9.9

Distrito	Federal	 8.9	 14.1	 15.6	 1.4	 72.2	 11.3	 54.3	 8.5

Durango	 3.4	 10.5	 14.3	 3.0	 42.0	 7.9	 27.9	 7.4

Guanajuato	 5.6	 9.5	 13.9	 2.1	 40.4	 8.1	 33.8	 7.7

Cuadro 3b.

Hogares	que	reportaron	gasto	y	participación	de	éste	en	el	total	(porcentajes)
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Fuente: Estimaciones propias con datos de la ENIGH 2006. 

Nota: N.R. = no hubo respuesta

Guerrero	 6.2	 7.7	 19.2	 5.0	 30.4	 7.8	 28.6	 10.3

Hidalgo	 5.7	 11.3	 15.4	 2.6	 25.6	 5.4	 39.3	 9.2

Jalisco	 5.2	 7.1	 25.7	 3.8	 54.7	 9.9	 38.3	 10.9

México	 5.6	 8.9	 20.7	 2.4	 47.6	 9.6	 37.1	 7.4

Michoacán	 3.9	 6.1	 20.1	 3.5	 33.4	 7.2	 40.6	 12.3

Morelos	 7.4	 9.4	 30.8	 5.0	 46.3	 7.3	 32.8	 6.0

Nayarit	 7.7	 10.0	 22.2	 4.5	 35.6	 5.8	 46.1	 14.3

Nuevo	León	 7.6	 12.2	 24.0	 2.4	 58.9	 9.6	 43.6	 6.4

Oaxaca	 1.7	 5.9	 11.9	 3.6	 17.8	 7.4	 23.1	 10.9

Puebla	 7.6	 9.3	 17.2	 2.2	 35.8	 6.2	 35.4	 8.8

Querétaro	 7.1	 10.8	 20.1	 3.2	 41.7	 6.5	 59.1	 10.5

Quintana	Roo	 5.0	 4.9	 20.6	 3.0	 27.9	 4.4	 63.7	 21.1

San	Luis	Potosí	 4.0	 10.1	 19.3	 2.2	 42.8	 8.4	 32.0	 7.1

Sinaloa	 5.6	 4.8	 20.0	 3.0	 39.1	 6.0	 47.3	 10.8

Sonora	 3.9	 5.8	 23.7	 2.9	 39.3	 5.3	 52.0	 9.0

Tabasco	 5.9	 11.3	 13.0	 3.7	 17.3	 3.9	 43.8	 14.2

Tamaulipas	 7.3	 8.9	 28.8	 4.0	 43.5	 7.2	 51.1	 11.2

Tlaxcala	 4.9	 11.3	 29.1	 6.0	 42.6	 8.1	 23.1	 6.3

Veracruz	 5.1	 9.0	 19.4	 4.5	 26.8	 6.3	 37.0	 11.6

Yucatán	 5.8	 6.3	 10.0	 1.5	 29.2	 5.3	 55.5	 16.7

Zacatecas	 4.3	 6.3	 19.1	 3.7	 27.5	 5.7	 23.8	 6.5



90
                                                                                                          i

n
a

n
za

s pú
blica

s    

 

 9. Servicios de internet 10. Gasolina 11. Electricidad 12. Gas LP

  

 Hogares Part. Hogares Part. Hogares Part. Hogares Part.

Nacional	 11.4	 1.4	 38.3	 22.2	 65.4	 13.8	 50.2	 8.4

Urbano	 13.7	 1.6	 41.4	 22.8	 67.3	 13.8	 52.3	 8.0	

Rural	 3.5	 0.5	 27.7	 18.3	 58.9	 13.3	 42.6	 11.2

	

Entidad 

Aguascalientes	 17.0	 0.3	 52.0	 6.0	 68.5	 2.6	 50.9	 1.8

Baja	California	 17.3	 1.7	 67.0	 42.5	 85.4	 19.5	 57.9	 5.8

Baja	California	Sur		 15.1	 1.6	 73.7	 36.9	 73.2	 18.2	 28.3	 4.1

Campeche		 10.8	 1.6	 34.4	 19.3	 54.0	 16.6	 35.3	 6.2

Coahuila	 8.9	 1.2	 50.7	 25.5	 73.3	 20.6	 54.0	 6.6

Colima	 9.5	 2.1	 50.6	 28.2	 77.7	 15.0	 38.7	 7.9

Chiapas	 3.0	 0.4	 16.8	 7.2	 65.5	 7.4	 30.9	 5.1

Chihuahua	 10.0	 1.3	 60.5	 36.9	 71.4	 17.9	 50.8	 7.3

Distrito	Federal	 	19.6	 1.9	 38.7	 16.7	 77.5	 10.3	 69.8	 9.3

Durango	 6.9	 0.9	 44.5	 31.1	 55.5	 10.5	 37.0	 9.9

Guanajuato		 5.8	 0.8	 38.5	 21.3	 67.6	 14.8	 51.1	 11.5

Guerrero	 	5.9	 1.5	 20.9	 14.4	 58.8	 15.4	 37.6	 10.1

Cuadro 3c.

Hogares	que	reportaron	gasto	y	participación	de	éste	en	el	total	(porcentajes)
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Fuente: Estimaciones propias con datos de la ENIGH 2006. 

Nota: N.R. = no hubo respuesta

Hidalgo		 7.5	 0.9	 29.5	 16.1	 60.3	 8.7	 44.7	 8.7	

Jalisco	 10.8	 1.7	 50.2	 29.9	 63.6	 10.9	 52.7	 11.5

México	 12.9	 1.4	 33.3	 21.0	 52.7	 8.5	 66.8	 12.6

Michoacán	 9.1	 1.3	 30.6	 14.6	 67.4	 14.9	 47.2	 11.8

Morelos		 13.5	 1.3	 36.4	 16.3	 61.7	 9.8	 59.9	 9.1

Nayarit		 10.3	 1.3	 40.4	 18.5	 56.9	 10.5	 32.9	 6.7

Nuevo	León	 13.7	 1.4	 50.2	 22.3	 76.1	 18.0	 25.8	 2.5

Oaxaca	 4.2	 0.8	 17.0	 16.6	 67.8	 16.7	 33.2	 9.6

Puebla	 16.5	 1.5	 28.6	 16.5	 69.7	 12.9	 64.3	 10.1

Querétaro	 13.3	 1.3	 47.1	 23.1	 69.0	 10.6	 44.3	 6.8

Quintana	Roo	 19.0	 2.7	 34.7	 17.5	 54.3	 13.0	 34.8	 5.2

San	Luis	Potosí	 5.5	 0.9	 44.2	 23.4	 69.1	 11.8	 47.2	 8.2

Sinaloa	 14.1	 1.7	 54.5	 28.5	 66.5	 22.0	 34.9	 5.3

Sonora	 14.2	 1.5	 57.3	 32.2	 74.8	 26.7	 42.9	 4.5

Tabasco		 7.1	 1.6	 23.7	 22.4	 41.2	 16.3	 44.0	 8.5

Tamaulipas		 7.7	 0.9	 47.7	 29.6	 69.3	 19.0	 49.4	 5.9

Tlaxcala	 	6.9	 1.2	 23.1	 14.7	 53.3	 8.6	 43.2	 9.3	

Veracruz		 11.7	 1.6	 24.7	 17.3	 60.0	 15.2	 40.8	 8.8

Yucatán	 11.4	 1.5	 34.7	 21.7	 58.1	 17.3	 30.5	 5.3

Zacatecas		 6.3	 1.2	 47.4	 26.9	 71.3	 13.9	 75.0	 16.3
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 13.Gas natural 14.Honorarios médicos 15.Gastos de hospitalización 16.Pago a tarjeta  

    y análisis clínicos

 Hogares Part. Hogares Part. Hogares Part. Hogares Part.

Nacional	 6.8	 1.2	 42.9	 6.5	 11.6	 3.9	 17.3	 8.0

Urbano	 8.5	 1.3	 43.4	 6.3	 11.5	 3.4	 21.1	 8.1

Rural		 1.0	 0.2	 41.1	 8.2	 12.0	 7.5	 4.0	 7.0

	

Entidad 

Aguascalientes	 	2.3	 0.2	 50.4	 1.7	 11.2	 0.6	 28.3	 6.0

Baja	California	 	5.0	 0.4	 29.5	 3.7	 13.3	 6.2	 14.0	 6.4

Baja	California	Sur	 	2.6	 0.4	 34.2	 6.1	 11.7	 2.4	 28.6	 7.9	

Campeche		 N.R.	 N.R.	 43.4	 9.4	 12.2	 6.1	 11.3	 8.4	

Coahuila		 15.9	 1.9	 36.7	 4.8	 9.6	 2.2	 25.2	 8.2

Colima		 1.0	 0.2	 34.5	 6.1	 7.0	 1.5	 42.0	 6.0

Chiapas	 0.2	 0.0	 40.9	 5.0	 10.8	 1.5	 8.0	 14.5

Chihuahua	 23.5	 3.1	 35.4	 4.5	 7.0	 1.6	 7.6	 6.0

Distrito	Federal		 9.9	 1.3	 50.6	 6.2	 9.2	 3.3	 26.5	 10.8	 	

Durango		 2.1	 0.3	 39.1	 9.8	 11.5	 4.8	 14.9	 7.3

Guanajuato	 	3.0	 0.8	 41.8	 6.9	 9.5	 3.5	 12.6	 8.5	

Cuadro 3d.

Hogares	que	reportaron	gasto	y	participación	de	éste	en	el	total	(porcentajes)
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Fuente: Estimaciones propias con datos de la ENIGH 2006. 

Nota: N.R. = no hubo respuest

Guerrero	 	0.9	 0.2	 48.0	 8.2	 8.7	 6.6	 7.4	 3.8	 	

Hidalgo	 	0.6	 0.1	 35.8	 15.8	 7.4	 6.2	 7.3	 8.3

Jalisco		 1.1	 0.2	 46.2	 6.1	 12.5	 3.2	 20.6	 8.8

México		 7.0	 1.1	 50.2	 7.3	 14.3	 4.0	 12.6	 8.7

Michoacán	 N.R.	 N.R.	 47.8	 8.4	 11.8	 6.4	 11.4	 10.3

Morelos		 4.3	 1.1	 50.3	 10.5	 14.6	 3.6	 14.2	 6.8

Nayarit		 0.2	 0.0	 37.5	 7.5	 17.1	 12.0	 26.8	 3.1

Nuevo	León	 	43.2	 6.8	 38.2	 3.7	 13.2	 3.5	 35.8	 6.9

Oaxaca		 0.2	 0.1	 35.6	 9.6	 6.9	 5.0	 4.5	 6.2

Puebla		 5.1	 0.9	 50.5	 5.5	 13.8	 3.5	 14.8	 6.6

Querétaro	 14.0	 1.8	 50.5	 9.5	 10.1	 6.3	 19.3	 5.6

Quintana	Roo	 N.R.	 N.R.	 40.9	 12.8	 11.4	 3.6	 23.0	 5.8

San	Luis	Potosí	 6.5	 1.1	 33.9	 7.6	 11.7	 4.4	 14.6	 7.8

Sinaloa	 1.8	 0.3	 37.0	 4.0	 13.9	 3.1	 39.6	 5.4

Sonora	 2.7	 0.2	 29.9	 5.1	 7.5	 3.2	 18.6	 6.9

Tabasco		 0.9	 0.1	 35.3	 12.3	 14.2	 4.4	 18.0	 5.2	

Tamaulipas	 	7.3	 0.5	 34.5	 4.1	 9.0	 2.6	 15.1	 6.3

Tlaxcala		 30.4	 5.5	 39.6	 7.3	 5.8	 1.0	 4.2	 7.1	 	

Veracruz	 	2.0	 0.4	 42.6	 7.6	 16.0	 7.2	 17.1	 6.3	

Yucatán	 N.R.	 N.R.	 43.9	 6.3	 11.5	 1.5	 21.0	 7.8

Zacatecas		 0.7	 0.1	 39.8	 8.9	 11.1	 6.2	 4.7	 3.3		
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2.1  Modelo de estructura industrial

Consideremos un oligopolio constituido por K empresas, las cuales producen 

un bien homogéneo. Sea q la producción total de la industria, la cual es la suma 

de la producción de la empresa K denotada por q
k
  , y la producción agregada del 

resto de las firmas, denotada aquí como q
-k

  . Suponemos además que todos los 

miembros del oligopolio basan sus decisiones a través del método de variaciones 

 conjeturales,   3 de tal forma que la condición de primer orden de maximización de 

utilidades para cada empresa k está dada por:

donde cm
k
  es el costo marginal de la empresa, el cual se supone que es cons-

tante, p m es el precio no competitivo que fija la empresa (el cual puede o no corres-

ponder al caso monopólico), y η
k
 es la elasticidad de la demanda del producto de 

acuerdo con la percepción de la empresa. Dicha elasticidad depende de la elastici-

dad real de la demanda η a través de la siguiente expresión:

Por otro lado,

por lo que si denotamos la proporción del mercado detentado por la empresa 

k como s
k
 entonces (3) puede reescribirse así:





+=

k

m

k η
pcm

1
1

(1)

3	 En	el	caso	del	oligopolio,	el	comportamiento	de	cada	una	de	las	empresas	que	integran	la	industria	está	
condicionada	por	la	conducta	de	las	demás.	La	variación	conjetural	determina	la	estrategia	oligopólica	
de	una	empresa	sobre	la	competencia	y	es	cero	cuando	el	empresario	iniere	que	su	comportamiento	no	
inluye	en	el	mercado.
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Definamos ahora la elasticidad conjetural percibida por la empresa k como α
k
 = 

(dq
-k 

/ q
-k  

) / (dq
k 
/ q

k  
), la cual corresponde a la conjetura que la empresa k tiene res-

pecto a la elasticidad de respuesta en la producción que se dará por parte de las 

otras empresas una vez que ella cambie su propia producción. Dividiendo ambos 

lados de (4) por dq
k 
/ q

k
  , empleando α

k
 y utilizando (4) en el denominador de (2), 

podemos entonces establecer la siguiente expresión de la elasticidad percibida por 

la empresa en términos de la elasticidad de la demanda total:

Suponiendo por otro lado que para, todas las empresas,  θ
k 
= θ y cm

k 
= p  c  

(condiciones que se cumplen en particular si todas las empresas son idénticas en 

términos de tecnología y de comportamiento), entonces, al reemplazar (5) en (1), 

se encuentra que el incremento relativo en los precios debido al poder de mercado 

mantenido por las empresas del sector está dado por: 

La fórmula (6) incluye como caso límite el del monopolio, el cual resulta 

cuando θ  = 1. Excepto por este caso extremo, el valor de θ depende cuál es la parti-

cipación de mercado detentado por cada empresa y, dependiendo de la conjetura 

que mantenga, de su elasticidad conjetural. Como en Urzúa (2008), en este trabajo 

supondremos que las K empresas son idénticas y que la variación conjetural se 

ajusta a la hipótesis de Cournot; es decir, supondremos que cada empresa estima 

que las demás no responderán a cambios en su producción individual. Dado que 

entonces α  = 0 , la segunda parte de la ecuación (5) implica que θ es simplemente 

igual a K.

2.2  Sistema lineal de gasto

En este trabajo suponemos que la compra de bienes o la contratación de servicios 

por parte de los hogares son determinadas mediante la maximización de un siste-

kkk
k k k αss

θ
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1
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ma lineal de gasto. Esto es, para cada hogar suponemos que la función de utilidad 

es de la forma:

donde la suma corre sobre los n bienes o servicios,  0 ≤ ß
i 
≤ 1 (las betas suman 

a  uno, sin pérdida de generalidad), y µ
i 
es la cantidad mínima a consumir en el 

rubro i. Nótese que (7) no es la forma tradicional como se establece el sistema, 

sino que representa una transformación logarítmica de una función de utilidad de 

Cobb-Douglas a la que se le han añadido cantidades de subsistencia. La razón de 

presentar la utilidad como en (7) es para establecer de manera clara que los bienes 

son separables. Ahora bien, ¿por qué se elige en este trabajo el sistema de gasto 

lineal? Aun cuando es sabido que no es un sistema muy flexible (por ejemplo, la 

curva de Engel implicada por el sistema es lineal y las elasticidades-ingreso están 

acotadas), tiene la enorme ventaja que, como pronto se verá, para el análisis de 

incidencia que pretendemos hacer aquí no requerimos de la estimación de todos 

los parámetros del sistema de demanda por separado. Esto es crucial puesto que 

no contamos con datos de precios de los servicios, por lo que es imposible estimar 

en su integridad cualquier sistema de demanda.

Dada dicha función de utilidad, la demanda de cada servicio (o bien), conside-

rando el vector de precios p y el ingreso (gasto total) y, es de la forma:

Esto es, el consumidor tiene que comprar primero las cantidades que requiere 

para su supervivencia y, una vez hecho esto, debe consumir el resto de las canti-

dades de acuerdo con una función de utilidad Cobb-Douglas, mediante el ingreso 

discrecional que le quede una vez que haya comprado la canasta de supervivencia. 

Insertando (8) en (7) se encuentra que la función de utilidad indirecta es por tanto 

igual a:

donde m = ∑
i
 p

i  
µ

i
 es el ingreso que no puede asignarse de manera discrecional          

y  b  = ∏
i
(  ß

i 
/p

i   
)  ßi.

( )ii

n

i i μxβu −=∑ =1
ln)(x (7)
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Por otro lado, la función de gasto, definida como el gasto mínimo requerido 

para alcanzar el nivel de utilidad bajo los precios p se obtiene invirtiendo (9), tras 

reemplazar el ingreso con el gasto y la utilidad indirecta con la directa:

Mediante la función de utilidad indirecta y la de gasto, dadas en (9) y (10), 

pueden establecerse varias medidas para analizar la pérdida o ganancia del bien-

estar cuando hay un cambio en precios. En este trabajo seguimos a King (1983) y 

utilizamos la distribución de los llamados ingresos equivalentes de los hogares 

para examinar los efectos distributivos del cambio en precios (de competitivos a 

monopólicos). Más formalmente, el ingreso equivalente de cada hogar se define 

como el valor del ingreso (o gasto) total  y
e
 que, dado un vector de precios de refe-

rencia p
r  

genera la misma utilidad que el nivel presente del ingreso. Es decir,  y
e
 se 

define de manera implícita por la siguiente ecuación:

por lo que, utilizando la función de gasto, podemos establecer la forma fun-

cional del ingreso equivalente como:

En el caso particular de este trabajo, usando (9) y (10) en (12), el ingreso equi-

valente para el sistema lineal de gasto está dado por:

por lo que, expandiendo los términos m y b,

e (p, u) = m+  exp (u)/  b (10)

v ( p
r 
, y

e 
)= v ( p , y

 
), (11)
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r     
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El efecto sobre el bienestar social de los cambios en los precios puede entonces 

medirse en términos del cambio en los ingresos equivalentes, de y
0e  

a  y
1e 

, donde 

los subíndices 0 y 1 se refieren a los valores ex–ante y ex–post respectivamente. Con 

las observaciones de la encuesta es posible construir una distribución de ingresos 

equivalentes para calcular los efectos sobre el bienestar social a la manera de At-

kinson (1970). Para ello, como se mostrará en una sección posterior, se establece 

una función de bienestar indirecta dependiente de los ingresos (e independiente 

de los precios) y se fija un parámetro de aversión social a la desigualdad.

4. Estimación de elasticidades por el método de frisch

Con el propósito de estimar variables como la dada en (6), y otras que se definirán 

posteriormente en la Sección 6, es necesario estimar para cada uno de los servicios 

bajo consideración su elasticidad-precio tanto en el ámbito urbano como en el ru-

ral. A falta de información sobre los precios de servicios (y bienes como la gasolina 

y el gas) en la enigh, se utiliza en esta sección el método indirecto de Frisch (1959) 

para calcular esas elasticidades. Este procedimiento explota el hecho de que es más 

fácil estimar las elasticidades-ingreso que las elasticidades-precio, y que las últimas 

pueden derivarse de las primeras si puede suponerse que la función de utilidad 

es aditiva, puesto que entonces la utilidad marginal proveniente del consumo del 

bien o servicio i es independiente de las del resto.

Más formalmente, la primera sección del Apéndice muestra que para una fun-

ción de utilidad aditiva de la forma u(x) = ∑
i=n 

u
i
 ( x

i  
) la elasticidad-precio de la 

demanda del bien o servicio puede ser expresada como:

donde e
i
 es la elasticidad-ingreso, w

i 
es el gasto incurrido por el hogar para el 

caso del bien o servicio i respecto al gasto total, y ξ es la elasticidad ingreso de la 

utilidad marginal del ingreso total, más conocida como el parámetro de Frisch. En 

su trabajo pionero, Frisch (1959) señala que dicho parámetro varía inversamente 

con respecto al ingreso (gasto) total: el valor absoluto del parámetro es alto en el 

caso de los hogares de bajos ingresos, mientras que el valor absoluto del parámetro 

es bajo para el caso de los hogares de altos ingresos (nótese que ξ es negativo, como 

es evidente en la ecuación (a2) del Apéndice).





+−=

ξ
e

we
ξ
eη i

ii
i

i 1
(15)



    99efectos sobre el bienestar social

Existe evidencia empírica que da soporte a esta idea, comenzando por el estu-

dio de Lluch, et al. (1977), en el cual se estima el parámetro para una serie de países, 

entre ellos México. Es interesante notar que, de manera coincidente con este traba-

jo, tales autores calculan dicho parámetro para los dos ámbitos: el urbano y el rural. 

Bien vale la pena citar de manera textual parte de los resultados obtenidos por esos 

autores para el caso mexicano (los pesos que mencionan son de 1968):

Es interesante notar que actualmente el valor del parámetro de Frisch que 

se utiliza de manera rutinaria en los modelos de equilibrio general aplicado para 

México es justo -3 (véase, por ejemplo, Huff, et. al., 1997). Este valor carece, sin 

embargo, de sustento empírico alguno. La manera como se estima el valor de ξ 

en este trabajo es más rigurosa. Para dicha estimación se procede en varios pasos. 

Primero, se identifican en la enigh-2006 aquellos bienes para los cuales existe el 

registro tanto del gasto del hogar como el de sus valores unitarios, y se eligen, de 

entre ellos, las categorías que más correspondan con los bienes no durables típicos. 

Estas categorías son tres: alimentos, bebidas, y prendas de vestir y calzado (véase 

Urzúa 2008 para una descripción de los bienes de mayor consumo en México).

Como un segundo paso se emplea el índice de Stone (1954) para agrupar los 

rubros de cada categoría en un solo bien (en el caso de alimentos, por ejemplo, hay 

más de doscientos rubros a agregar). Es decir, tanto para los hogares del sector ur-

bano como para el sector rural se usa el siguiente procedimiento: para cada hogar 

h, la proporción del gasto en el bien compuesto G puede encontrarse de manera 

directa sumando las proporciones de los gastos individuales x
gh

  en los bienes g 

que lo componen, y entonces el logaritmo natural del precio unitario del bien 

compuesto se puede calcular como:

There is some tendency for the urban estimates of the Frisch parameters to fall in abso-

lute value as income rises, with a pronounced break at per capita incomes around 800 

pesos a month. Above this level the median value is -3.3, below this […] the median 

value is -5.3. Since [the inverse of the parameter] is a measure of price responsiveness 

[…] the results imply that households are more responsive to relative price changes at 

higher income levels. (Lluch et al., 1977, p. 145).

gh

Gg Gb

bhghGh pxxp lnln ∑ ∑
∈ ∈ 
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Nótese que la ecuación anterior implícitamente supone que los valores unita-

rios registrados por la enigh representan de manera unívoca los precios unitarios, 

lo cual a su vez presupone que no hay variaciones en la calidad de los bienes. Esta 

simplificación nos permite obviar todo el andamiaje econométrico presente en 

Urzúa (2008).   4

Como un tercer paso se requiere determinar las variables sociodemográficas 

que se presume pueden explicar las variaciones en consumo que se dan entre un 

hogar y otro. En este trabajo se consideran las siguientes:

Edad del jefe del hogar.

Años de educación formal del jefe del hogar.

Número de habitantes en el hogar (en logaritmo).

Proporción de hombres menores de 12 años de edad en el hogar.

Proporción de hombres mayores de 12 años y menores de 25 años en el hogar

Proporción de hombres mayores de 25 años y menores de 45 años.

Proporción de hombres mayores de 45 años y menores de 65 años.

Proporción de hombres mayores de 65 años. (Grupo de control, por lo que no se 

usa en las regresiones).

Proporción de mujeres menores de 12 años de edad.

Proporción de mujeres mayores de 12 años y menores de 25 años.

Proporción de mujeres mayores de 25 años y menores de 45 años.

Proporción de mujeres mayores de 45 años y menores de 65 años.

Proporción de mujeres mayores de 65 años. (Grupo de control, por lo que no se 

usa en las regresiones).

Dicotómica para hogares en Baja California, Baja California Sur, Coahuila, 

 Chihuahua, Durango, Nuevo León, Sinaloa, Sonora y Tamaulipas.

Dicotómica para hogares en Aguascalientes, Colima, Guanajuato, Jalisco, Nayarit, 

San Luis Potosí y Zacatecas.Dicotómica para hogares en Campeche, Chiapas, Gue-

rrero, Oaxaca, Tabasco, Quintana Roo y Yucatán.

Dicotómica para hogares en Distrito Federal, Hidalgo, México, Michoacán, Mo-

relos, Puebla, Querétaro, Tlaxcala y Veracruz. (Grupo de control, por lo que no se 

usa en las regresiones).

4	 Estrictamente	 hablando,	 los	 valores	 unitarios	 que	 se	 reportan	 en	 las	 enigh	 representan	 no	 sólo	 los	
precios	de	las	mercancías,	sino	también	la	calidad	de	ellas.	Por	ello	en	Urzúa	(2008)	se	estiman	las	elas-
ticidades-precio	de	manera	indirecta	a	través	del	modelo	de	variaciones	espaciales	de	Deaton	(1990).



    101efectos sobre el bienestar social

El siguiente y último paso consiste en suponer que la hipótesis de un sistema 

de gasto lineal, hecha para el caso de los servicios, se extiende a los bienes en cues-

tión; lo cual a su vez implica que las demandas son de la forma dada en la ecuación 

(8). Además se supone, y ésta es una hipótesis igualmente importante, que el gasto 

dedicado a bienes y el gasto dedicado a servicios son estrictamente separables.

Dado todo lo anterior, las demandas de los tres bienes agregados pueden ser 

estimadas a través de regresiones de la siguiente variante de la ecuación (8):

donde w
i
 es el gasto relativo en el bien i, y es el gasto total en los tres bienes 

compuestos y la z refiere a las variables socio-demográficas mencionadas con ante-

rioridad. Las cantidades de supervivencia, las μ’s, pueden ser estimadas entonces a 

través de los resultados obtenidos en las tres regresiones que se establecen a través 

de la ecuación (17).

Una vez que se tienen los estimados de las cantidades de supervivencia, el pará-

metro de Frisch puede estimarse, a su vez, de manera inmediata, dado que, como se 

prueba en el Apéndice, para un sistema de gasto lineal este parámetro está dado por:

Es decir, en el caso de un sistema de gasto lineal el parámetro de Frisch es el 

negativo del cociente entre el gasto total y el gasto discrecional que pueden los ho-

gares erogar de manera libre una vez que compran sus canastas de supervivencia.

Los resultados así obtenidos para el caso de los hogares mexicanos urbanos 

y rurales están dados en la parte superior del Cuadro 4 y los recogemos también 

aquí:  ξ =-1.360 en el sector urbano y  ξ =-1.587  en el sector rural.   5  Nótese cómo en 

el caso de los hogares urbanos (relativamente más ricos) el parámetro de Frisch es 

más pequeño en valor absoluto que en el caso rural, como era de esperarse dados 

los comentarios al inicio de esta sección. Es también interesante notar que el valor 

-3 usualmente empleado en la literatura de modelos de equilibrio general aplicado 

para el caso de México, y herencia del libro de Lluch, et. al., en los setenta, parece 

ya estar muy apartado de la realidad.

ik kkij jjiiiiii εzγypμβypμββw ++−−+= ∑∑ ≠
)/()/()1( (17)

my

yξ
−

−= (18)

5	 Los	errores	estándar	respectivos,	estimados	mediante	el	llamado	método	delta,	son	0.049	y	0.070.
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Ahora bien, para poder estimar la elasticidad-precio de las demandas de los 

servicios considerados en este trabajo, no solamente requerimos de un estimado 

del parámetro de Frisch, sino también, como se aprecia en la ecuación (15), de 

un estimado de la elasticidad-ingreso de la demanda de cada uno de los servicios 

en cuestión. Estos estimados no pueden obtenerse de manera directa mediante 

ecuaciones de demanda similares a las dadas en (17), puesto que para el caso de los 

servicios no contamos con datos de precios. La estimación, por tanto, tiene que ser 

indirecta. Con ese objeto, tras recordar que, como puede probarse fácilmente, la 

curva de Engel en el caso de un sistema lineal de gasto es también lineal, establece-

mos la siguiente regresión para cada uno de los servicios:

donde w
i  

es el gasto relativo en el servicio i
 
, y es ahora el gasto total en los 

dieciséis servicios bajo consideración, y la z variables socio-demográficas puntua-

lizadas en la sección anterior. Dada la especificación (19), la relación que existe 

entre la elasticidad ingreso (gasto) de la demanda del servicio y el coeficiente φ
2 

está dada por:

como se muestra en el Apéndice. Una vez obtenidos por mínimos cuadrados 

ordinarios los estimados para los parámetros en (19), uno puede utilizar (20) para 

obtener un estimado de la elasticidad-ingreso para cada servicio. Los resultados 

así obtenidos están dados en el Cuadro 4. Como puede apreciarse allí, todos los 

servicios (y bienes) parecen ser necesidades a excepción de la educación privada, la 

cual es al parecer un lujo en ambos sectores, el urbano y el rural.

Finalmente, empleando (15), los estimados del parámetro de Frisch y los esti-

mados de las elasticidades-ingreso que se acaban de mencionar, uno puede estimar 

las elasticidades-precio de la demanda de los servicios bajo estudio (incluyendo 

los bienes en el caso del sector energético). Estas elasticidades aparecen también 

en el Cuadro 4 . Como uno esperaría dadas las elasticidades-ingreso obtenidas de 

antemano y el hecho de que la utilidad es aditivamente separable, las elasticida-

des-precio más altas corresponden al caso de la educación privada y los servicios 

hospitalarios también privados, mientras que las demandas más inelásticas corres-

ponden al consumo de gas (natural y lp) y a las llamadas locales.

ln(w
i   
) = φ

1
+ φ

2
 ln(y)+∑

k
 γ

k
 z

k
+ε

i    
, (19)

e
i 
= 1+ φ
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5.  impactos distributivos y regionales 

en la provisión de servicios

En esta parte se calculan los impactos distributivos y regionales de las empresas 

con poder de mercado en el caso de los servicios bajo estudio. Como se explicó en 

la segunda sección, estimaremos la pérdida de bienestar para diferentes estratos 

sociales en los ámbitos urbano y rural a través del llamado ingreso equivalente de 

cada uno de los hogares. En nuestro contexto, el ingreso equivalente, definido de 

manera formal en la ecuación (14), puede ser conceptualizado como sigue: con-

	 Hogares urbanos Hogares rurales

 Bien  Frisch = -1.360 Frisch =-1.587

	 e
i		

h
i		

e
i		

h
i

Transporte	foráneo	 0.457	 -0.363	 0.416	 -0.296

Transporte	aéreo	 0.616	 -0.468	 0.389	 -0.246

Educación	básica	 0.934	 -0.728	 1.711	 -1.078

Educación	media	 0.951	 -0.676	 1.034	 -0.653

Educación	superior	 1.136	 -0.821	 1.052	 -0.663

Llamadas	de	larga	distancia	 0.448	 -0.347	 0.532	 -0.340

Llamadas	locales	 0.268	 -0.219	 0.329	 -0.217

Teléfono	celular	 0.469	 -0.385	 0.480	 -0.332

Servicios	de	Internet	 0.472	 -0.353	 0.413	 -0.262

Gasolina	 0.720	 -0.583	 0.724	 -0.516

Electricidad	 0.518	 -0.457	 0.502	 -0.419

Gas	LP	 0.224	 -0.198	 0.240	 -0.179

Gas	natural	 0.240	 -0.177	 0.188	 -0.119

Honorarios	médicos	 0.664	 -0.546	 0.568	 -0.399

Gastos	de	hospitalización	 0.816	 -0.621	 0.831	 -0.538

Pago	a	tarjeta	 0.516	 -0.372	 0.503	 -0.329

Cuadro 4

Parámetros	de	Frisch	y	elasticidades-ingreso	y	-precio

Fuente: Estimaciones propias con datos de la ENIGH 2006
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sidere como precios de referencia los precios que prevalecerían bajo competencia 

perfecta y como ingreso de referencia el gasto actual de cada hogar (y). El ingreso 

equivalente se define entonces como el ingreso que se requeriría para, bajo compe-

tencia perfecta, obtener el mismo nivel de utilidad que se alcanza en la actualidad 

bajo precios monopólicos y el gasto actual. Es decir, reescribiendo (14) de manera 

acorde,

Ahora bien, como muestra la ecuación anterior, para poder calcular el ingreso 

equivalente para un hogar que tiene un ingreso y se requieren estimaciones de los 

parámetros  β
i  
del costo de la canasta de supervivencia bajo precios monopólicos 

y bajo precios competitivos, respectivamente  ∑
i 
p

i
mµ

i
  y ∑

i 
p

i
c µ

i
 , y además estima-

dos de los cocientes entre los precios competitivos y los monopólicos de la forma 

p
i
c / p

i
m .

Estimados de los betas pueden ser obtenidos de inmediato a través de la relación:

la cual es probada en el Apéndice. Para estimar cada una de las betas sólo 

requerimos la elasticidad-ingreso correspondiente, dada en el Cuadro 4, y el pro-

medio de los gastos relativos en el servicio en cuestión. Si se estima el costo de 

la canasta de supervivencia bajo precios monopólicos se debe evaluar, para cada 

servicio, la siguiente expresión:

la cual es también probada en el Apéndice. Dicho cálculo puede ser efectuado 

pues existen estimados para cada uno de los componentes del lado derecho, inclu-

yendo las elasticidades-precio dadas en el Cuadro 4. Para poder estimar los corres-

pondientes valores de las cantidades de supervivencia bajo precios competitivos, 

pc
i 
µ

i 
, basta con utilizar en (23) el estimado del cociente entre el precio competitivo 

y el precio monopólico, una vez que éste sea estimado.
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Una primera posibilidad de estimación giraría en torno a la existencia de in-

formación pública que dé luz sobre el margen (p
i
m-p

i
c)/ p

i
m. A primera vista esto 

parecería ser cierto, pues para las empresas que cotizan en la Bolsa Mexicana de 

Valores existe información sobre los márgenes de flujo de operación, los llamados 

márgenes de ebidtas (éste es un acrónimo de la expresión en inglés “Earnings 

Before Interest, Taxes, Depreciation and Amortization” ). Para dar un ejemplo, en el 

año cuando fue levantada la enigh (2006), dicho margen para el caso de la empre-

sa telefónica dominante fue del orden de 50%; no obstante, tal cifra ciertamente 

sobrestimaría la magnitud (p
i
m-p

i
c)/ p

i
m, puesto que el margen de flujo de opera-

ción no toma en consideración el costo de la deuda de la empresa.

Así pues, la única vía transitable es la de suponer un modelo de comporta-

miento de fijación de precios por parte de las empresas con poder de mercado. 

Esto es justo lo que se hizo en la Sección 2, donde se estableció un modelo basado 

en variaciones conjeturales mediante el cual la tasa (p
i
m-p

i
c)/ p

i
m  corresponde en 

el óptimo a -1/θ
i 
η , de acuerdo con la ecuación (6). La variable θ

i
 está dada en (5) 

y es una función de la elasticidad conjetural de las empresas y las participaciones 

de mercado. Como se muestra en la Sección 2, si suponemos que las K empresas 

que participan en el mercado son idénticas y que la variación conjetural se ajusta 

a la hipótesis de Cournot, entonces θ
i 
 es simplemente igual a K y la tasa entre los 

precios puede ser estimada a través de este número y la elasticidad de demanda.

Con ese propósito establecemos ahora diferentes valores de K para cada uno 

de los dieciséis sectores bajo estudio. En el caso del transporte foráneo suponemos 

K= 4 , pensando en las cuatro grandes concesionarias: Estrella Blanca, ADO, Grupo 

Senda y Grupo Toluca. Nótese que se elige ese valor de manera general, aunque es 

sabido que en rutas específicas puede haber una mayor concentración. Por otro 

lado, en el caso del transporte aéreo la selección natural es K=2, por Aeroméxico y 

Mexicana de Aviación (aunque no sería tan natural esa selección en 2007, un año 

después de que fue levantada la enigh, dada la gran competencia que empezó a 

darse entonces por parte de aerolíneas de bajo costo).

En el caso de la educación privada, sea ésta básica, media o superior, las con-

centraciones varían de entidad a entidad y los mercados están ciertamente seg-

mentados (escuelas religiosas, bilingües, etc.), lo cual complica mucho la elección 

de K. Lo que sí sabemos es que ésta no puede ser mayor o igual a cinco, dado que 

para la Comisión Federal de Competencia un valor del índice de Herfindahl    6 me-

6	 Véase	Comisión	Federal	de	Competencia	(1988,	p.2).	El	índice	de	herindahl	es	la	suma	de	los	cuadrados	
de	las	participaciones	de	las	empresas.
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nor o igual a 2000 indica que una concentración tiene pocas probabilidades de 

afectar el proceso de competencia, y para el caso de empresas idénticas esto ocurre 

justo cuando hay al menos cinco empresas. Así pues, fijamos en el caso de la educa-

ción privada K=4 para denotar una cierta intensidad de competencia, aunque no 

total. Respecto de las llamadas de larga distancia, y tomando como referencia los 

años recientes, Telmex domina el mercado con más del 70%, por lo que establece-

mos K=  1. Ese mismo valor se da en el caso de las llamadas locales y los servicios de 

Internet, pues Telmex domina el mercado con el 90% y el 70%, respectivamente. 

El mismo valor se postula en el caso del teléfono celular, pues Telcel domina el 

mercado con el 75%.

La elección para la gasolina y la electricidad es inmediata, puesto que esos dos 

bienes son vendidos por los dos grandes monopolios estatales, Petróleos Mexica-

nos (pemex) y Comisión Federal de Electricidad (cfe). Ahora bien, es importante 

subrayar que al establecer en ambos casos K=1 las estimaciones corresponden a 

las pérdidas que se tendrían si los dos monopolios ejercieran su poder, mientras 

que en la práctica las pérdidas dependen de los precios fijados por la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público a quien corresponde legalmente esa tarea; por otro 

lado, en el caso de los otros energéticos la elección es similar: para el gas lp vuelve a 

fijarse K=1, debido al monopolio de Pemex en la proveeduría, y de manera similar 

para el gas natural, pues Pemex es el único productor e importador de gas (salvo 

en algunas instancias aisladas en la frontera noroeste del país).

Sobre los honorarios médicos, se enfrenta el mismo problema que en el caso 

de las escuelas privadas debido a la diversidad de mercados que hay en México; por 

ello, y por la misma razón dada en el caso de las escuelas, establecemos K=4. Este 

valor coincide con el referente a gastos de hospitalización y análisis clínicos, el cual 

fue fijado pensando en el número de grandes grupos hospitalarios (Grupo Ángeles 

Servicios de Salud, Star Médica, Grupo Muguerza y Hospital Español). Finalmente, 

en el caso de pago de tarjeta de crédito se elige K=3, por BBVA Bancomer, Bana-

mex y Santander, puesto que en 2006 estos tres bancos controlaban el 68% de las 

comisiones de tarjetas de crédito y el 63% de la cartera de crédito asociada a estas 

tarjetas.

Establecidos los dieciséis valores de K, teniendo en el Cuadro 4 estimaciones 

de las dieciséis elasticidades-precio y empleando las ecuaciones (6), (22) y (23), 

pueden entonces estimarse cada uno de los componentes de la fórmula (21) del 

ingreso equivalente; esto se hace para cada uno de los hogares reportados en la 

enigh-2006 y luego, usando el factor de expansión correspondiente, se extrapola 

para todos los hogares en el país. Después se dividen éstos en los que pertenecen 
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al sector urbano y el rural, y luego para cada uno de los dos grupos se hace una 

clasificación en deciles de acuerdo con el ingreso (gasto total) original. El último 

paso consiste en la evaluación del impacto distributivo debido al ejercicio de poder 

de mercado por parte de las empresas oferentes; con ese fin se imputa el ingreso 

equivalente promedio para cada decil y se calcula la diferencia entre el gasto total 

hecho bajo las condiciones monopólicas y dicho ingreso (el cual es menor pues 

es el que se requeriría bajo competencia perfecta para alcanzar el mismo nivel de 

utilidad). Los resultados obtenidos son presentados en el Cuadro 5 para ambos 

sectores: el urbano y el rural.

Como se puede apreciar en el cuadro, los mayores impactos negativos son 

sobre los dos deciles de ingreso más alto. Este resultado no es sorprendente debido 

a que varios de los servicios considerados aquí son mayoritariamente contratados 

por los hogares de mayor ingreso (desde la educación privada hasta el empleo del 

transporte aéreo y de tarjetas de crédito). El resultado contrasta además con el ob-

tenido en Urzúa (2008), donde se establece que para el caso de bienes de consumo 

(no servicios) que son más afectados por las empresas con poder significativo de 

	

	 Urbano Rural

Decil

I	 124.69	 1.53	 1.23	 48.81	 0.45	 0.91

II	 617.18	 7.76	 1.26	 182.66	 3.50	 1.91

III	 1,092.17	 13.71	 1.26	 358.58	 2.66	 0.74

IV	 1,617.03	 14.49	 0.90	 612.41	 3.86	 0.63

V	 2,228.71	 34.14	 1.53	 934.89	 14.63	 1.56

VI	 3,018.56	 57.26	 1.90	 1,356.75	 22.87	 1.69

VII	 4,064.18	 64.87	 1.60	 1,907.95	 14.52	 0.76

VIII	 5,579.56	 195.23	 3.50	 2,731.77	 69.84	 2.56

IX	 8,245.71	 509.18	 6.18	 4,343.88	 221.29	 5.09

X	 20,593.06	 2,088.76	 10.14	 12,653.61	 1,136.78	 8.98

Ingreso

equivalente

promedio

Pérdidas

equivalente

promedio

% de las

pérdidas

equivalentes

Ingreso

equivalente

promedio

Pérdidas

equivalente

promedio

% de las

pérdidas

equivalentes

Cuadro 5

Distribución	de	las	pérdidas	debido	al	poder	de	mercado	en	servicios

Fuente: Estimaciones propias con datos de la ENIGH 2006
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mercado son los más pobres. Esto no es tampoco sorprendente, y los dos resul-

tados, tomados de manera conjunta, sugieren la necesidad de hacer un análisis 

global de incidencia.

Eso es de hecho lo que se hace en la siguiente sección, pero antes de ello vale 

la pena hacer otro análisis de los impactos del poder de mercado en el caso de 

los servicios bajo estudio, enfocándonos en la pérdida del bienestar de toda la 

sociedad en su conjunto; con ese fin, definamos, a la manera de Atkinson (1970), 

la siguiente función indirecta de bienestar social dependiente sólo de los ingresos 

(gastos) totales de los h hogares:    7

donde ε es un parámetro que refleja la aversión que tiene la sociedad a la des-

igualdad de ingresos entre la población. Cuando este parámetro es igual a cero, no 

hay aversión alguna, y ésta va creciendo a medida que el parámetro aumenta de 

valor (en el caso particular de ε  =1 la función (24) se transforma en una suma de 

logaritmos de los ingresos). Nótese que puede establecerse la función de bienestar 

social para todos los hogares mexicanos, o dos funciones de bienestar para cada 

uno de los dos ámbitos bajo consideración, el urbano y el rural. Aquí hacemos lo 

segundo meramente para establecer un paralelismo con el resto de los resultados.

Sea ahora ỹ el nivel de ingreso tal que si fuese igualmente distribuido a todos 

los hogares resultaría en un bienestar social idéntico al que se tiene realmente de 

acuerdo con la actual distribución del ingreso:

La expresión para dicha ỹ en el caso particular de (24) está dada en el Apén-

dice. Usando los ingresos equivalentes obtenidos con anterioridad para el caso 

de competencia perfecta, puede también calcularse el ingreso equivalente ỹ
e
 que 

satisface (25) una vez que se usan del lado derecho, como argumentos, los ingresos 

∑ =
−

−
=

H

h

ε
h

H ε
y

yyW
1

1

1
1

),...,( (24)

7	 La	suposición	clásica	de	que	la	función	indirecta	de	bienestar	social	depende	de	los	ingresos	mas	no	de	
los	precios	es	muy	debatible	(véase,	por	ejemplo,	la	discusión	en	Urzúa,	2005).	En	nuestro	contexto,	sin	
embargo,	esta	suposición	es	muy	útil.

W (ỹ,…ỹ) = W (y
1 
,…y

H   
) (25)
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equivalentes de los hogares; hecho lo anterior, y siguiendo a King (1983), pueden, 

entonces, representarse las pérdidas sociales proporcionales, debido al poder de 

mercado mediante el cociente:

(o, de manera equivalente, su inverso), el cual indica cuántas veces más el ingreso 

uniforme bajo competencia tendría que ser multiplicado para llegar al gasto uni-

forme que tendría que efectuarse bajo condiciones monopólicas. Los resultados 

obtenidos son presentados en el Cuadro 6. Como se puede apreciar, entre menos 

aversión exista hacia una mala distribución del ingreso, mayores son las pérdidas 

sociales (puesto que quienes más pierden con el poder de mercado son los hogares 

con más ingresos); menos obvio es un segundo resultado en el cuadro: indepen-

dientemente del grado de aversión de la sociedad hacia una mala distribución del 

ingreso, el sector rural registra mayores pérdidas sociales que el urbano.

 

6. impactos distributivos y regionales en la provisión

 de bienes y servicios

En esta última parte conjuntamos los resultados obtenidos para el caso de los die-

ciséis sectores de servicios con los obtenidos en Urzúa (2008) para el caso de los 

siguientes siete bienes de consumo: tortilla de maíz; carnes procesadas; pollo y 

 Parámetro de aversión  Pérdidas sociales proporcionales

 a la desigualdad

	 Urbano Rural

	 0	 1.0834	 1.0880

	 0.5	 1.0671	 1.0751

	 1	 1.0384	 1.0573

	 2	 1.0036	 1.0166

Cuadro 6

Pérdidas	sociales	debido	al	poder	de	mercado	en	servicios

Fuente: Estimaciones propias con datos de la ENIGH 2006

c = ỹ / ỹ
e (26)
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huevo; leche de vaca; refrescos, jugos y agua envasada; cerveza y finalmente, medi-

camentos. Hay, sin embargo, un asunto que se tiene que resolver antes de proceder 

a conjuntar los resultados de los dos trabajos. El problema es que en Urzúa (2008) 

no se establece de manera expresa ningún sistema de demanda para los bienes 

de consumo bajo estudio, sino un sistema que permite inferir las elasticidades de 

demanda una vez que se toma en cuenta que la variación en los valores unitarios 

registrados en las enigh pueden deberse a cambios en la calidad de los productos, 

antes que a cambios en los precios.  8   Por ello, no se puede efectuar un análisis de 

incidencia similar al que se hizo en la sección anterior, sino que se requiere tomar 

una vía indirecta y calcular tanto para los dieciséis servicios como para los siete 

bienes de consumo las correspondientes pérdidas de excedente del consumidor.

Con tal propósito, en esta sección se aproximará la demanda de cada bien o 

servicio a través de una función lineal (véase Urzúa 2008 para más detalles); en 

este caso, la pérdida neta en el excedente de los consumidores, b, corresponde a 

la mitad de la diferencia de precios multiplicada por la reducción en la cantidad 

demandada. De manera algebraica, la pérdida del excedente está dada por:

Tras aproximar de manera lineal la elasticidad de la demanda respecto a 

su precio como:

y tras insertar (28) en (27) y utilizar la hipótesis de estructura industrial especifica-

da en la ecuación (6), se puede entonces aproximar la pérdida total del excedente 

como:

8	 La	manera	indirecta	como	se	estiman	dichas	elasticidades	es	a	través	del	método	de	variaciones	espacia-
les	de	Deaton	(1987	y	1990).

2

))(( mccm qqpp
B

−−
= (27)

mcm

mcm

ppp

qqqη
/)(

/)(

−

−
= (28)

θη
qp

B
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2
−= (29)
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Como se notó con anterioridad, si se supone que las K empresas que partici-

pan en un mercado son idénticas y la variación conjetural se ajusta a la hipótesis 

de Cournot, entonces θ=K. Con este dato y la elasticidad-precio puede entonces 

calcularse (29) para cada uno de los siete bienes y los dieciséis servicios; hecho esto, 

la pérdida de bienestar total relativa al gasto total de cada hogar puede entonces 

estimarse como:

Empleando (30) puede uno establecer el impacto distributivo de la existencia 

de poder de mercado en los bienes y servicios de la siguiente manera: Primero, 

para cada hogar se calcula la pérdida relativa total y luego se calcula entre todos los 

hogares de cada decil el promedio de las pérdidas relativas al gasto total. Posterior-

mente, una vez identificado el decil con menores pérdidas relativas, se expresan 

todas las pérdidas otra vez de manera relativa, pero ahora respecto a las sufridas 

por el decil menos perjudicado. Los resultados así obtenidos se presentan, para los 

dos casos, urbano y rural, en el Cuadro 7.

Decil Hogares urbanos Hogares rurales

 Pérdida	relativa*	 Pérdida	relativa*	 

	

	 I	 1.154	 	 1.175

	 II	 1.141	 	 1.143

	 III	 1.127	 	 1.162

	 IV	 1.107	 	 1.146

	 V	 1.104	 	 1.145

	 VI	 1.089	 	 1.093

	 VII	 1.056	 	 1.094

	 VIII	 1.039	 	 0.999

	 IX	 1.028	 	 0.962

	 X	 1.000	 	 1.000

Cuadro 7

Distribución	de	pérdidas	totales	debido	al	poder	de	mercado	en	bienes	y	servicios

*  Respecto al decil X.

Fuente: Urzúa (2008) y estimaciones propias.

∑
=

=
n

i

i

y

B
L

1

(30)
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Es interesante notar que, como muestra el cuadro, la monotonicidad en el caso 

de las pérdidas de bienestar presente en Urzúa (2008), a saber, a menor ingreso 

mayor la pérdida relativa, se preserva plenamente, de nueva cuenta, en el caso del 

sector urbano y se preserva casi totalmente en el sector rural. Así, la no regresivi-

dad del poder monopólico que se presenta en el caso de los servicios (pues los más 

afectados son los deciles más ricos) es cancelada una vez que se incluyen los bienes 

de consumo. La razón parecería radicar en el hecho de que los deciles más pobres 

emplean gran parte de sus ingresos en bienes de consumo y no en contratación de 

servicios.

Finalmente, ¿qué hay de los impactos espaciales del poder de mercado? De 

manera similar a los ejercicios hechos en Urzúa (2008) en el caso de los siete bienes 

de consumo, el Cuadro 8 y la Figura 1 presentan el resultado de hacer un análisis de 

incidencia para cada una de las 32 entidades federativas. El procedimiento es muy 

similar al seguido con anterioridad, excepto por un agregado: para cada estado se 

calculan de manera independiente las pérdidas relativas de los hogares urbanos y 

rurales, y sólo después de eso se suman éstas. Como muestran de manera fehacien-

te el cuadro y la figura, y de manera similar a lo obtenido en Urzúa (2008), los im-

pactos mayores sobre el bienestar social debido al ejercicio de poder de mercado 

se dan en los estados sureños, los más pobres.

Figura 1

Pérdidas	totales	de	bienestar	social	en	las	entidades	federativas	

debido	al	poder	de	mercado	en	bienes	y	servicios

Alto ≥ 1.51

1.31< Medio < 1.51

Bajo ≤  1.31
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	 Entidad Pérdida relativa*

	 Aguascalientes	 1.263

	 Baja	California	 1.246

	 Baja	California	Sur	 1.000

	 Campeche	 1.640

	 Coahuila	 1.309

	 Colima	 1.256

	 Chiapas	 1.807

	 Chihuahua	 1.004

	 Distrito	Federal	 1.305

	 Durango	 1.229

	 Guanajuato	 1.381

	 Guerrero	 1.567

	 Hidalgo	 1.511

	 Jalisco	 1.263

	 México	 1.468

	 Michoacán	 1.509

	 Entidad Pérdida relativa*

	 Morelos	 1.469

	 Nayarit	 1.256

	 Nuevo	León	 1.384

	 Oaxaca	 1.792

	 Puebla	 1.523

	 Querétaro	 1.273

	 Quintana	Roo	 1.600

	 San	Luis	Potosí	 1.327

	 Sinaloa	 1.338

	 Sonora	 1.250

	 Tabasco	 1.613

	 Tamaulipas	 1.478

	 Tlaxcala	 1.538

	 Veracruz	 1.523

	 Yucatán	 1.544

	 Zacatecas	 1.296

Cuadro 8

Pérdidas	estales	de	bienestar	debido	al	poder	de	mercado	en	bienes	y	servicios

*  Respecto a Baja California Sur, la entidad con la menor pérdida en términos absolutos.

Fuente: Urzúa (2008) y estimaciones propias.

8.  Conclusión

Este trabajo ha mostrado que las pérdidas en el bienestar social debidas al ejerci-

cio de poder de mercado son mayores en términos relativos para los estratos con 

mayores ingresos en el caso de la contratación de servicios; no obstante, una vez 

que se conjuntan dichos resultados con los obtenidos en Urzúa (2008) para el caso 

de siete bienes de consumo donde se presume también un poder de mercado sig-

nificativo, las pérdidas totales en el bienestar se vuelven relativamente mayores en 

el caso de los estratos con menores ingresos, así como en el caso de las entidades 

federativas más atrasadas.
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Apéndice: Algunas derivaciones algebraicas

Derivación de la relación de Frisch (ecuación 15)

La ecuación de Frisch, dada en el texto sin prueba alguna, es:

Para probar esta relación nótese primero que si la utilidad es aditivamente 

separable, u(x)=  u
1
(x

1
)+…+  u

n
(  x

n  
) , la condición de optimalidad para cada bien es 

de la forma: 

donde λ es el multiplicador de Lagrange correspondiente a la restricción pre-

supuestaria p
1    
x

1
+…+p

n
x

n
  = y.  λ, al ser un precio sombra, puede interpretarse como 

la utilidad marginal del ingreso (es decir, es la derivada de la utilidad indirecta res-

pecto al ingreso). Tomando ahora el logaritmo natural en ambos lados de la ecua-

ción (a2) y derivando después con respecto a ln(y), que equivale a derivar primero 

con respecto a y para después multiplicar la derivada por y, se obtiene que:

donde el lado derecho es la elasticidad de la utilidad marginal del ingreso res-

pecto al propio ingreso, justo el parámetro de Frisch. Volviendo a tomar logarit-

mos en (a1), pero ahora derivando con respecto a ln(p
j
) resulta:
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donde δ
ij 

es la δ de Kronecker (igual a uno cuando sus dos subíndices son 

iguales y a cero en otro caso). Usando (a2) y (a3) para deshacerse de las derivadas 

de la utilidad, y utilizando las expresiones de las elasticidades precio e ingreso, se 

obtiene que:

(nótese que en el texto y en (a1) la elasticidad propia η
ii
 se expresa simple-

mente como η
i
). El último paso consiste en deshacerse de ζ

j
 en (a4). Para ello 

recuérdese que, tras derivar ambos lados de la restricción presupuestaria respecto 

al ingreso y al precio de un bien, se pueden obtener las dos condiciones clásicas de 

agregación:

Insertando en (a6) la elasticidad cruzada (a4) y arreglando términos se ob-

tiene que:

por lo que, empleando (a5) y arreglando de nueva cuenta los términos, resulta:

Finalmente, usando (a8) en (a4) se tiene la ecuación, de manera general,

La ecuación (a1), ó (15) en el texto, es un caso particular de (a9) en el caso que 

i=j .
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El parámetro de Frisch para un sistema de gasto lineal (ecuación 18)

El parámetro de Frisch está definido indirectamente en (a2) a través del precio 

sombra de la restricción presupuestaria. Éste a su vez corresponde a la derivada 

parcial de la función de utilidad indirecta respecto al ingreso, por lo que, emplean-

do la ecuación (9) en el texto, λ=1 / (y-m). En consecuencia

como se establece en la ecuación (19).

Prueba de la ecuación (20)

Derivando con respecto a ln(y) ambos lados de la ecuación (19) encontramos 

que:

y como el primer, segundo y tercer término del lado izquierdo son, respectiva-

mente, 0, y 1, la ecuación (20) se sigue de inmediato.

Prueba de la ecuación (22)

Reescribiendo la ecuación de la demanda dada en (8) se tiene que:

Tomando ahora logaritmos naturales en ambos lados de esta ecuación y deri-

vando después respecto al logaritmo del ingreso se tiene que:
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donde se sigue la ecuación (22).

Prueba de la ecuación (23)

Tomando de nueva cuenta logaritmos naturales en ambos lados de la ecuación 

(22), pero derivando ahora respecto al logaritmo del precio se tiene que:

y por tanto:

Solución de (25) para el caso de la función de bienestar social (24)

Sustituyendo (24) en (25) y arreglando términos se llega a que:

siempre y cuando ε no sea igual a uno. Si lo es, entonces:
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resumen

El presente artículo estima la relación entre el gasto en nómina magisterial de los esta-

dos y las transferencias que éstos reciben por parte de la Federación por concepto del 

faeb para financiar el gasto en educación básica y normal que ejercen desde la descentrali-

zación educativa de 1992. Se encuentra que entidades con mayor porcentaje de maestros es-

tatales en relación con el número total de maestros, previo a la descentralización, otorgan 

menores incrementos salariales a los docentes. Esto se debe a un efecto ingreso negativo 

sobre éstas, derivado de la forma de distribución del faeb previo a 2008.

Abstract

This paper estimates the relationship between payroll expenditures of the States and the 

transfers the former receive by the Federal Government to finance education (faeb).faeb).). 

It is found that States with a greater percentage of State teachers before the education de-

scentralization of 1992, grant less salary raises to teachers. This is caused by the existence of 

a negative income effect on these States, due to the disribution rules of faeb prior to 2008. 

palabras clave:  Gasto educativo, nómina magisterial, faeb, descentralización educativa. 

Clasificación jel: h52 , h75 , h77.
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1999-2004
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1. Introducción

A partir de 1978   1 se inició en México un proceso de descentralización educativa 

que culminó en 1992 con la firma del Acuerdo Nacional para la Modernización de 

la Educación Básica y Normal (anmeb). La firma del anmeb implicó la transferen-

cia del personal magisterial de la Federación a los estados. En 1998 se creó el Fondo 

de Aportaciones para la Educación Básica y Normal (faeb), fondo federal que se 

transfiere a los estados para apoyar en el financiamiento de la educación básica y 

normal. Sin embargo, hasta antes de la reforma fiscal aprobada por el H. Congreso 

de la Unión en septiembre de 2007, dicho fondo se distribuía entre las entidades 

según el personal transferido a éstas en 1992. Además, la firma del anmeb modi-

ficó el esquema de negociación salarial magisterial. Previo a 1992 la negociación 

se llevaba a cabo entre la Federación y el Sindicato Nacional de Trabajadores de 

la Educación (snte), es decir era una situación de monopolio bilateral  (Andere,	
2006	pp.	254). Tras la descentralización de ese año, se creó una segunda ronda de 

negociaciones, ahora entre las autoridades estatales y las secciones sindicales loca-

les, los cuales son parte del snte. Esta segunda ronda de negociaciones enfrenta 

a gobiernos locales con la estructura de poder del snte. En ésta se otorgan incre-

mentos adicionales a los otorgados por la Federación en la negociación nacional.  

El propósito del presente trabajo es investigar si, dada la existencia de incre-

mentos adicionales otorgados por lo estados, se han generado diferencias entre 

los estados en el gasto en nómina que destinan a la educación básica y normal. 

Asimismo se busca investigar si estas diferencias se deben al marco institucional 

vigente, particularmente a la forma de distribución del faeb, así como a caracterís-

ticas particulares de los estados, tales como otros ingresos federales recibidos, Pro-

ducto Interno Bruto (pib), afiliación partidista del gobernador del estado, nivel de 

conflicto entre autoridad y sindicatos, etcétera.

El presente trabajo se divide en tres secciones. En la primera se hace una des-

cripción de los antecedentes de la descentralización de la educación básica de 1992.  

En la segunda, se muestra la evidencia empírica (utilizando la base de datos cons-

truida específicamente para este trabajo) para estimar el impacto de incrementos 

en el faeb sobre el gasto en nómina magisterial. En la tercera, se analizan y cuanti-

fican los efectos de la rezonificación de maestros y de la reforma fiscal aprobada en 

1	 En	1978	se	crearon	coordinaciones	generales	en	los	estados	para	manejar	la	educación	(Latapí	y	Ulloa,	
2000,	pp.	17-24.)
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2007, sobre las finanzas públicas de los estados. Esta sección es relevante debido a 

que los dos sucesos podrían modificar las decisiones de gasto en nómina de maes-

tros que toman los estados. Finalmente, se presentan las conclusiones, así como 

algunas implicaciones de política pública en lo que al tema de gasto educativo y 

federalismo fiscal se refiere.

2. Antecedentes del problema

En esta sección se busca describir brevemente en qué consistió la descentralización 

de la educación básica y normal llevada a cabo en 1992. En particular, se describen 

tres elementos asociados con este proceso, la firma del anmeb, la creación del 

faeb, y finalmente las modificaciones al esquema de negociación de salarios de 

maestros que derivaron de la descentralización. 

En mayo de 1992 se firmó el anmeb, signado por la Secretaría de Educación 

Pública, el snte y los gobernadores de los 31 estados de la República. Éste tenía 

como una de sus principales características la descentralización de las funciones 

educativas que correspondían a la Federación, estableciendo que las escuelas y per-

sonal (magisterial y burocrático) fuesen transferidos a los estados, los cuales se 

convirtieron en responsables de la educación básica y normal dentro de sus terri-

torios, sin que el Gobierno Federal desatendiera estas actividades (anmeb, 1992). 
El desigual rol dentro del sector educativo, adoptado por los gobiernos locales, 

había provocado que algunos estados contaran con subsistemas educativos pro-

pios, previo al anmeb. Las disparidades entre los estados en cuanto a porcentaje 

de maestros federalizados y estatales eran elevadas. Mientras que en estados como 

Hidalgo no existían maestros estatales, en entidades como el Estado de México, 

éstos representaban alrededor de la mitad de la plantilla total. 

Entre 1992 y 1997, la Federación apoyó con recursos a los estados, mediante 

convenios para que éstos pudieran financiar las nuevas potestades educativas que 

les habían sido cedidas tras el anmeb. A partir de 1998 se incluyó el faeb en el Pre-

supuesto de Egresos de la Federación (pef), formalizando los apoyos financieros 

en materia educativa que la Federación otorgó a los estados. 

Previo a la Reforma Fiscal de 2007, uno de los criterios más importantes que se 

utilizaba para distribuir el faeb era el monto de los recursos transferidos en 1992 
a las diferentes entidades federativas. Esto derivó en una relación positiva entre 

el porcentaje de maestros federalizados en los estados y el monto del faeb que 

reciben las entidades.
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La descentralización también modificó el esquema de negociación salarial de 

los maestros. El snte pasó de negociar con una institución fuerte, el Gobierno 

Federal, a hacerlo con 31 gobiernos locales con incentivos diversos.

A través de entrevistas con funcionarios, el autor de este trabajo ha podido 

confirmar lo expresado por Andere:    2    el snte obtiene en cada estado un incremen-

to igual o superior al negociado con la Federación; en otras palabras, la Federación, 

al negociar en mayo de cada año los incrementos salariales con el snte, implíci-

tamente establece un “piso” de negociación para cada estado con sus respectivas 

secciones sindicales. 

Por lo tanto, negociación salarial que lleva a cabo la Federación con el snte 

impacta, no sólo en los salarios de los maestros federalizados (impacto directo), 

sino también en los de los maestros estatales (impacto indirecto a través de la 

negociación estatal). Lo mismo ocurre con la negociación salarial a nivel estatal, 

ésta tiene un efecto sobre los salarios de los maestros estatales pero también de los 

federalizados. 

3. Evidencia empírica

Es de interés para este trabajo la información de los ingresos y egresos brutos de 

los estados en materia educativa. La clasificación de la información de egresos 

presentada por el inegi, en el documento Finanzas Públicas Estatales y Municipa-

les de México, está hecha por capítulos de gasto. En el nivel estatal se cuenta con 

los siguientes capítulos de gasto: servicios personales; materiales y suministros; 

servicios generales; subsidios, transferencias y ayudas; adquisición de bienes mue-

bles e inmuebles; obras públicas y acciones sociales; inversión financiera; recursos 

federales y estatales a municipios; otros egresos; por cuenta de terceros; y deuda 

pública”.    3

Los capítulos de gasto más relevantes para este trabajo son 1000 Servicios Per-

sonales, 4000 Ayudas, Subsidios y Transferencias, y finalmente 6000 Obras Públicas. 

Estos capítulos son relevantes por varias razones: primeramente, la nómina de los 

maestros estatales se encuentra contabilizada dentro del capítulo 1000, particular-

mente en el gasto de nómina de las diferentes Secretarías de Educación o similares. 

Segundo, muchos de los estados contabilizan a la nómina de los maestros fede-

2	 Andere	(2006),	pp.	254-255.
3	 inegi	(2006),	pp.	9



transferencias federales      123

ralizados dentro del capítulo 1000 de las secretarías de Educación. Sin embargo, 

algunas entidades, por ejemplo el Estado de México, contabilizan a estos maestros 

dentro del capítulo 4000.   4 La razón está que en algunos estados, el pago de la 

nómina no se realiza directamente, sino que se hace mediante una transferencia a 

un organismo que agrupa a los maestros federalizados de la entidad. Finalmente, 

el capítulo 6000 es un gasto destinado a generar infraestructura física     5  y es no 

recurrente.

Dadas las diferencias en contabilidad entre los estados y dentro de cada uno 

de éstos, a lo largo del tiempo, fue preciso homogeneizar los datos para que fueran 

comparables.  6 Para ello, se ha hecho una estimación de la nómina total de maes-

tros en cada estado. Dicha estimación es la suma de los rubros 1000 Secretaría de 

Educación (1000 se) y 4000 Educación Básica (4000 eb). Sin embargo, algunos 

estados contabilizan en algunos años, el rubro 4000 eb dentro de 4000 ie, por lo 

que fue necesario diferenciar dichos apartados para algunos años. De esta manera 

se obtuvo una estimación del gasto anual en nómina magisterial de cada estado 

para el periodo 1999 a 2004.
Se realizaron dos tipos de estimaciones. En la primera se estimó el impacto del 

faeb recibido por maestro por cada estado sobre el gasto en nómina incurrido por 

maestro, por el total de maestros en la entidad. En la segunda se estimó la elastici-

dad faeb del gasto en nómina magisterial. Ambas estimaciones se realizaron por 

el método de Mínimos Cuadrados Ordinarios (mco) y también con el Modelo de 

Efectos Fijos (mef).

3.1  Estimación del gasto en nómina por maestro

Se presentan cuatro variaciones de cada modelo. En cada una de éstas se controlan 

las estimaciones con tres variables: Fondo General de Participaciones (fgp) per 

cápita, pib estatal per cápita y gasto en obra pública per cápita. La razón por la que 

se utiliza fgp per cápita es porque dicho fondo se compone de recursos de libre 

disposición que la Federación transfiere a los estados, los cuales representan alre-

dedor de una tercera parte de los ingresos totales de éstos. 

4	 Entrevista	con	funcionarios	públicos	de	la	Entidad.
5	 asofis,	pp.	73.
6	 Para	mayor	referencia	sobre	la	homologación	de	contabilidad	de	los	estados	hecha	para	la	presente	

investigación, véase Villanueva Sánchez (2007), pp. 75-88.
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El fgp es un reflejo por tanto, de la flexibilidad financiera con la que cuentan 

los estados. Asimismo se controla por las siguientes variables dicotómicas: gober-

nador del estado es del Partido Revolucionario Institucional (pri), gobernador del 

estado es del Partido Acción Nacional (pan), gobernador del estado es del Partido 

de la Revolución Democrática (prd), año previo a la elección de gobernador, año 

de la elección de gobernador, año posterior a la elección de gobernador.

Adicionalmente, se incluyen tres variables dicotómicas de control:   7 alto nivel 

de conflicto entre autoridad y sindicato, medio nivel de conflicto entre autoridad y 

sindicato y bajo nivel de conflicto entre autoridad y sindicato.  8 Finalmente se con-

trola por el porcentaje de maestros federalizados existentes en 1992 en cada estado 

y por el año de la observación (1999 a 2004), utilizando una variable dicotómica 

para cada año.

En cada variación del modelo se interactúa el faeb por maestro con alguna(s) 

variable(s). Las variables interactuadas en cada variación del modelo son las si-

guientes: porcentaje de maestros federalizados, variables dicotómicas para cada 

partido gobernante, variables dicotómicas para los años previo, posterior y de la 

elección del gobernador en el estado, variables dicotómicas para los tres niveles 

de conflicto entre autoridad y sindicato en el estado. La interacciones de variables 

con el faeb por maestro indican cómo impactan las variables interactuadas en la 

relación entre faeb por maestro y gasto en nómina magisterial por maestro.

Las estimaciones se muestran en el cuadro 2.1.
A partir de las estimaciones se pueden realizar las siguientes interpretaciones:

Existe una relación positiva entre faeb que reciben los estados y su gasto en nómi-

na magisterial. Particularmente se estima que por cada peso que se incrementa el 

faeb por maestro que recibe un estado, éste incrementa su gasto en nómina ma-

gisterial en 1.97 pesos. Este resultado no se mantiene en el caso de los modelos en 

que se interactúa la variable del faeb con las variables de nivel de conflicto entre 

autoridad y sindicato.

Utilizando mef no se rechaza la hipótesis de que la interacción de la variable de 

porcentaje de maestros federalizados en 1992, con el monto del faeb por maestro, 

7	 Estas	variables	se	construyen	a	partir	de	 la	clasiicación	presentada	en	Banco	Mundial	 (2006)	pp.	92.	
Dicha	clasiicación	fue realizada por Álvarez, García Moreno y Patrinos (2006).

8	 La	 clasiicación	 utilizada	 no	 asigna	 ningún	 nivel	 de	 conlicto	 al	 Estado	 de	 Baja	 California	 Sur	 entre	
autoridad	y	sindicato,	por	lo	que	incluir	las	tres	variables	dicotómicas	en	las	estimaciones	no	genera	un	
problema	de	multicolinealidad.
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no sea significativa. Esto implica que no hay diferencias significativas entre enti-

dades con distintos porcentajes de maestros federalizados en la relación Nómina/

faeb. Dado que el faeb se distribuye de tal manera que sólo financia incrementos 

salariales de maestros federalizados, el hecho de que no existan diferencias en la 

relación antes mencionada implica que los incrementos salariales otorgados en las 

negociaciones salariales locales son distintos entre entidades con diferente porcen-

taje de maestros federalizados. Así, entidades con un porcentaje elevado de maes-

tros federalizados otorgan mayores incrementos salariales en las negociaciones lo-

cales. Lo opuesto ocurre en estados cuyo porcentaje es bajo. Esto es consistente con 

lo indicado por el marco teórico en los modelos analizados en la sección 2.

Se observa que el porcentaje de maestros federalizados tiene una relación inversa 

con los niveles de gasto en nómina magisterial. Ello implica que las entidades con 

un alto porcentaje de maestros federalizados, parten de un gasto en nómina menor, 

pero otorgan incrementos salariales mayores.

No se observa que estados con un alto nivel de conflicto entre autoridad y sindi-

cato tengan mayores niveles de gasto en nómina magisterial que los observados en 

entidades con un nivel medio o bajo.

Las entidades gobernadas por el pri muestran una mayor relación entre faeb y 

gasto en nómina magisterial que las gobernadas por el pan o el prd. Sin embar-

go, se estima que estas entidades tienen un menor nivel de gasto en nómina por 

maestro.

El ciclo electoral no tiene relación con el gasto en nómina de docentes. 

La relación entre gasto en nómina y gasto en obra pública es inversa y estadística-

mente significativa.

3.2  Estimación de la elasticidad faeb de la nómina magisterial

La estimación de la elasticidad faeb del gasto en nómina magisteral se hizo par-

tiendo del siguiente modelo.

donde:

Y
1 
= Nómina de la Secretaría de Educación para la observación i, 

c  = Constante;   

X
1 i  

=Monto anual de faeb para la observación i

iii eLnXβcLnY ++=
11

(2.1)
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Cuadro 2.1 Nómina por maestro

Variables explicativas/explicadas  Mínimos Cuadrados Ordinarios  Modelo de Efectos Fijos

Constante	 -51.80	 156.99 70.63 451.76 -12.25	 -80.93	 -30.34	 236.72
	 68.93 35.76*** 35.28** 109.22***	 116.98 175.01 108.51 152.11

FAEB	por	maestro	 1.97 1.01 1.12	 -0.02	 0.91	 1.22 0.98 -3.62
	 0.46*** 0.16*** 0.15*** 0.35 1.16 0.61** 0.46** 1.99*

 
 Interacción de variables con FAEB por maestro

Porcentaje	de	maestros	federalizados	 -1.07	 	 	 	 0.12
	 0.51**    1.03

Gobernador	del	PRI	 	 0.35	 	 	 	 -0.21
	 	 0.16**	 	 	 	 0.46

Gobernador	del	PAN	 	 	 	 	 	 -0.20
	 	 	 	 	 	 0.48
Gobernador	del	PRD	 	 -0.06
  0.17

Año	previo	a	elección	de	gobernador	 	 	 -0.01   	 0.02
	 	 	 0.17    0.10

Año	de	elección	de	gobernador	 	 	 0.06	 	 	 	 -0.03
	 	 	 0.18    0.13

Año	posterior	a	elección	de	gobernador	 	 	 0.08	 	 	 	 0.12
	 	 	 0.16    0.10

Alto	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 	 	 	 0.89    5.16
	 	 	 	 0.41**    1.93***

Medio	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 	 	 	 1.06    4.69
	 	 	 	 0.35***    1.93**

Bajo	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 	 	 	 1.21    4.27
	 	 	 	 0.36***    1.91**

  
 Variables dicotómicas

Gobernador	del	PRI	 -2.54	 -69.59	 -2.39	 -3.11	 27.14	 97.40	 32.70	 -212.13
	 6.08 34.05** 6.23 6.25 26.12 153.37 28.90 104.17**



tr
a

n
sferen

cia
s fed

er
a

les  
    127

Gobernador	del	PAN	 	 	 	 	 30.46	 98.66	 35.81	 -206.77
	 	 	 	 	 25.90 155.23 28.41 104.12**

Gobernador	del	PRD	 4.76	 19.14	 7.50	 11.22
	 8.59 37.15 8.81 8.41

Año	previo	a	elección	de	gobernador	 -9.33	 -10.81	 -8.31	 -9.29	 -5.80	 -5.87	 -10.62	 -6.16
	 8.29 8.383 8.56 8.41 4.60 4.69 20.72 4.44

Año	de	elección	de	gobernador	 -6.38	 -8.32	 -18.10	 -7.90	 -3.12	 -3.35	 1.82	 -2.24
	 7.47 6.93 36.99 7.48 5.17 5.16 24.44 4.96

Año	posterior	a	elección	de	gobernador	 -2.99	 -2.24	 -17.85	 -3.55	 -2.32	 -2.07	 -25.49	 2.53
	 6.96 6.93 33.13 6.92 4.53 4.56 20.25 4.45

Alto	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 -42.08 -46.50	 -15.51	 -338.89
 21.04** 15.50*** 20.73 108.99***

Medio	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 -27.38	 -35.33	 -4.87	 -360.63
 19.71 15.39** 19.62 106.13***

Bajo	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 -41.76 -43.22	 -14.86	 -398.70
 19.54** 14.23*** 18.93 107.38***

	 Variables de control

Porcentaje	de	maestros	federalizados	 122.12	 -99.57 -80.66 -80.46
	 87.00 28.14*** 26.99*** 27.43***

FGP	per	cápita	 0.89	 1.41	 2.20	 2.90	 10.80	 11.78	 19.95	 15.89
	 3.92 4.12 3.95 3.95 22.60 22.59 23.76 21.83

PIB	per	cápita	 90.42	 -214.97	 -33.75	 -1.64	 -163.68	 -140.03	 -95.87	 237.16
	 169.05 197.79 172.50 179.85 765.98 759.00 785.09 750.95

Obra	Pública	per	cápita	 -3.12	 4.20	 -1.62	 -1.37	 -21.28 -21.35 -20.00 -18.59
	 12.38 12.56 12.38 12.03 8.81** 8.96** 8.94** 9.13**

Observaciones	 176	 176	 176	 176	 176	 176	 176	 176

*Signiicativo	al	10%	 **Signiicativo	al	5%	 ***Signiicativo	al	1%

El valor de la desviación estándar se encuentra debajo de cada estimación.

En el caso de las estimaciones con Mínimos Cuadrados Ordinarios, se controla  por el año de la observación utilizando una variable dicotómica para cada uno de éstos.

Nota: Existen diferencias con respecto a las estimaciones de Villanueva Sánchez (2007) por una correción de la codificación.
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Cuadro 2.2 Ln Nómina 

Variables explicativas/explicadas  Mínimos Cuadrados Ordinarios  Modelo de Efectos Fijos

Constante	 -0.33	 -3.61 -1.25 13.47	 -9.99	 -11.07	 -13.21	 -3.83
	 2.26 0.77*** 0.58* 3.36*** 9.68 10.61 9.54 9.57

Ln	FAEB	 0.99 1.02 1.05	 0.01	 1.47	  1.59 -0.30
	 0.15*** 0.06*** 0.04*** 0.24 0.85*  0.60*** 1.31

 Interacción de variables con Ln FAEB 

Porcentaje	de	maestros	federalizados	 0.06	 	 	 	 -0.09
	 0.15    0.67

Gobernador	del	PRI	 	 0.00	 	 	 	 1.37
	 	 0.06    0.56**

Gobernador	del	PAN	 	 0.19	 	 	 	 1.36
	 	 0.06***	 	 	 	 0.58**
Gobernador	del	PRD	 	 	 	 	 	 1.48
	 	 	 	 	 	 0.66**

Año	previo	a	elección	de	gobernador	 	 	 -0.30	 	 	 	 0.22
	 	 	 0.92    0.60

Año	de	elección	de	gobernador	 	 	 0.71	 	 	 	 0.86
	 	 	 0.77    0.70

Año	posterior	a	elección	de	gobernador	 	 	 0.44	 	 	 	 0.44
	 	 	 0.71    0.66

Alto	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 	 	 	 1.05    1.64
	 	 	 	 0.24***    1.11

Medio	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 	 	 	 1.00    1.15
	 	 	 	 0.24***    1.11

Bajo	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 	 	 	 1.04	 	 	 	 1.01
	 	 	 	 0.24***    1.08

 Variables dicotómicas

Gobernador	del	PRI	 -0.04	 2.76	 -0.04	 -0.04	 0.10	 1.57	 0.05	 -0.21
	 0.03 0.68*** 0.03 0.03 0.13 5.19 0.14 0.29
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Gobernador	del	PAN	 	 	 	 	 0.19	 1.81	 0.15	 -0.11
	 	 	 	 	 0.13 5.42 0.14	 0.30

Gobernador	del	PRD	 0.07	 2.90 0.08 0.10
	 0.04 0.96*** 0.04* 0.04**

Año	previo	a	elección	de	gobernador	 -0.03	 -0.03	 -0.16	 -0.02	 -0.02	 -0.03	 -0.22	 -0.03
	 0.05 0.05 0.90 0.05 0.02 0.02 0.60 0.02

Año	de	elección	de	gobernador	 0.00	 0.00	 0.56	 0.00	 0.01	 0.01	 0.86	 0.01
	 0.04 0.04 0.77 0.04 0.03 0.03 0.70 0.03

Año	posterior	a	elección	de	gobernador	 0.01	 0.01	 0.38	 -0.01	 0.00	 0.00	 0.44	 0.00
	 0.04 0.04 0.70 0.04 0.02 0.02 0.66 0.02

Alto	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 -0.06	 -0.08	 -0.04	 -14.95
	 0.07 0.04* 0.06 3.34***

Media	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 	0.04	 0.00	 0.05	 -14.17
	 0.07 0.04 0.06 3.34***

Bajo	nivel	de	conlicto	entre	autoridad	y	sindicato	 -0.07	 -0.14	 -0.05	 -14.88
	 0.07 0.04*** 0.06 3.41***

 Variables de control

Porcentaje	de	maestros	federalizados	 -0.87	 0.09	 0.03	 0.02
	 2.40 0.15 0.14 0.15

LnFGP		 0.01	 0.01	 0.01	 0.01	 0.12	 0.13	 0.08	 0.25
	 0.04 0.04 0.04 0.04 0.31 0.32 0.32 0.32

Ln	PIB		 0.12 0.08 0.11 0.11	 0.25	 0.23	 0.34	 0.36
	 0.05** 0.05* 0.05** 0.05** 0.31 0.30 0.31 0.36

Ln	en	Obra	Pública	 -0.06 -0.03 -0.06 -0.05 -0.06 -0.06 -0.06 -0.06
	 0.02*** 0.02 0.02*** 0.02** 0.02*** 0.02*** 0.02*** 0.02***

Observaciones	 176	 176	 176	 176	 176	 176	 176	 176

*Signiicativo	al	10%	 **Signiicativo	al	5%	 ***Signiicativo	al	1%

El	valor	de	la	desviación	estándar	se	encuentra	debajo	de	cada	estimación.

En	el	caso	de	las	estimaciones	con	Mínimos	Cuadrados	Ordinarios,	se	controla		por	el	año	de	la	observación	utilizando	una	variable	dicotómica	para	cada	uno	de	éstos.

Nota: Existen	diferencias	con	respecto	a	las	estimaciones	de	Villanueva	Sánchez	(2007)	por	una	corrección	de	la	codiicación.
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Para este modelo, es posible interpretar el parámetro β
1  
 como la elasticidad del 

gasto en nómina magisterial del estado con respecto al faeb que recibe la entidad. 

Al igual que en el caso de las estimaciones anteriores se utilizó mco y mef. Se 

empleó el logaritmo de las variables absolutas (sin ajustar en términos per cápita) 

que se consideraron como variables de control en las estimaciones anteriores. En 

el cuadro 2.2 se mostró el resultado de las estimaciones. 

A partir de éstas, es posible realizar las siguientes interpretaciones:

La estimación puntual de la elasticidad faeb del gasto en nómina magisterial es 

alrededor de 1 para la mayoría de las estimaciones. 

El gasto en obra pública tiene una relación inversa con el gasto en nómina magis-

terial. En particular se estima que un incremento en el gasto en obra pública de 1% 

reduce el gasto en nómina magisterial en 0.06%.
Se estima que en las entidades gobernadas por el prd, el gasto en nómina respon-

de de mayor manera a cambios en el faeb que en el resto de las entidades.

Al igual que en las estimaciones anteriores, no se encuentra una relación entre ci-

clo electoral y nivel conflicto entre autoridades y sindicatos con el gasto en nómina 

de docentes.

4. perspectivas

Durante 2006 y 2007 ocurrieron dos eventos que tienen íntima relación con el 

gasto en nómina magisterial de los estados y con el financiamiento de la educa-

ción básica y normal en general. Éstos son el anuncio de la rezonificación salarial 

del magisterio y la aprobación de la reforma fiscal por parte del Poder Legislati-

vo Federal. El objetivo de esta sección es describir, brevemente, los dos eventos y 

mencionar cómo éstos podrían modificar las decisiones que toman los estados 

respecto del gasto en nómina de maestros.

La rezonificación y la reforma fiscal implican un cambio de fondo en la estruc-

tura de ingresos y gastos educativos, tanto de la Federación como de los estados. La 

rezonificación conlleva un mayor gasto en nómina magisterial, el cual se analiza en 

la primera parte de esta sección. En la segunda parte se describe cuáles son los ele-

mentos más importantes de la reforma fiscal aprobada en cuanto a financiamiento 

de la educación básica y normal se refiere. 
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4.1  Rezonificación de maestros

Debido a las diferencias en el costo de la vida que existen en las distintas regiones

del país, existen dos zonas geográficas salariales distintas, la zona ii y la zona iii. La 

zona iii incluye aquellas regiones en donde el costo de la vida es mayor. 

En octubre de 2006, derivado del conflicto magisterial, el snte solicitó la uni-

ficación de los salarios de la zona ii con los de la zona iii. Esto implicó un ajuste al 

alza de aquellos trabajadores de la educación ubicados en la zona ii.
Lo anterior derivó en un acuerdo del snte con el gobierno federal:    llevar a 

cabo la rezonificación total en un periodo de seis años. El 21 de mayo de 2007, el 

Presidente de la República, Felipe Calderón Hinojosa, prometió al magisterio la 

rezonificación salarial, iniciando en ese mismo año con un incremento del 15% a  

la Compensación Provisional Compactable (cpc).   9 Dicho incremento implica un 

aumento inicial a la cpc, la cual sirve para homologar los salarios de los maestros 

de Zona ii y Zona iii.
El porcentaje de maestros que pertenecen a la Zona ii es 76% a nivel nacional; 

sin embargo, dicha cifra varía entre los estados, mientras que en 10 estados el 100% 

de los trabajadores de la educación pertenecen a Zona ii, en 6 estados ningún 

maestro pertenece a dicha zona. La disparidad en dicho porcentaje se observa en 

la gráfica 4.1.
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Nota: No se incluye al DF, dado que no participó en la descentralización educativa de 1992. 

Fuente: Periódico Reforma, 18 de octubre de 2006.

9  Periódico Reforma, 22 de mayo de 2007.

Gráfica 4.1

Porcentaje	de	maestros	de	educación	básica	y	normal	que	pertenecen	a	la	Zona	II
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Utilizando las diferencias entre los salarios del tabulador de la sep, se obtiene que 

el contraste entre los salarios de ambas zonas, es en promedio del 30%. Dado el 

número de maestros que existían de cada zona, es posible estimar que, del total de 

la nómina magisterial en los estados ($194  ,  583 millones de pesos), alrededor del 

71% corresponde a nómina de maestros de Zona ii. 
Un incremento del 30% en los salarios de los maestros de la educación de 

Zona ii de los estados costaría, por tanto, alrededor de $41 ,  338 millones de pesos 

anuales. 10   Dada la forma de distribución del faeb, en el corto plazo, la Federación 

sólo absorbería el incremento para aquellos maestros federalizados, por lo que los 

estados concentrarían alrededor del 29% de los incrementos ($11  , 871 millones de 

pesos anuales). 11 Dicho costo se distribuiría de manera desigual entre los estados.

 El Estado de México sería la entidad más afectada, 12 incrementando sus egre-

sos en nómina en aproximadamente $3  ,  714 millones de pesos.   13   La gráfica 4.2 

muestra cuáles son los estados más afectados por la rezonificación.
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Gráfica 4.2

Incrementos	estimados	anuales	en	el	pago	de	nómina	por	rezoniicación	en	el	corto	plazo

10  Hay que añadir el incremento para los maestros del Distrito Federal.
11  En la sección 4.2 de Villanueva Sánchez (2007) se describe la Reforma Fiscal aprobada que modiicó la for-

ma de distribución del faeb. La nueva fórmula de distribución se introdujo de manera gradual. Es por esto 
que se menciona cuál es el costo en el corto plazo, es decir, durante los primeros años tras la aprobación de 
la reforma.

12  Esto es debido a su alto número de maestros estatales y a que el 100% de sus maestros se incluyen en la 
Zona ii.
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Los incrementos en los egresos de los estados en pago de nómina magisterial 

no financiada por la Federación van del 0% al 5.2%, en caso de que efectivamente 

se lleve a cabo la rezonificación.

4.2  Reforma fiscal

La reforma fiscal aprobada en septiembre de 2007 incluyó cambios en la fórmula de 

distribución del faeb entre los estados. Cada año las entidades reciben, al menos, 

el monto del faeb que se les otorgó el año anterior. Por su parte, los incrementos 

del fondo se repartirían entre las entidades según cuatro criterios diferentes:

El 20% del incremento anual se repartirá sólo a las entidades cuyo faeb por 

 alumno haya sido menor al faeb por alumno a nivel nacional. Bajo el presupuesto 

de 2007, sólo 7 estados se encontraban por debajo del promedio nacional del faeb 

por alumno.14 Estos estados son México, Guanajuato, Puebla, Jalisco, Nuevo León, 

Querétaro y Chihuahua.

El 50% del incremento anual se repartirá entre los estados según su matrícula en 

el año previo.

El 10% del incremento anual se repartirá entre los estados utilizando un criterio de 

calidad que publicará la sep cada año. Dicho criterio se ponderará por la matrícula 

del año anterior.

El 20% del incremento se repartirá entre las entidades de acuerdo con el gasto edu-

cativo estatal, como porcentaje del faeb que éstas hayan recibido al año previo.

Utilizando las estimaciones de matrícula de educación básica y normal de la 

sep, es posible realizar estimaciones de la forma de distribución del faeb durante 

los próximos años. La reforma logrará que las diferencias en los recursos del faeb 

por alumno entre los estados se reduzcan en el tiempo.

 Cabe aclarar que, en caso de haberse aprobado la reforma tal como fue pro-

puesta la iniciativa presentada por el Poder Ejecutivo, las diferencias se hubieran 

13  Equivale al 4.4% de los egresos directos del Poder Ejecutivo del Estado de México para el año 2007.
14  Cálculos propios utilizando PronoSep y el Acuerdo por el que se da a conocer a los gobiernos de las entida-

des federativas la distribución y calendarización para la ministración durante el Ejercicio Fiscal 2007, de los 
recursos correspondientes a los Ramos Generales 28 Participaciones a Entidades Federativas y Municipios, 
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reducido más rápido,15 debido a que en dicha propuesta se otorgaba más peso al 

coeficiente compensatorio que el otorgado en la reforma aprobada. Es importante 

reconocer la intención de la reforma de ligar parcialmente a la calidad educativa, 

la distribución del faeb entre los estados. La reforma es adecuada en el sentido 

que se deja de “castigar” a los estados con alto porcentaje de maestros no federa-

lizados. 

En cuanto a los índices de calidad educativa, existen algunos retos que deben 

ser considerados para lograr una mejor asignación de recursos y para incentivar 

a los estados a hacer esfuerzos para elevar la calidad educativa. Estos retos son: 

1)Evitar la búsqueda de rentas (“rent seeking”)  16  de los diferentes estados en cuanto 

a determinación de los índices; 2)Lograr transparencia y reglas claras en la de-

terminación de los índices (  la falta de esto evitará que los estados entiendan los 

incentivos que se les dan para realizar esfuerzos para elevar la calidad educativa); 

y, 3) Evitar corrupción al momento de realizar pruebas de calidad que determinen 

los índices.

La introducción de un coeficiente de distribución, en función del gasto educa-

tivo estatal, podría generar incentivos inadecuados. Al “premiar” a estados con alto 

gasto educativo estatal sin considerar la calidad del servicio, se pueden generar los 

incentivos para que las entidades incrementen: el elemento del gasto más fácil de 

aumentar: los salarios. Es evidente que aumentar los salarios no es ineficiente per 

se; no obstante, como lo menciona Ontiveros Jiménez (1998), los incrementos de 

éstos debieran estar ligados al componente cualitativo.  17  Esta parte del coeficiente 

está totalmente desligada de dicho componente. 

En caso de que se superen los retos antes mencionados en la construcción 

de los índices de calidad, se esperaría que sí se genere el incentivo correcto para 

elevarla. Si no ocurre de esta manera, y dado el incentivo a incrementar el gasto 

educativo estatal sin importar la calidad, es de esperar que más recursos públicos 

se destinen a la educación básica y normal (y por tanto menos a otras actividades 

productivas) sin que exista un incremento en la calidad de ésta.

y 33 Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Municipios.
15  Bajo la iniciativa de reforma propuesta por el Poder Ejecutivo en junio de 2007, no se incluía el componente 

de gasto estatal dentro de la forma de distribución del faeb. Además se otorgaba un mayor peso al compo-
nente compensatorio que beneicia a aquellas entidades que reciben menor faeb que el promedio nacional. 
El coeiciente de variación de los estados en faeb por alumno, en 2015, se estima que hubiera sido 0.08 bajo 
la iniciativa original, mientras que bajo la reforma aprobada se estima en 0.13. Es importante mencionar 
que el coeiciente de variación de faeb por alumno, en 2007, es alrededor de 0.25.

16  Para mayor referencia sobre el concepto de búsqueda de rentas véase Tullock (1968).
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5. Conclusiones

Utilizando datos de 1999 a 2004 a nivel estatal, se ha encontrado que los incremen-

tos salariales a los maestros, otorgados por los estados, son sensibles al porcentaje 

de maestros federalizados en las entidades previo a la descentralización de 1992. 

Se estimó que por cada peso que se incrementa el faeb por maestro, el gasto 

en nómina por docente lo hace en 1.97 pesos. Se encontró también que la relación 

entre gasto en nómina magisterial y gasto en obra pública, es negativa y estadísti-

camente significativa.

La principal conclusión que se extrae de este trabajo es que se favorece la con-

centración del gasto educativo en nómina por la forma de distribución del faeb 

entre los estados previo a 2008; además, dicho arreglo desfavorece a las entidades 

con un mayor porcentaje de maestros estatales, al ver deterioradas sus finanzas 

públicas a costa de las negociaciones salariales entre el Gobierno Federal y el snte, 

en las que los estados no participan.

Adicionalmente, el esquema de negociación salarial de maestros, bajo la nueva 

forma de distribución del faeb y la presencia de un criterio de gasto educativo 

estatal generará los incentivos para que los incrementos salariales negociados por 

los estados con sus sindicatos locales tiendan a la alza. 

Finalmente, la reforma fiscal y la rezonificación de maestros son dos eventos 

que tendrán un impacto importante en el corto plazo, no sólo para el gasto educa-

tivo sino también para las finanzas públicas locales. Será de particular importancia 

para los próximos años el análisis del esquema de negociación salarial de los do-

centes a la luz de estos dichos eventos.
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PSICOLOGÍA Y ECONOMÍA: 

LOS SERES HUMANOS REALES ¿RACIONALES O NO?

Hilda Ramírez y José Miguel Torres  *

resumen

Este es un artículo de exposición sobre Psicología y Economía. Además de dar una visión 

general y describir los principales retos, se ilustra con tres experimentos de campo 

cómo la incorporación de ideas provenientes de psicología en la investigación económica 

está dando nuevas pautas para interpretar la conducta humana, ampliando así el conjunto 

de herramientas de política. 

Abstract

This is an expository paper on Psychology and Economics (also known as Behavioral 

Economics), a field currently at the forefront of the research agenda in economics. Be-

sides giving an overview and a description of the main challenges of this field, this paper 

describes three experiments from the field to show how the inclusion of insights from 

psychology into economics is giving us novel ways to interpret human behavior, thus wid-

ening our policy toolkit.
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1.  Introducción

El supuesto de racionalidad individual se extiende por toda la economía. Este prin-

cipio es lo que permite la aplicación de los métodos matemáticos de optimización, 

proporcionando un marco parsimonioso y extremadamente útil para validación 

empírica; sin embargo, hace cuarenta años, al mismo tiempo que se estaba re-

finando este marco analíticamente elegante y normativamente prometedor, los 

psicólogos Daniel Kahneman y Amos Tversky empezaron a descubrir fallas en el 

principio de racionalidad: las habilidades cognitivas y la fuerza de voluntad de 

los seres humanos son limitadas. Debido a estas limitaciones, es común que los 

individuos tomen decisiones que se alejan sistemáticamente de las predicciones 

del modelo estándar de la economía. Kahneman y Tversky no recibieron mucha 

atención de la profesión económica sino hasta 1979, cuando publicaron “Prospect 

Theory: an Analysis of Decision under Risk” en Econometrica (Kahneman y Tvers-

ky, 1979). Hoy se tiene un campo boyante denominado Psicología y Economía que 

está tratando de incorporar al análisis económico las ideas de los psicólogos sobre 

el comportamiento humano.

Este es un artículo de exposición sobre Psicología y Economía, no presenta nin-

gún material que pudiera ser considerado original. Por ahora el único objetivo es 

presentar las ideas básicas y algunos resultados de un tópico que actualmente se 

encuentra en la frontera de la agenda de investigación en economía. Se considera 

que es importante despertar el interés en la incorporación de ideas de los psicó-

logos en economía porque se tiene sólida evidencia empírica de que algunas de 

éstas son relevantes para el comportamiento real en contextos que son de interés 

para los economistas. En muchas áreas, cuidadosos estudios empíricos están cues-

tionando la visión tradicional de la toma de decisiones, ampliando el conjunto de 

herramientas de política que deberíamos considerar. Además, esta evidencia está 

sugiriendo no sólo la necesidad de herramientas nuevas, sino está proponiendo 

cambios con un costo relativamente bajo en las políticas existentes que podrían 

mejorar significativamente su eficacia.

Este artículo está organizado de la siguiente manera: en las secciones 2 y 3 se 

presenta una visión general y los principales retos que enfrenta esta área. La parte 

4 es la historia de las interacciones entre Psicología y Economía. En la sección 5 se 

ilustra cómo se están usando las lecciones epistemológicas de este campo para 

entender mejor temas de interés público como ahorro y salud pública. Se concluye 

en la parte 6.
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2.  Visión general

DellaVigna (por publicarse) clasifica las desviaciones de los individuos del modelo 

estándar de economía en tres tipos:

Preferencias no-estándar. 

Creencias no-estándar. 

Toma-de-decisiones no-estándar. 

2.1  Preferencias no-estándar

La mayor parte de la investigación empírica en Psicología y Economía se ha enfoca-

do en preferencias no-estándar, en donde destacan tres dimensiones: preferencias 

sobre tiempo, preferencias sobre riesgo y preferencias sociales. 

Preferencias sobre tiempo. Los problemas de auto-control cuestionan el supuesto 

de que el factor de descuento es consistente a través del tiempo. En particular, la 

evidencia sugiere que el descuento es más pronunciado en el futuro cercano que 

en el futuro lejano. Cuando evalúan eventos en el futuro distante, los individuos 

son pacientes, y hacen planes para hacer ejercicio y dejar de fumar. A medida que 

se acerca el futuro, el descuento se vuelve más pronunciado, y los individuos co-

men sin control y encienden otro cigarro. Preferencias con estas características 

inducen inconsistencias temporales. Un modelo con problemas de auto-control 

puede ayudar a explicar varios hallazgos que son anómalos según el modelo están-

dar: (1) obsesión por contratos de membresía en gimnasios; (2) semi-ignorancia 

de las tasas de interés post-introducción al aceptar tarjetas de crédito; (3) deuda 

líquida y ahorros ilíquidos en el proceso de acumulación de riqueza; e (4) inercia 

en las cuentas para el retiro.

Preferencias sobre riesgo. La evidencia cuestiona el supuesto de una función de uti-

lidad global, y sugiere que la función de utilidad depende de referencias. Preferen-

cias que dependen de una referencia ayudan a explicar (1) aversión excesiva a pe-

queños riesgos; (2) efecto dotación   1 de negociadores sin experiencia; (3) resistencia 

a vender casas con pérdidas; (4) la anomalía de la prima de las acciones en los ren-

dimientos de los activos; (5) la tendencia a vender “ganadores” y no “perdedores” 

1	 El	efecto	dotación	es	una	asimetría	entre	la	disposición	a	pagar	y	la	disposición	a	aceptar.

1

2

3
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en los mercados financieros; y (6) la tendencia a asegurar riesgos pequeños.

Preferencias sociales. La evidencia sugiere que la función de utilidad depende de 

la situación de otra gente, cuestionando el supuesto del egoísmo puro. Las pre-

ferencias sociales ayudan a explicar: (1) aportaciones caritativas; (2) donaciones 

de regalos en actividades de recolección de fondos; y (3) respuesta del esfuerzo a 

compensaciones no monetarias. Es importante señalar que la investigación sobre 

preferencias sociales tiene más brechas entre el laboratorio y el campo, que la in-

vestigación sobre auto-control y referencias: la aplicación de los modelos de prefe-

rencias sociales exitosos en el laboratorio no es fácil en el campo.

2.2  Creencias no-estándar

Como ejemplos de estas desviaciones del modelo estándar tenemos sobre-estima-

ción sistemática de las habilidades; pronósticos no Bayesianos; y sobre-proyección 

de los gustos presentes en los gustos futuros. 

Sobre-confianza. La sobre-confianza ayuda a explicar (1) patrones en la elección de 

contratos en gimnasios y en la aceptación de tarjetas de crédito; (2) las fusiones 

corporativas que destruyen valor y la sensibilidad de la inversión corporativa a 

flujos de efectivo; y (3) la compensación basada en opciones sobre acciones.

Ley de los pequeños números. Se da un peso excesivo a la información que está 

disponible y es representativa. Destacan dos fenómenos: (1) falacia del jugador y 

(2) sobre-inferencia. La primera de estas creencias consiste en que, cuando se co-

noce la distribución de las señales, después de recibir una, los sujetos creen que la 

siguiente observación será diferente. En el caso de incertidumbre sobre la distribu-

ción de las señales, los sujetos sobre-infieren, a partir de una secuencia de señales 

de un tipo, que la siguiente señal será del mismo tipo. 

Sesgo de proyección. Los individuos creen que sus preferencias en el futuro serán 

muy parecidas a las del presente. De igual manera, los individuos subestiman el 

grado en que se adaptan a circunstancias futuras.

2.3  Toma-de-decisiones no-estándar

Al tomar decisiones, los individuos usan heurística en lugar de resolver  problemas 

de maximización; son influenciados por el contexto del problema; usan heurística 
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sub-óptima frente a un menú de opciones; están sujetos a presiones sociales y per-

suasión; y son afectados por sus emociones. 

Contexto. Un principio básico de la psicología es que el contexto de una situación 

importa.  2 Dos problemas equivalentes que se presentan de una manera distinta 

pueden llevar a respuestas diferentes. 

Atención limitada. En la forma más básica del modelo estándar, los individuos 

hacen uso de toda la información disponible. Desde Simon (1955), los economis-

tas han tratado de relajar este supuesto y han propuesto modelos en que los in-

dividuos simplifican las decisiones complejas, por ejemplo, procesando sólo una 

parte de la información. Atención limitada ayuda a explicar la ignorancia de (1) 

impuestos no transparentes; (2) información compleja al momento de ordenar; y 

(3) noticias financieras.  

Efectos de menú. En elecciones a partir de un menú grande, como las opciones de 

inversión o los políticos en una boleta electoral, la evidencia sugiere que los indi-

viduos usan al menos cinco heurísticas sub-óptimas para simplificar decisiones: 

(1) exceso de diversificación, (2) preferencia por lo familiar, (3) preferencias por lo 

sobresaliente, (4) evitar elegir, y (5) confusión al implementar las elecciones.

Persuasión y presión social. En el modelo estándar, los individuos toman en cuenta 

los incentivos del proveedor de información. Ignorar estos incentivos puede llevar 

a un impacto excesivo de las creencias del proveedor de información, que deno-

minamos persuasión. Otra razón para el impacto de las creencias de otros es la 

presión para conformar, o presión social.

Emociones. En los estudios de psicología, incluso pequeñas manipulaciones del 

estado de ánimo tienen importantes efectos sobre la conducta y las emociones.  3 

3.  problemas del estudio de la racionalidad limitada

Psicología y Economía es un campo en proceso de maduración, y la siguiente es una 

lista de retos sobre la cual gira su agenda de investigación actual:

Escepticismo sobre la evidencia de laboratorio. Los economistas permanecen es-

cépticos sobre la investigación experimental porque generalmente es incapaz de 

2	 Ver,	por	ejemplo,	Skinner	(2005).
3	 Ver,	por	ejemplo,	Vigotsky	(2004).
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replicar los incentivos y oportunidades de aprendizaje que los tomadores de deci-

siones enfrentan afuera del laboratorio.

Contextos dinámicos y endógenos. Un punto importante del trabajo en Psicología 

y Economía es que contextos arbitrarios afectan decisiones individuales. En todos 

los experimentos de esta área con contexto, éste es manipulado exógenamente por 

el experimentador, pero muchas decisiones del mundo real tienen que ver con con-

textos seleccionados estratégicamente. Se sabe muy poco sobre cómo evolucionan 

los contextos cuando no están bajo el control del experimentador.

Formalización matemática y parsimonia. Aunque los modelos matemáticos en 

Psicología y Economía hacen sus resultados digeribles para los economistas, estos 

modelos en cierta forma siguen siendo diferentes de los de la economía clásica. 

Con frecuencia éstos son parcial o totalmente verbales; algunos de ellos ni siquiera 

pueden traducirse en curvas de oferta y demanda. 

El problema de la predicción. Para probar una teoría, se necesitan predicciones 

precisas. La conducta no-racional con frecuencia tiene la desventaja de permitir 

desviaciones ambiguas; sin embargo, el incómodo problema de la predicción tam-

bién aflige a la economía convencional. Tanto los modelos psicológicos como los 

económicos convencionales con frecuencia son tan flexibles que pueden explicar 

casi cualquier resultado.

Validación de campo. El escepticismo de los economistas hacia la evidencia de la-

boratorio se refleja en su gran interés por la verificación usando aplicaciones del 

mundo real: este es el reto más importante del trabajo en Psicología y Economía, y 

apenas ha empezado esta importante etapa de su agenda.

Respuesta del mercado. La documentación de cómo se desvían los consumidores 

del modelo estándar es sólo el primer paso para entender mejor los mercados en 

donde los agentes muestran preferencias y creencias no-estándar. Esto lleva a una 

pregunta natural: ¿Cómo responden y cómo deberían responder los mercados y 

las instituciones a estas características no estándar? Un reto importante para Psi-

cología y Economía es ayudar a entender mejor los mercados y las instituciones, 

además de explicar el comportamiento individual.

No hay un modelo unificador en Psicología y Economía. La ausencia de un enfoque 

general no es satisfactorio, y eventualmente se debe ofrecer una alternativa al mo-

delo estándar de la economía.

Especial atención merecen los puntos 3, 5, y 6, que se abordan con más detalle 

en las siguientes tres sub-secciones.
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3.1  Formalización matemática y parsimonia

La brecha entre lo verbal y lo formal plantea dos problemas importantes. Primero, 

¿qué tan importante debe ser la formalización matemática? Segundo, ¿qué tan im-

portantes deben ser la parsimonia y la generalización? 

Los economistas aprecian la formalización matemática porque proporciona 

un lenguaje preciso para comunicar ideas y porque genera predicciones cualita-

tivas y con frecuencia cuantitativas. Estas predicciones son útiles para probar los 

modelos y para pronosticar. ¿Pero cuál debería ser la ruta a seguir si sólo tenemos 

un modelo verbal? ¿Los economistas deberían ignorar el modelo? ¿Debería ser tra-

ducido al lenguaje matemático? ¿Los economistas deberían posponer su discusión 

hasta que sea traducido de manera satisfactoria a una representación matemática? 

¿O deberían buscar lecciones económicas a partir de sus implicaciones cualitativas? 

No son obvias las respuestas a estas preguntas. Para Von Neumann (2000), todos 

los lenguajes humanos son en gran medida accidentes históricos: su multiplicidad 

prueba que ninguno tiene nada de absoluto ni de necesario. Y así como el espa-

ñol y el inglés son hechos históricos y no necesidades lógicas absolutas, también 

es razonable suponer que la lógica y las matemáticas sean formas de expresión 

históricas y accidentales. De hecho, se tiene evidencia de que cualquiera que sea el 

lenguaje que usa el sistema nervioso central, su profundidad lógica y aritmética es 

menor de la que normalmente se utiliza. Von Neumann propone el siguiente como 

un buen ejemplo: 

La retina del ojo humano lleva a cabo una reorganización considerable de la ima-

gen visual que percibe el ojo. Esta reorganización es realizada por medio de sólo 

tres sinapsis sucesivas. El carácter estadístico del sistema de mensajes usado en la 

aritmética del sistema nervioso central y su baja precisión también indican que 

la degeneración de la precisión no puede ir muy lejos en los sistemas de mensajes 

involucrados; por tanto, la lógica y las matemáticas en el sistema nervioso central, 

cuando se ven como lenguajes, parecen ser esencialmente distintas de los lenguajes 

relacionados con la experiencia ordinaria.

Sobre la parsimonia y la generalización, ¿Qué tan importantes son? ¿Qué tan 

necesarias son para los modelos que explican el comportamiento? El modelo de 

elección racional es extraordinariamente parsimonioso y generalizable. En con-

traste, la Psicología no tiene un paradigma inclusivo, y es más bien una miscelá-

nea. Es una mezcolanza de ideas y conceptos que, combinados con un buen juicio 

profesional, genera buenas predicciones sobre el comportamiento humano. ¿Serán 
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útiles en economía las ideas de los psicólogos? En caso positivo, ¿cómo deberían 

incorporarse? ¿Mejorarían estas ideas si se forzara a los psicólogos a representar 

sus conclusiones con ecuaciones matemáticas parsimoniosas? 

La parsimonia ha demostrado ser un principio de organización extraordi-

nariamente bueno en las ciencias naturales. Modelos nuevos y mejores invaria-

blemente han sido más parsimoniosos que los modelos que han sustituido. Por 

tanto, un compromiso con la parsimonia parece razonable en campos como la 

física.  4  La evidencia empírica no es tan clara en las ciencias sociales. Aunque la 

economía siguió una ruta de parsimonia creciente en el siglo pasado, en antropo-

logía, psicología, sociología y ciencias políticas la parsimonia ha sido un objetivo 

menos importante, y con frecuencia ha prevalecido una descripción detallada. No 

está claro si estas tendencias continuarán, y cuál será el destino en economía de los 

modelos no parsimoniosos importados de otras disciplinas.  5

3.2  Validación de campo 

De acuerdo con Feynman (1964  a), el principio de la ciencia es el siguiente: “la 

prueba de todo conocimiento es el experimento. El experimento es el único juez 

de la verdad científica.” Si bien hay gran interés entre los economistas en la ve-

rificación de la Psicología y Economía usando observaciones del mundo real, es 

necesaria la existencia de la Psicología y Economía teórica. Al respecto, Poincare 

(2001) reconoce al experimento como la única fuente de verdad, pero justifica la 

existencia de los científicos teóricos de la siguiente manera: “no basta con obser-

var; se deben usar las observaciones, y para esto, se debe generalizar.” El hombre 

4	 ¿Por	 qué	 la	 generalización	 en	 física	 lleva	 de	 una	 manera	 natural	 a	 una	 forma	 matemática?	 Poincare	
(2001)	propone	la	siguiente	explicación:	en	física	los	fenómenos	observables	se	deben	a	una	superposi-
ción	de	un	número	grande	de	fenómenos	elementales	que	son	similares.	Las	matemáticas	nos	enseñan	
a	combinar	parecidos	con	parecidos.	Si	se	tiene	que	repetir	una	operación	varias	veces,	las	matemáticas	
ayudan	a	evitar	esta	repetición,	adelantando	el	resultado	por	un	tipo	de	inducción.	Por	tanto,	es	gracias	
a	la	homogeneidad	aproximada	de	la	materia	estudiada	por	los	físicos,	que	nació	la	física	teórica.	El	eco-
nomista	y	el	sociólogo,	continúa	Poincare,	están	en	una	situación	difícil:	sus	elementos	elementales	son	
los	hombres,	que	son	diferentes,	variables,	caprichosos,	o,	en	una	palabra,	demasiado	complejos.

5	 La	 economía	 se	 ha	 acostumbrado	 a	 buscar	 modelos	 en	 los	 éxitos	 más	 espectaculares	 de	 las	 ciencias	
naturales.	ha	sido	común	admirar	la	mecánica	de	Newton,	y	buscar	el	equivalente	de	las	leyes	del	mo-
vimiento;	pero	ésta	no	es	el	único	modelo	para	la	ciencia.	De	hecho,	Simon	(1979)	argumenta	que	no	
parece	ser	el	correcto	para	los	propósitos	de	los	economistas,	y	sugiere	que	si	quiere	ser	guiado	por	una	
ciencia	natural,	ésta	debería	ser	la	biología	y	no	la	física.
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de ciencia debe trabajar con método. La ciencia se construye de hechos, así como 

una casa se construye con rocas; pero así como una pila desordenada de piedras 

no constituye una casa, una colección de hechos tampoco constituye una ciencia. 

Es fundamental tener visión.

3.3  Respuesta del mercado 

La documentación de cómo se desvían los consumidores del modelo estándar es 

sólo el primer paso para entender mejor los mercados en donde los agentes mues-

tran preferencias y creencias no estándar. Esto lleva a la siguiente pregunta natural: 

¿Cómo responden los mercados a estas características no estándar? 

Las empresas que maximizan ganancias responden a las características no-están-

dar del comportamiento del consumidor en el diseño de contratos y la determina-

ción de precios (organización industrial y psicología).

Los patrones ajustan sus contratos laborales al comportamiento no-estándar de 

los empleados (economía laboral y psicología).

En respuesta al comportamiento no-estándar de los inversionistas, aquéllos que 

son racionales cambian sus estrategias de negociación, y los administradores de 

las empresas alteran la estructura de capital (finanzas y psicología, probablemente 

la aplicación más desarrollada de Psicología y Economía).

Los políticos cambian su comportamiento en respuesta a los sesgos de los votantes 

(economía política y psicología).

Los formuladores de políticas públicas pueden usar los hallazgos de Psicología y 

Economía para diseñar instituciones y políticas (diseño institucional y psicología).

Los abogados y los límites racionales de la sanción (análisis económico del derecho 

y psicología).

Además, ¿cómo deberían responder las instituciones a las características no 

estándar de los consumidores? Una prueba importante para Psicología y Economía 

es saber si ayuda a entender mejor a los mercados y las instituciones, además de 

explicar el comportamiento individual.

Ahora bien, si los consumidores tienen características no estándar, ¿Por qué en 

la lista anterior se sugiere, de manera implícita, que las empresas, los patrones, los 

agentes financieros, y los políticos no las tienen? La experiencia es una distinción 

importante. A diferencia de los consumidores individuales, las firmas se pueden 
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especializar, contratar consultores, y recibir retroalimentación de grandes bases de 

datos y de los mercados de capitales. También enfrentan competidores. Entonces, 

en comparación con los consumidores, es menos probable que las empresas sean 

afectadas por sesgos, considerando que se acercan más a la maximización de ga-

nancias. Argumentos similares también son válidos para patrones, inversionistas 

institucionales, ejecutivos de alto nivel y políticos.

4.  Historia

Aunque no intensa, las interacciones entre psicología y economía tienen una larga 

historia: los economistas clásicos, incluyendo a Smith, Marshall y Keynes, recono-

cieron y analizaron cuidadosamente las bases psicológicas de las preferencias y las 

creencias. 

En el libro La Riqueza de las Naciones, publicado en 1776, Adam Smith ar-

gumentó que el comportamiento económico era motivado por el interés propio. 

Pero 17 años antes, en 1759, había propuesto una teoría del comportamiento huma-

no que es todo menos egoísta. Ashraf, Camerer, y Loewestein (2005) señalan que 

Smith en su primer libro, La Teoría de los Sentimientos Morales, argumentó que 

el comportamiento era determinado por una lucha entre lo que él denominó pa-

siones y el espectador imparcial. Smith veía al comportamiento humano bajo con-

trol directo de las pasiones, pero creía que la gente podía controlar una conducta 

dominada por pasiones mediante la observación de su propio comportamiento 

desde la perspectiva de un tercero –el espectador imparcial–.

En la apertura de sus Principios, Alfred Marshall declaró a la economía una 

ciencia psicológica:

“La Economía Política o Economía es un estudio de la humanidad en el curso ordina-

rio de la vida; examina la parte de las acciones individuales y sociales que tienen una 

relación cercana con el logro y el uso de los requisitos materiales del bienestar.

Por lo tanto, por un lado es un estudio de la riqueza; y por otro, y más importante, 

una parte del estudio del hombre. El carácter del hombre ha sido moldeado por su 

trabajo diario, y los recursos materiales que le proporcionan, más que por cualquier 

otra  influencia excepto sus ideales religiosos.”   6

6	 Marshall	(1920).
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Por último, el término espíritus animales, popularizado por John Maynard 

Keynes en su libro de 1936, La Teoría General del Empleo, el Interés, y el Dinero, 

tiene que ver con la confianza de los consumidores o las empresas, pero significa 

más que esto. También se refiere al grado de confianza que tienen entre ellos, a su 

sentido de justicia en las transacciones económicas, y a su sentido del grado de co-

rrupción y mala fe. Cuando los espíritus animales se deterioran, los consumidores 

no quieren gastar y las empresas no quieren invertir o contratar gente.

El componente psicológico en la economía convencional empezó a declinar 

en la década de los cuarenta del siglo pasado debido a la influencia de economistas 

como Samuelson y Hicks, quienes demostraron que la virtuosidad técnica y los 

supuestos de racionalidad eran complementos naturales; sin embargo, hasta fines 

de la década de los sesenta el supuesto del actor racional todavía era una idea rela-

tivamente heterodoxa; fue hasta los setentas cuando los supuestos de racionalidad 

estricta asaltaron la profesión. Laibson y Zeckhauser (1998) atribuyen el ascenso de 

la racionalidad a los siguientes cinco desarrollos: 

Los macroteóricos, incluyendo John Muth, Robert Lucas, Edward Prescott, y Roy 

Radner, desarrollaron un marco formal —  el modelo de equilibrio de expectativas 

racionales  — que permitió a los economistas incorporar por completo el supuesto 

de racionalidad en modelos macroeconómicos estocásticos.

Las relaciones macroeconómicas empíricas estándar, especialmente la Curva de 

Phillips, sucumbieron de acuerdo con las predicciones de las nuevas teorías de 

expectativas racionales.

El nuevo campo de la economía de la información creció rápidamente —Akerlof, 

Spence, Rothschild, Stiglitz, y Grossman—   permitiendo a los economistas modelar, 

por completo, comportamientos racionales en entornos en que los actores tenían 

información incompleta sobre las consecuencias de sus actos.

Los microteóricos adoptaron cada vez más los conceptos de equilibrio de la teoría 

de juegos, haciendo énfasis en expectativas individuales e inferencia estadística. 7

Un creciente cuerpo de evidencias sugería que los activos eran valuados eficiente-

mente en los mercados  (Fama, MacBeth, y Jensen).

La teoría clásica del equilibrio de expectativas racionales es increíblemente 

simple y hermosa.   8 Aún más, permite predecir (correcta o incorrectamente) el 
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7	 Ver,	por	ejemplo,	Mas-Colell	(1995).
8	 Ver,	por	ejemplo,	Barro	(1997).
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comportamiento humano sin tener que dejar nuestros escritorios para observar 

cómo es dicho comportamiento. Desafortunadamente, Simon (1978) argumenta, 

el florecimiento de la economía matemática y la econometría preparó a varias ge-

neraciones de economistas teóricos con un arsenal de problemas formales y técni-

cos que absorbieron sus energías y pospusieron los encuentros con las inelegancias 

del mundo real.

Afortunadamente, al mismo tiempo que la economía se movía rápidamente 

a modelos completamente racionales de tomadores de decisiones, las críticas a 

la racionalidad hechas por Kahneman y Tversky, y varios de sus coautores, esta-

ban adquiriendo fuerza en la literatura psicológica. Kahneman y Tversky y sus 

colaboradores demostraron que la racionalidad económica es violada de manera 

sistemática, y que los errores en toma de decisiones son numerosos y predecibles.  9 
Estos puntos, ahora indiscutibles, fueron establecidos en dos trabajos seminales: 

las investigaciones sobre heurística y sesgos,   10 y las investigaciones sobre contexto 

y Teoría de Perspectivas.   11 La publicación de la colección de ensayos “Judgement 

Under Uncertainty: Heuristics and Biases” y de “Prospect Theory”, en Econometrica, 

trajeron la agenda de Psicología y Economía al cauce principal de la economía.

¿Por qué la profesión económica no ignoró las críticas de Kahneman y Tversky, 

a diferencia de otros modelos no racionales? 

Las críticas de Kahneman y Tversky tenían una cuidadosa validación experimental.

Sus críticas estaban acompañadas por modelos relativamente parsimoniosos—y 

por tanto, de amplia aplicación; mostraron que los tomadores de decisiones come-

ten errores; y explicaron cómo predecirlos sistemáticamente.

9	 Aunque	la	optimización	perfecta	sirve	como	un	punto	de	referencia	para	los	postulantes	ortodoxos	de	
la	elección	racional,	éstos	no	asumen	que	los	tomadores	de	decisiones	siempre	eligen	óptimamente:	los	
proponentes	de	la	elección	racional	sólo	suponen	que	es	difícil	predecir	los	errores.

10  En el artículo de 1974, “Judgement under Uncertainty: Heuristics and Biases,” Kahneman y Tversky sos-
tienen que la gente se basa en un número limitado de principios heurísticos para simpliicar los  juicios 
de probabilidad complejos. Esta heurística normalmente funciona bien, pero en algunos contextos puede 
llevar a errores serios y sistemáticos. La mayor parte de esta investigación gira en torno a tres heurísticas: 
representatividad, disponibilidad, y anclaje.

11  “Prospect heory: an Analysis of Decision under Risk,” fue publicado en Econometrica en 1979. En este 
trabajo, Kahneman y Tversky demuestran que las selecciones de loterías exhiben una amplia gama de ano-
malías que violan la teoría de la utilidad esperada. Más importante, demuestran que se pueden generar 
cambios predecibles e importantes en las preferencias cambiando la forma en que se plantean las opciones. 
Ejemplos paradójicos llevaron a Kahneman y Tversky a abandonar el modelo de utilidad esperada en favor 
de una alternativa psicológicamente más realista: la Teoría de Perspectivas.

1

2



    153psicología y economía

12  Ver, por ejemplo, Mas-Colell (1995).

3

4

Kahneman y Tversky dominaban la teoría económica relevante y usaban el len-

guaje de la profesión en sus trabajos.

La investigación de Kahneman y Tversky tuvo importantes implicaciones econó-

micas. Kahneman y Tversky no elaboraron una serie de observaciones recóndi-

tas sobre toma de decisiones en entornos especiales como la paradoja de Allais,   12 

sino que explicaron que las anomalías decisionales surgen de manera predecible, 

siempre que se requiere inferencia Bayesiana o cuando los contextos y puntos de 

referencia cambian.

Un actor principal en el ascenso del movimiento de Psicología y Economía, 

además de Kahneman y Tversky, fue Richard Thaler, que fungió como el anfitrión 

no oficial de la profesión económica, comunicando, alentando, y expandiendo el 

programa de investigación de Kahneman y Tversky. Eric Wanner de la Sloan Foun-

dation, y después de la Russell Sage Foundation, también jugó un rol crucial, al 

identificar y financiar este nuevo campo. 

A medida que madura el movimiento de Psicología y Economía hace énfasis en 

micro-datos sobre toma de decisiones, incluyendo evidencia experimental, valida-

ción de los supuestos de los modelos, intercambios entre psicología y economía, y 

escepticismo sobre la racionalidad perfecta. Los últimos 30 años han sido muy in-

tensos para la economía académica y entre los muchos cambios de opinión destaca 

el creciente escepticismo sobre la eficiencia de los mercados. Hay mucho debate 

en torno a la teoría, la evidencia, y los fenómenos no explicados; pero el efecto 

acumulativo ha sido poner a Psicología y Economía en el mapa.

5.  Ejemplos de validación de campo de psicología y economía

Como se destacó en la sección 3 , dos de los retos más importantes que enfrenta 

Psicología y Economía son la verificación usando aplicaciones del mundo real (va-

lidación de campo) y el entendimiento de los mercados habitados por agentes no-

racionales, aunado al rol que las instituciones deberían jugar en éstos (respuesta 

del mercado). En esta sección se revisarán tres estudios empíricos que constituyen 

un reto formidable para la visión convencional de la toma de decisiones. Mientras 

que los dos primeros emplean Psicología y Economía en el diseño de productos para
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promover el ahorro (SMarT y SEED); el tercero, sobre patrones de uso de los gim-

nasios, tiene importantes implicaciones para el diseño de políticas públicas en el 

combate a la obesidad.

5.1  SmarT 

Thaler y Benartzi (2004) presentan una propuesta para incrementar la participa-

ción de los empleados en los planes de ahorro de las empresas. Este plan es llamado 

Ahorra Más Mañana (abreviado SMarT, por sus siglas en inglés), y la idea básica es 

que las personas se comprometan a destinar una parte de sus futuros incrementos 

salariales a su plan de retiro. La propuesta de Thaler y Benartzi se basa en cuatro 

principios psicológicos presentes en la toma de decisiones: 

 

Muchas personas tienen la intención o el deseo de ahorrar más, pero carecen de 

fuerza de voluntad y auto-control. 

Las restricciones sobre decisiones futuras son más amenas si se ubican más en el 

largo plazo que en el futuro inmediato. 

Las personas son muy sensibles a la percepción de pérdidas en su bienestar: es más 

fácil no obtener  una ganancia que aceptar una pérdida. 

Las personas calculan pérdidas y ganancias en términos nominales, no reales. 

SMarT consiste en que unos meses antes de que se haga efectivo un aumento 

de sueldo ya programado, se invita a los empleados a participar en un plan donde 

una proporción del aumento será destinada al plan de ahorro. Al empatar los in-

crementos en la tasa de ahorro con los incrementos salariales, los trabajadores es-

tán seguros de que su cheque mensual no caerá, además de que las contribuciones 

están exentas de impuestos. Los aumentos en la tasa de ahorro continuarán hasta 

que se llegue al monto máximo deducible de impuestos, o hasta que el trabajador 

decida darse de baja del plan. 

SMarT se instrumentó por primera vez, en 1999, en una compañía manufactu-

rera mediana en 1999. La firma contrató un consultor financiero, quien ofreció sus 

servicios a los empleados. De los 315 empleados, 286 se reunieron con el consultor. 

La estrategia de él consistió en aconsejar aumentos de la contribución a la cuenta 

de ahorros de no más del 5% para aquellos trabajadores especialmente renuentes 

a incrementar mucho su tasa de ahorro. Para aquéllos empleados que indicaban 

estar dispuestos a incrementar su tasa de ahorro significativamente, se les aconse-
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jaba contribuir con el máximo permitido para la deducción de impuestos y por 

las reglas del plan de ahorro en cuestión. De los 286, sólo 79 siguieron los consejos 

del consultor. Al resto se les ofreció el plan SMarT. En particular, se les propuso 

aumentar la tasa de ahorro 3% en el siguiente aumento salarial (lo cual era un 

poco alto, ya que los incrementos salariales rondaban entre el 3.3% y el 3.5%). De 

los 207 empleados a quienes se ofreció SMarT, 78% accedió a unirse. Sólo 4 de los 

empleados abandonaron el plan antes del segundo aumento de sueldo, y 29 entre 

el segundo y el tercero. El 80% de los participantes siguió con el plan durante los 

tres aumentos. 

Al momento de contratar al consultor, la tasa de ahorro total era de 4.4%. Los 

empleados que no quisieron hablar con el consultor estaban ahorrando alrededor 

del 6.6%. Los que aceptaron los consejos del consultor, empezaron en 4.4%  y 

aumentaron a 9.1%. Aquéllos que no siguieron el consejo, comenzaron con ta-

sas menores al 3.5%. Sin embargo, después del primer aumento, la tasa de ahorro 

subió a 6.5%, y después del segundo y tercer aumento, la tasa subió 9.4% y 11.6%, 

respectivamente. Es decir, los que participaron en SmarT terminaron con tasas de 

ahorro mayores que los que siguieron los consejos del consultor; además, incluso 

aquéllos que se retiraron del plan, no regresaron a su nivel de ahorro inicial.

El plan de Thaler y Benartzi utiliza la misma inercia del comportamiento del 

individuo que lo hace posponer el ahorrar de manera indefinida, y aprovecha los 

cuatro principios mencionados anteriormente: 

Apela a un mecanismo para eliminar los problemas de auto-control, ya que com-

promete al individuo a aumentar la tasa de ahorro en cuanto se concrete el primer 

aumento salarial. 

Hace parecer más lejanas las consecuencias del ahorro facilitando la entrada del 

individuo al plan de retiro. Esto se debe a que el incremento en la tasa de ahorro 

no se observa sino hasta que se hace efectivo el aumento salarial, haciendo así que 

el ingreso mensual del individuo no cambie de inmediato.  

Por el empate en tiempos de los aumentos en la tasa de ahorro y los aumentos 

salariales, el empleado nunca ve una pérdida en su cheque, sino que sólo ve una 

ganancia. Esto hace el aumento en la tasa de ahorro prácticamente imperceptible. 

Además, el aumento salarial y por lo tanto el incremento en la tasa de ahorro no 

suceden de inmediato, sino que lo hacen en lo que el empleado percibe como futu-

ro. La pérdida de ingreso en el futuro en lugar de en el presente es menos dolorosa 

para el individuo que toma la decisión ahora. 

No incorpora el efecto inflación.
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9	 Aunque	la	optimización	perfecta	sirve	como	un	punto	de	referencia	para	los	postulantes	ortodoxos	de	
la	elección	racional,	éstos	no	asumen	que	los	tomadores	de	decisiones	siempre	eligen	óptimamente:	los	

Estos resultados sugieren que se puede usar Psicología y Economía para diseñar 

programas de prescripción efectivos para decisiones económicas importantes; aun-

que estos planes son paternalistas, no involucran coerción, constituyendo de esta 

forma lo que Thaler y Sustein (2008) denominan paternalismo libertario: ayudar a 

la gente a tomar mejores decisiones, pero sin privarlas de su libertad de elegir.   

5.2  SEED 

La investigación Ashraf, Karlan, y Yin (2006) sobre la cuenta Ahorrar, Ganar, y Dis-

frutar los Depósitos (seed, por sus siglas en inglés) constituye la primera evidencia 

de campo que relaciona variaciones temporales en la tasa de descuento a deci-

siones de adoptar mecanismos de compromiso. seed es un producto financiero 

restrictivo diseñado para comprometer a la gente a ahorrar. 

Para identificar a los participantes, se levantó una encuesta entre 1,777 clientes 

de un banco rural en Mindanao, Filipinas. El objetivo era identificar individuos 

con preferencias hiperbólicas.   13 Posteriormente se escogieron 710 individuos de 

forma aleatoria, y se les ofreció el seed. El resto de los encuestados se manejó 

como un grupo de control, quienes o ya no fueron contactados, o sólo recibieron  

recomendaciones de ahorro usando productos existentes. 

Entre las personas entrevistadas, se incluían individuos, especialmente muje-

res, con tasas de descuento más bajas en el futuro que en el presente, y se pensó 

que ellos eran más aptos para comprometerse y que estarían más interesados en el 

producto financiero restrictivo. 

La cuenta de seed consistía en que los clientes se comprometían a no retirar 

fondos de la cuenta hasta que no se alcanzara una fecha o un monto determinado. 

La cuenta seed no obligaba a los clientes a realizar más depósitos después de la 

apertura de la cuenta.  

El resultado fue que 202 de las 710 personas aceptaron el producto. De los 202 

participantes, 140 optaron por una meta temporal, mientras que el resto prefirió 

una meta monetaria. Este experimento difiere del realizado por Benartzi y Thaler 

(2004) en que: 1) se introdujo el producto como parte de un experimento aleatorio 

de control para poder tomar en cuenta determinantes de participación no obser-
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vables en el programa de ahorros; y 2) se realizó una encuesta para poder identifi-

car las características de las personas que aceptaron el producto. 

El experimento respondía a las siguientes dos preguntas:

¿Son realmente más propensas a utilizar el producto financiero restrictivo aquellas 

personas con preferencias hiperbólicas?

¿Los clientes realmente ahorran más como resultado de abrir dichas cuentas?

Los hallazgos principales de Ashraf, Karlan, y Yin fueron:

Al identificar a los individuos con preferencias hiperbólicas, es decir, impacientes 

en el presente y pacientes en el futuro, se halló que las características demográficas 

y económicas de los encuestados no estaban relacionadas significativamente con 

este tipo de preferencias; sin embargo, se encontró una fuerte tendencia entre las 

mujeres con esta clase de preferencias a abrir cuentas seed.

Después de un año, las tasas de ahorró aumentaron 81% con respecto al grupo de 

control. Esto sugiere que el producto genera un efecto positivo duradero y no sólo 

un efecto temporal. 

Estos resultados tienen importantes consecuencias para el diseño de políti-

cas públicas, ya que la evidencia resalta la relevancia del diseño de un producto 

financiero sobre los niveles de ahorro, y de las características de los clientes en la 

aceptación del producto. Ahora bien, es importante señalar que las implicaciones 

de bienestar de este proyecto son ambiguas: demostrar un aumento en ahorros no 

necesariamente mejora el bienestar, ya que la pérdida de liquidez puede dañar a los 

individuos. Se necesita investigar más para contestar esta importante pregunta.

5.3  Pagando para no usar el gimnasio 

En organización industrial existe una amplia literatura sobre diseño de contratos 

para maximizar ganancias. Un supuesto común en esta literatura es que los con-

sumidores tienen expectativas racionales sobre su consumo futuro, y que optarán 

por un contrato que maximice su utilidad. DellaVigna y Malmendier (2006) pre-

sentan evidencia de que éste no siempre es el caso. 
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DellaVigna y Malmendier usan una base de datos sobre gimnasios de Estados 

Unidos en donde es posible analizar las elecciones contractuales de los consumi-

dores a la luz del consumo real. Los datos recabados incluyen información sobre 

el tipo de membresía y la asistencia diaria de 7,752 miembros de estos gimnasios 

durante tres años. El análisis empírico explota la existencia de un menú de con-

tratos, en donde los consumidores pueden elegir entre un contrato mensual, un 

contrato anual y una opción de pago-por-visita. De las anomalías detectadas por 

DellaVigna y Malmendier, destacan las siguientes:

Aparentemente los consumidores pronostican asistir al gimnasio un promedio de 

9.5 veces al mes, cuando el verdadero promedio de asistencia mensual es 4.2 .
Aquellos consumidores que escogen un plan de pagos mensuales pagan en pro-

medio 70% más de lo que pagarían mediante un sistema de pago-por-visita. El 

promedio de asistencia durante los primeros seis meses de éstos es de 4.4 , 20% 

más alto que en los siguientes seis meses.

Los miembros con baja asistencia al gimnasio toman mucho tiempo para cancelar 

contratos mensuales, aunque éstos impliquen grandes gastos y los costos de can-

celación sean relativamente bajos.

En el contrato anual, el promedio mensual de asistencia es de 4.4 , significativa-

mente menor que el promedio de 6 para los que permanecen un segundo año. 

Los consumidores que escogen un contrato mensual en lugar de uno anual tienen 

17% más probabilidad de mantener su membresía por más de un año que aquéllos 

que adquirieron el plan anual desde un principio.

Una posible explicación de estas anomalías es el exceso de confianza. Esto 

quiere decir que los consumidores sobre-estiman su auto-control y eficiencia en 

el futuro, y por ello escogen contratos sub-óptimos dado su verdadero comporta-

miento. 

Los hallazgos de DellaVigna y Malmendier tienen importantes implicaciones, 

por ejemplo, en el diseño de políticas sobre obesidad. Además de que existen em-

presas que subsidian la entrada de sus trabajadores a gimnasios localizados cerca 

del lugar de trabajo, hay propuestas de políticas públicas para financiar gimnasios 

como un medio para mejorar el estilo de vida y salud de la población en general. 

A la luz de los resultados anteriores, es probable que estos subsidios sólo tengan 

efectos insignificantes sobre los índices de obesidad, dada la baja asistencia a los 

gimnasios de sus miembros, por lo que se deben elaborar políticas alternas que 

tomen en cuenta el comportamiento típico observado de los individuos. 
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6.  Consideraciones finales

Se cierra este artículo extendiendo la sección anterior con una sugerencia de 

 Sendhil Mullainathan (2009) que se encuentra fascinante (y que actualmente se 

está explorando con detalle en un proyecto de investigación): la potencial aplica-

ción del juego del ultimátum como una herramienta para entender la coexistencia 

en los países en desarrollo de un ausentismo preocupante de los maestros en las 

escuelas (un comportamiento claramente egoísta) con evidencia de que los indi-

viduos tienden a preocuparse por el bienestar de otros. Este juego se ha jugado 

en muchos países, y los resultados han sido relativamente constantes: los respon-

dientes tienden a rechazar ofertas injustas, y los proponentes con frecuencia hacen 

ofertas justas. Estos experimentos demuestran la complejidad de las preferencias 

sociales: aunque en muchos contextos los individuos se ayudan entre sí, la gente 

también tiende a castigar, incluso a costa propia, a aquéllos que consideran injus-

tos. La hipótesis de Mullainathan es que el ausentismo de los maestros podría ser 

una reacción de los maestros contra sus respectivos gobiernos (y tal vez contra 

padres apáticos a la educación de sus hijos) que no corresponden a sus esfuerzos. 

Se considera a esta hipótesis como un muy buen ejemplo de cómo el complementar 

el análisis económico convencional con ideas provenientes de la psicología, está 

dando a los economistas nuevas maneras de interpretar la conducta humana, am-

pliando así el conjunto de herramientas de política disponibles. Complementar y 

ampliar son términos clave: Psicología y Economía definitivamente no es una alter-

nativa a la economía convencional. De hecho, sus teóricos son partidarios de los 

métodos económicos convencionales: valoran la formalización matemática por-

que proporciona un lenguaje preciso para comunicar ideas y genera predicciones; 

dichos métodos son muy útiles, y la meta es llegar a entender los hallazgos de los 

psicólogos a la luz de éstos.  
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resumen

Este artículo esta basado en el libro “Buenas Intenciones, Malos Resultados: Política Social, 

Informalidad y Crecimiento Económico en México”. Sostiene que los programas sociales 

incoherentes contribuyen perceptiblemente a la pobreza y al magro crecimiento económico. 

Propone transformar el actual sistema de seguridad social en derechos sociales universales.  

Establece eliminar las contribuciones a la seguridad social basadas en el salario y aumentar 

el impuesto al consumo de los hogares de altos ingresos para incrementar la tasa de creci-

miento del pib, reducir la inequidad y mejorar los beneficios para los trabajadores. 

Abstract

This paper is based on the book “Good Intentions, Bad Outcomes: Social Policy, Infor-

mality, and Economic Growth in Mexico”. The study argues that incoherent social 

programs significantly contribute to poverty and little growth. It proposes converting the 

existing social security system into universal social entitlements. Advocates eliminating 

wage-based social security contributions and raising consumptions taxes on higher-in-

come households to increase the rate of GDP growth, reduce inequality, and improve ben-

efits for workers.

palabras clave: Informalidad, productividad, política social y fiscal, crecimiento en México
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1.  Introducción

México está atrapado en un dilema del cual es indispensable escapar para que el 

Producto Interno Bruto (pib), la productividad y los salarios reales puedan crecer 

más rápidamente y, en paralelo, para extender derechos sociales a más de la mitad 

de los trabajadores que hoy carecen de ellos. El dilema es éste: dadas las grandes 

carencias de amplios segmentos de la población, las fuertes desigualdades en la 

distribución del ingreso, y el objetivo de proteger a los trabajadores contra diver-

sos riesgos, es indispensable que el gobierno impulse una vigorosa política social. 

Sin embargo, muchos de los programas sociales vigentes sólo protegen de forma 

errática y contradictoria a los trabajadores contra riesgos, tienen efectos redistri-

butivos limitados, fomentan la informalidad, subsidian la evasión de las leyes la-

borales y fiscales, y reducen la productividad y el crecimiento del país. Estos efectos 

negativos derivan de la arquitectura jurídico-institucional de la política social, y no 

están asociados a las acciones individuales de una u otra administración federal, ni 

pueden ser corregidos sólo aumentando el gasto social; se trata de un problema 

más profundo. Más todavía, mientras más se amplíen algunos programas sociales 

en el contexto actual, más se socavarán las bases de un pleno desarrollo nacional. 

Esto perjudica más, paradójicamente, a los trabajadores de más bajos ingresos. Las 

intenciones son buenas, pero los resultados son malos.

Se propone una profunda reforma económica y social para otorgar derechos 

sociales exigibles a todos los trabajadores, por un lado, y revitalizar el crecimiento 

económico, por el otro. Tomando como referencia el 2006, desde el punto de vista 

de trabajadores y empresas, la reforma propuesta significaría: 

Extender el derecho a una pensión de retiro, un seguro de invalidez y un seguro 

de vida a 41 millones de trabajadores, en comparación con 14 millones hoy en día; 

Extender el derecho a servicios médicos a los mismos 41 millones de trabajadores, 

con la cobertura que ofrece el imss; 

Proteger a todos los trabajadores asalariados con un seguro de desempleo en lugar 

de las indemnizaciones por despido hoy vigentes, y con un seguro de riesgos de 

trabajo; 

Crear un programa único de pensiones no contributivas (apoyo a adultos mayo-

res), con carácter transitorio, para asistir a la generación de trabajadores retirados 

sin pensión, al mismo tiempo que se fomenta el ahorro de todos los trabajadores 

activos; 
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Reducir los costos laborales no salariales de, aproximadamente, las 800,000 em-

presas legalmente establecidas en más de 85%, lo que equivale a eliminar impues-

tos al trabajo asalariado por casi 3% del pib; 

Facilitar la legalización de cientos de miles de empresas que evaden las leyes labo-

rales, de seguridad social y fiscales, abriéndoles posibilidades para acceder al crédi-

to de la banca comercial o de desarrollo y a los programas públicos de capacitación 

laboral; y 

Reducir sustancialmente los costos de transacción para las empresas de cumplir 

con sus obligaciones fiscales, laborales y de seguridad social; los incentivos a la 

corrupción y a la simulación, así como a la rotación innecesaria de trabajadores.

Para financiar esta propuesta se propone una contribución al consumo de 

todas las familias de alrededor de 8%. Estos nuevos recursos, junto con los actual-

mente existentes en el presupuesto federal para varios programas sociales, serían 

designados por Ley como una contribución para los derechos sociales universales 

de los trabajadores del país, y estarían específicamente destinados a hacer exigibles 

esos derechos. Como parte integral de la propuesta, se propone también devolver 

a todos los trabajadores, a través de una transferencia de ingreso directa, el costo 

adicional que representa esta nueva contribución para una familia del tercer decil 

de la distribución del ingreso, de forma tal que ninguna familia de bajos ingresos 

tribute de forma adicional a lo que hace hoy en día.

Desde el punto de vista de la sociedad, la reforma propuesta representaría:

Extender, por primera vez, derechos sociales a todos los trabajadores de México: 

pobres y ricos, rurales y urbanos, mujeres y hombres, asalariados y no asalaria-

dos, jóvenes y viejos. Esto eliminaría la informalidad en el mercado laboral del 

país; redistribuir ingresos hacia los trabajadores menos favorecidos de forma más 

profunda y eficaz que hoy en día, financiado esa redistribución con impuestos al 

consumo de los hogares más favorecidos; 

Generar incentivos para que, en un contexto de legalidad, las empresas creen em-

pleos más productivos, paguen salarios más altos, inviertan más en capacitar a sus 

trabajadores, exploten economías de escala y alcance, y compitan más eficazmente; 

Fortalecer la sustentabilidad fiscal de la política social, al financiar todos los benefi-

cios con recursos tributarios, permitiendo destinar la renta petrolera a la inversión 

productiva; 

Modificar la estructura tributaria, sustituyendo los impuestos al trabajo por im-
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puestos al consumo sin afectar la capacidad de consumo de los hogares menos 

favorecidos;  

Incrementar el ahorro nacional al lograr que 41 en vez de 14 millones de trabaja-

dores ahorren para el retiro, y que lo hagan durante toda su carrera laboral, cana-

lizando los recursos a instrumentos que aumenten la oferta de crédito de mediano 

plazo a las empresas; 

Ampliar el mercado de rentas vitalicias asociado al sistema pensionario de un uni-

verso de 14 a 41 millones de futuros pensionados; 

Aumentar la tasa de crecimiento del pib, resultado de empleos más productivos, 

empresas más grandes y dinámicas, mayor ahorro nacional, y mayor canalización 

de la renta petrolera a la inversión pública;

Fortalecer el Estado de Derecho, al eliminar los subsidios a la ilegalidad que hoy en 

día de facto se otorgan a través de los programas de protección social; y,

Renovar el contrato social entre el Estado y los trabajadores, fortaleciendo la cohe-

sión social y el sentido de ciudadanía.

El principal problema económico del país es, al mismo tiempo, su principal 

problema social: la baja tasa de crecimiento del pib y de generación de empleos 

productivos con cobertura de seguridad social. Aún si persiste la estabilidad ma-

croeconómica, ese problema no se va a resolver a menos que haya un cambio drás-

tico en los incentivos de las empresas y los trabajadores a favor de la productividad 

y de la extensión de la seguridad social. Pero hoy en día nuestros programas so-

ciales operan en la dirección opuesta, fomentando la informalidad y subsidiando 

los empleos de baja productividad. Es sumamente confuso y frustrante cuando en 

una dimensión tan crítica de la vida nacional como la política social, las buenas 

intenciones generan malos resultados. Sin embargo, México puede dar pasos deci-

sivos en la dirección de más equidad e inclusión social, extensión de los derechos 

sociales, mayor productividad y crecimiento, y fortalecimiento del Estado de De-

recho, simultáneamente. Las buenas intenciones se pueden traducir en buenos 

resultados. El país tiene una gran oportunidad.

Tres requisitos son indispensables para concretar esta oportunidad: 

Primero, una visión de conjunto. Es necesario evitar reformas individuales 

(como “la laboral”, “la pensionaria”, “la de vivienda”, “la fiscal”, o “la de salud”), así 

como crear programas sociales nuevos o expandir los existentes (de guarderías, de 

vivienda, de salud, de apoyo a adultos mayores, entre otros) sin tener una visión 

integral de a dónde vamos. Debemos asegurar que reformas puntuales a la legis-

lación sobre pensiones, vivienda, salud y trabajo, entre otras, o programas sociales 
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individuales sean parte de un diseño armónico y coherente de política social y 

no, como a veces ha ocurrido, obstáculos para ello. ¿Cuál es la visión de mediano 

plazo de la política social? ¿Cómo contribuye cada reforma o programa individual 

a alcanzarla?

Segundo, reconocer explícitamente que la informalidad es un problema gra-

ve. Por ello, plantear reformas legales o incorporar en el Presupuesto de Egresos 

programas sociales sin considerar su impacto sobre la informalidad es un error; 

ciertas reformas o programas pueden agravarla. El sector formal y el sector infor-

mal no están aislados; hay vasos comunicantes entre ellos. Lo anterior es particu-

larmente cierto en el caso de las empresas chicas y medianas, los trabajadores de 

bajos ingresos que mayoritariamente se ocupan en ellas, y los trabajadores por 

cuenta propia. Más todavía, la esperanza de que “eventualmente” los trabajado-

res informales se incorporaran al sector formal como resultado del crecimiento 

económico es infundada. Lo que sí es cierto es que ciertas reformas o programas 

sociales pueden reducir ese crecimiento.

Tercero, fortalecer los vínculos entre las reformas sociales y económicas. Es 

reconocido que la política económica tiene amplias repercusiones sociales; es me-

nos reconocido, pero no menos cierto, que la política social tiene repercusiones 

económicas igualmente amplias. Por un lado, el impacto redistributivo de los pro-

gramas sociales depende en parte de la forma en que éstos se financian; se requiere 

distinguir entre la persona que legalmente entera un impuesto o una contribución, 

y la persona que finalmente lo paga. Por el otro, es necesario resaltar que lo que 

importa es el impacto redistributivo neto de los impuestos, las contribuciones y el 

gasto, no de uno u otro en forma aislada. Hoy en día, el balance de la política tri-

butaria y de gasto tiene un impacto redistributivo limitado. Con una mejor com-

binación de impuestos, contribuciones y gasto, se puede lograr un mayor impacto 

redistributivo y un mejor desempeño económico.

La reforma económica y social que se propone no es inalcanzable. Al contra-

rio, está dentro de las posibilidades económicas y administrativas del país. Hay 

muchos aspectos técnicos de la propuesta que deben ser discutidos y, sin duda, 

mejorados; también se debe discutir el orden y la gradualidad de los cambios re-

queridos para instrumentarla. Sin embargo, lo importante en este momento es 

destacar que es factible alcanzar una mayor prosperidad para todos, en el contexto 

de una economía más productiva que sustente los mismos derechos sociales para 

todos los trabajadores del país. Puede ser conveniente hacer una pausa en el ca-

mino para reflexionar sobre la dirección de la política social y su relación con la 

política económica. Este ensayo intenta contribuir a esa reflexión.
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2.  La asimetría entre trabajo asalariado y no-asalariado

Ordenamientos jurídicos de la mayor importancia como las leyes federales del Tra-

bajo y del Seguro Social, entre otras, crean derechos para los trabajadores y sus fa-

milias a partir de la figura de trabajo asalariado y la presencia de la relación obrero-

patronal. En toda economía, sin embargo, existen formas de trabajo distintas de 

la asalariada como son, por ejemplo, el trabajo por cuenta propia, o asociaciones 

entre trabajadores y empresas sin una relación de subordinación de los primeros a 

los segundos. 1 Estos trabajadores, denominados de forma genérica como no-asa-

lariados, son tratados de forma diferente en los ordenamientos jurídicos señalados. 

Esta asimetría crea una separación de raíz en el mercado laboral: por un lado, los 

trabajadores asalariados; por el otro, los trabajadores por cuenta propia y los co-

misionistas. Para propósitos de la política social esta separación es fundamental; 

mucho más importante que otras basadas en el nivel de salarios, género, ubicación 

urbana o rural, ocupación, o años de educación, por ejemplo.  2

Hay múltiples razones históricas para esta asimetría, pero entre ellas destacan 

dos. La primera es la aspiración de que los patrones paguen las prestaciones socia-

les de sus trabajadores asalariados como parte del esfuerzo distributivo del Estado. 

La segunda es más pedestre, pero en la práctica no menos importante: en el con-

texto de un Estado históricamente débil para extraer tributos de aquéllos con ma-

yores ingresos, desde el punto de vista fiscal y administrativo ha sido relativamen-

te más fácil obtener contribuciones proporcionales a la nómina salarial de las 

empresas para financiar los derechos sociales de los trabajadores (al menos de los 

asalariados, o de los asalariados contratados por empresas que no pueden evadir a 

las autoridades encargadas de extraer esas contribuciones).

En 2006, de una población ocupada de 41.4 millones de trabajadores, sólo 14.1 
millones contaban, como derecho derivado de la relación obrero-patronal, con 

protecciones como indemnizaciones por despido, servicios médicos y de guarde-

ría, créditos de vivienda, pensiones de retiro, invalidez y riesgos de trabajo, y otros 

beneficios sociales que, en conjunto, se denominan como “seguridad social” y a 

1		 En	general,	estas	relaciones	laborales	no	asalariadas	se	relejan	en	contratos	donde	las	remuneraciones	
son	un		porcentaje	de	las	ventas,	de	la	producción	o	de	las	ganancias.	Los	contratos	de	mediería	en	el	
campo	son	un	ejemplo,	los	contratos	de	pago	a	destajo	son	otro,	así	como	los	contratos	por	comisión.	En	
el	texto	me	reiero	a	los	trabajadores	asociados	con	empresas	en	este	tipo	de	contratos	como	“comisio-
nistas”.

2		Se	ignora	aquí	la	distinción	entre	los	apartados a	y	b	del	artículo	123	de	la	Constitución;	el	análisis	se	
centra	exclusivamente	en	los	trabajadores	cubiertos	por	el	apartado	a.	
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los trabajadores cubiertos como trabajadores formales.  3 Es notorio que a pesar de 

que las disposiciones jurídicas sobre seguridad social han estado vigentes por más 

de seis décadas, sólo poco más de un tercio de la población ocupada se beneficie 

de ellas.  4

Las cifras anteriores sugerirían que en ese mismo año había 27.3 millones de 

trabajadores no-asalariados, presumiendo una relación unívoca entre trabajador 

asalariado y trabajador cubierto por la seguridad social. Pero eso no es así. En el 

2006 había, al menos, 22.2 millones de trabajadores asalariados, no 14.1. La evasión 

masiva de diversas leyes laborales y sociales explica por qué el número de trabaja-

dores formales es sustancialmente inferior al número de trabajadores asalariados. 

En ese mismo año, alrededor de 8.1 millones de trabajadores asalariados fueron 

privados de su derecho a la seguridad social porque los patrones que los contra-

taron violaron la Ley, implicando que los trabajadores sin seguridad social (deno-

minados aquí como informales) estuviesen compuestos por dos grandes grupos: 

trabajadores asalariados que no están inscritos en la seguridad social como resulta-

do de un acto ilegal (8.1 millones); y trabajadores por cuenta propia o en diversos 

contratos de comisión, como resultado de una arquitectura jurídica que excluye a 

los trabajadores no asalariados del derecho a beneficios sociales bajo la forma de 

seguridad social    5 (19.2 millones).

3.  La asimetría entre seguridad social y protección social

Los trabajadores informales plantean un gran reto social para el gobierno. En au-

sencia de intervenciones esos trabajadores y sus familias quedarían sin protección 

3 	Existen	múltiples	deiniciones	de	formalidad	e	informalidad.	La	deinición	relevante	para	propósitos	de	
la	política	social	considera	a	los	trabajadores	formales	como	aquellos	cubiertos	por	la	seguridad	social,	
entendida	ésta	en	sentido	amplio:	las	disposiciones	sobre	indemnizaciones	por	despido	de	la	Ley	Federal	
del	Trabajo,	los	seguros	contra	diversos	riesgos	del	imss,	el	ahorro	para	el	retiro	en	las	Afores,	y	el	acceso	
a	la	vivienda	a	través	del	infonavit,	para	citar	los	elementos	más	importantes.	

4		La	población	ocupada	en	2006	era	de	44.3	millones	de	personas.	En	el	texto	se	excluye	de	la	discusión	
a	2.9	millones	de	trabajadores	públicos	(federales,	estatales	y	municipales),	y	tomo	como	universo	de	
análisis	a	41.4	millones	de	trabajadores	del	sector	privado.	

5		Dicho	de	otra	forma,	informalidad	e	ilegalidad	no	son	sinónimos:	un	trabajador	por	cuenta	propia	pue-
de	cumplir	con	todas	las	disposiciones	iscales	pero	no	estar	cubierto	por	la	seguridad	social.	Ese	traba-
jador	es	informal	pero	está	en	la	legalidad,	ya	que	ningún	ordenamiento	jurídico	lo	obliga	a	inscribirse	
al	imss	y	al	infonavit,	y	a	ahorrar	para	el	retiro	en	una	Afore.	Por	otro	lado,	un	trabajador	asalariado	
no	inscrito	en	la	seguridad	social	es	informal	y	la	empresa	que	lo	contrata	está	en	la	ilegalidad.		
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contra riesgos como falta de ingreso durante la vejez, enfermedad e invalidez, en-

tre otros; tampoco habría un esfuerzo distributivo a favor de aquéllos con bajos 

ingresos. En consecuencia, desde hace varias décadas, el gobierno ha instrumenta-

do diversos programas de salud, de vivienda, de guarderías y, más recientemente, 

de pensiones no contributivas, con diferentes grados de exigibilidad, que buscan 

proveer a los trabajadores excluidos de la seguridad social con un conjunto de 

beneficios sociales que se acerquen, progresivamente, a los que reciben los traba-

jadores formales.   6 En este ensayo se denomina a ese conjunto de programas como 

“protección social”, en contraposición a la “seguridad social” para los formales.

Debe quedar claro que los programas de protección social no son sinónimos 

de programas contra la pobreza. Por diseño, los beneficiarios de los programas de 

protección social son todos los trabajadores no-asalariados, independientemente 

de su nivel de ingreso. En contraste, los beneficiarios de los programas de combate 

a la pobreza son los trabajadores pobres, independientemente de si son o no asa-

lariados. Dicho de otra forma, los programas de protección social se definen en 

función de la forma de inserción de los trabajadores en el mercado laboral; los de 

pobreza en función de su nivel de ingreso.

En las discusiones públicas esta distinción no se hace con claridad, y subyace 

un supuesto de que todos los trabajadores informales son pobres, y los formales no 

pobres. Una observación resalta porque esta distinción no es académica, sino muy 

relevante para el diseño de políticas públicas: los trabajadores pobres tienen pocos 

activos productivos más allá de su fuerza de trabajo; por ello, uno esperaría que en 

su mayoría fuesen asalariados y, por lo tanto, formales. Sin embargo, como se abun-

da más adelante, en México sucede lo contrario: si bien hay trabajadores pobres con 

cobertura de seguridad social, estos son una minoría. Al mismo tiempo, hay traba-

jadores informales con ingresos superiores a los de algunos trabajadores formales. 

Informalidad y pobreza se sobreponen, pero son dos fenómenos diferentes.

6	Entre	 los	programas	de	protección	social	 se	encuentran,	en	materia	de	 salud,	el	Seguro	Universal	de	
Primera	Generación,	el	Seguro	Popular,	el	programa	imss-oportunidades	y	otros	ofrecidos	por	las	se-
cretarías	del	ramo	federales,	estatales	y	del	Distrito	Federal;	en	materia	de	pensiones	no	contributivas	el	
programa	federal	de	Adultos	Mayores	de	Setenta	y	otros	similares	a	cargo	de	los	gobiernos	estatales	o	del	
Distrito	Federal;	en	materia	de	guarderías	el	programa	federal	de	Estancias	Infantiles	para	Madres	Tra-
bajadoras	y	otros	a	nivel	estatal	o	municipal	ofrecidos	por	el	dif	u	otras	instancias	similares;	en	materia	
de	vivienda	los	apoyos	y	subsidios	otorgados	a	través	de	varios	programas	de	la	Secretaría	de	Desarrollo	
Social	o	los	gobiernos	estatales	o	municipales.	La	característica	distintiva	de	todos	estos	programas	es	
que	ofrecen	beneicios	similares	a	los	provistos	en	conjunto	por	el	imss,	el	infonavit	y	las	Afores,	pero	
dirigidos	a	los	trabajadores	que	carecen	de	cobertura	de	seguridad	social.		
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Existen diferencias de gran importancia entre los beneficios sociales que to-

man la forma de seguridad social y los que toman la forma de protección social. 

Una se aludió anteriormente y se refiere a la forma de financiamiento: la seguridad 

social se cubre con aportaciones proporcionales a la nómina salarial de las empre-

sas, mientras que la protección social se financia con recursos provenientes de la 

recaudación general (y de la renta petrolera). Pero hay dos diferencias adicionales. 

Los beneficios de la seguridad social son forzosos y están agrupados. Lo primero 

implica que es obligación de las empresas (patrones) inscribir a todos sus asalaria-

dos a la seguridad social, independientemente de si la empresa es grande o chica, o 

elabora manufacturas, productos agrícolas o servicios; lo segundo implica que un 

trabajador, o la empresa que lo contrata, no puede optar, por ejemplo, por cotizar 

al Infonavit pero no al imss, o cotizar sólo al seguro médico del imss pero no al 

resto de los seguros, o excluirse de las disposiciones sobre indemnizaciones por 

despido de la Ley Federal del Trabajo pero sí cotizar al imss.
En contraste, los programas de protección social son voluntarios y están des-

agrupados. Lo primero significa que no hay obligación jurídica para un trabajador 

por cuenta propia de inscribirse a un programa de vivienda o de salud, ni para una 

empresa que se asocie con un trabajador como agente de ventas u otra modalidad 

no-asalariada de inscribirlos a un programa social. En ambos casos la razón es 

que no hay una relación obrero-patronal; en uno porque los autoempleados sólo 

trabajan para sí; en el otro porque el trabajador no está subordinado a la empresa 

con la que está asociado. Lo segundo significa que un trabajador puede acceder a 

los beneficios de un programa de salud sin tener que inscribirse en un programa 

de pensiones, o puede beneficiarse de un programa de vivienda sin acceder a un 

programa de guardería. Además, debe señalarse que estos programas casi siempre 

son gratuitos.

Las diferencias entre seguridad y protección social son relevantes en la práctica. 

Por un lado, hay grandes empresas en México con decenas de miles de trabajadores 

bajo la modalidad de comisionistas que no otorgan derechos de seguridad social a 

sus trabajadores, a pesar de que esos trabajadores pueden estar asociados (¿contra-

tados?) por muchos años con esas empresas, y de hecho trabajar con (¿para?) ellas 

de forma exclusiva.   7  En contrapartida, también hay empresas muy pequeñas que 

7		La	mención	es	relevante	porque	la	mayoría	de	estos	trabajadores	son	mujeres,	que	acceden	a	estos	em-
pleos	entre	otras	razones	por	la	lexibilidad	en	las	horas	de	trabajo,	lo	que	les	permite	combinarlos	con	
las	labores	domésticas;	estos	empleos	generalmente	toman	la	forma	de	venta	de	casa	a	casa	de	productos	
alimenticios,	de	belleza,	o	utensilios	del	hogar,	aunque	a	veces	también	se	realizan	en	el	hogar,	donde	se	
elaboran	productos	alimenticios	o	prendas	de	vestir	bajo	la	igura	de	maquila	para	un	tercero.	
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sí inscriben a sus trabajadores a la seguridad social; de hecho, en 2003 había más de 

350,000 empresas con sólo dos trabajadores registrados en el imss. El punto es que 

el derecho, o la ausencia del derecho, de los trabajadores a la a seguridad social no 

es función del tamaño de las empresas en las que laboran, sino de la forma jurídica 

del contrato laboral.

Por otro lado, el hecho que los programas de protección social estén desagru-

pados implica que el acceso a beneficios sociales de gran importancia es errático 

e incompleto. Por ejemplo, si bien un gran número de trabajadores informales se 

benefician de diversos programas de salud, la evidencia señala que los trabajadores 

no ahorran voluntariamente para su pensión de retiro en las Afores;    8 tampoco 

están cubiertos contra otros riesgos como la invalidez o la muerte. Ello contrasta 

con los trabajadores formales, donde todos los que obtienen servicios médicos 

necesariamente ahorran para su pensión y para su crédito de vivienda.

 Los programas de protección social no son nuevos; nacieron junto a los pro-

gramas de seguridad social, hace más de seis décadas. En paralelo al crecimiento 

del imss, del infonavit y, más recientemente, de las Afores, durante sucesivas 

administraciones federales (y en algunos casos estatales) se han creado distintos 

programas de vivienda, de salud, de guardería y, más recientemente, de apoyo a 

adultos mayores. Lo que sí es nuevo es que a lo largo de la última década los sub-

sidios federales a los programas de protección social han crecido mucho más rápi-

damente que los canalizados a la seguridad social: 

En el período 1998-2007 los primeros aumentaron 108% en términos reales, mien-

tras que los segundos lo hicieron en 57%. 

El resultado es éste: 

8  Tres	datos	son	indicativos	de	la	conducta	de	los	trabajadores	con	respecto	al	ahorro	para	el	retiro.	Prime-
ro,	desde	2005	los	trabajadores	informales	tienen	la	opción	de	abrir	una	cuenta	de	ahorro	para	el	retiro	
en	la	Afore	de	su	elección;	sin	embargo,	hasta	2006	de	un	universo	potencial	de	25	millones	que	podían	
hacerlo,	sólo	4 , 469	 lo	habían	hecho.	Segundo,	los	trabajadores	formales	tienen	la	opción	de	canalizar	
voluntariamente	recursos	adicionales	para	el	retiro	en	su	Afore;	sin	embargo,	en	el	período	1997-2006,	
el	ahorro	voluntario	representó	menos	del	1%	del	ahorro	total	en	las	Afores.	Tercero,	los	trabajadores	
informales	tienen	la	opción	de	inscribirse	en	el	imss	y	cotizar	para	un	paquete	de	protección	integrado	
por	un	seguro	médico,	un	seguro	de	invalidez	y	vida,	y	una	pensión	de	retiro	sobre	la	base	de	un	salario	
mínimo	(a	través	de	la	modalidad	denominada	Incorporación	Voluntaria	al	Régimen	Obligatorio);	sin	
embargo,	en	2006	menos	del	2%	de	los	25 millones	de	trabajadores	que	podían	optar	por	esta	modalidad	
lo	hacía.	La	evidencia	es	clara:	los	trabajadores	no	ahorran	voluntariamente	para	su	retiro	en	las	Afores,	
y	a	mayor	informalidad	menor	será	el	número	de	trabajadores	que	tengan	una	pensión	de	retiro.		
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En 2007 el Presupuesto de Egresos de la Federación canalizó aproximadamente

1.8% del pib a subsidiar los programas de seguridad social. 9

Si bien es difícil documentar, puede afirmarse que la creación de empleos for-

males y la extensión del derecho a la seguridad social a más trabajadores ha sido 

un desideratum nacional. En ese contexto, los programas de protección social 

pueden haber sido considerados como transitorios, en tanto el crecimiento eco-

nómico llevase a la incorporación de los trabajadores informales a la formalidad. 

Pero a la luz de las recientes asignaciones presupuestarias y reformas a diversas 

leyes, puede interpretarse que la coexistencia de la seguridad y la protección social 

ya no se considera como transitoria. Al contrario, dicha coexistencia es un rasgo 

permanente de la estructura social y económica del país. Para proveer beneficios 

sociales a sus trabajadores México tiene dos esquemas paralelos: en un caso como 

derecho laboral y con programas obligatorios y agrupados; y en otro caso como 

beneficio social con diferentes grados de exigibilidad y con programas voluntarios 

y desagrupados. Y para financiarlos, México también tiene dos esquemas paralelos: 

las contribuciones obrero-patronales en un caso, y los recursos generales del fisco 

en el otro. A continuación se argumenta que la coexistencia de estos dos esquemas 

es un error de política social y de política económica de gran magnitud, y que exis-

te una mejor opción tanto desde el punto de vista social como económico.

4.  Tránsitos entre formalidad e informalidad

Contrariamente a lo que comúnmente se piensa, en México la población ocu-

pada no se divide en dos subconjuntos mutuamente excluyentes de trabajadores 

“formales” e “informales”; tampoco hay una larga lista de trabajadores informales 

esperando incorporarse a la formalidad por primera vez. La imagen de un gru-

po de individuos que pueden ser clasificados como formales por un lado, y otro 

grupo de individuos que pueden ser clasificados como informales por el otro, con 

9  Lo anterior excluye los recursos estatales para programas de vivienda, guarderías y pensiones no contri-
butivas sobre  los cuales no  fue  factible encontrar datos completos, por  lo que puede aseverarse con un 
alto grado de certidumbre que el país canaliza al menos 3 pesos de recursos públicos para subsidiar los 
beneicios sociales de los trabajadores informales por cada peso de subsidio a los formales. Ante la diná-
mica observada en los últimos años, es probable que esta brecha se siga ampliando. Dentro del gasto en 
protección social se excluye el destinado a Progresa-Oportunidades y a programas alimentarios operados 
principalmente por la Secretaría de Desarrollo Social, en función de la distinción entre programas de pro-
tección social y de combate a la pobreza.  
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los segundos deseosos pero imposibilitados para obtener un empleo formal, no 

corresponde con la evidencia empírica.

El 1 de julio de 1997, cuando entró en vigor la actual Ley del Seguro Social, ha-

bía 9.2 millones de trabajadores inscritos en el imss. Los registros de ese instituto 

permiten seguir la carrera laboral de esos trabajadores, detectando en particular 

si en cada año, a partir de esa fecha, el trabajador continuaba o no inscrito en el 

imss. Con esos registros se puede medir la proporción del tiempo que cada uno 

de los 9.2 millones de trabajadores fue formal, o no, durante la siguiente década. 

El resultado del ejercicio indica que ese universo de trabajadores estuvo sólo 6.7 

años en la formalidad. Dicho de otra forma, en promedio, un trabajador que era 

formal en 1997 sólo mantuvo ese estatus durante dos tercios de sus siguientes diez 

años laborales.

Los registros del imss permiten separar a los trabajadores entre aquéllos de 

altos y bajos salarios, y para ese propósito un punto de corte útil es tres salarios 

mínimos (cercano a la moda de la distribución de salarios de los trabajadores ins-

critos en el imss). El resultado es que para los trabajadores de altos salarios la 

permanencia en la formalidad fue mayor —7.7 años de 10 posibles— mientras 

que para los de bajos salarios, menor — 4.9 años de 10 posibles —. Los registros 

también permiten medir el número de veces que un trabajador entró y salió de la 

formalidad, además del tiempo promedio que pasó en la formalidad. Lo que se 

encuentra es que la frecuencia de entrada y salida de la formalidad es mayor para 

los trabajadores de bajos salarios que para los de altos.

Las encuestas de empleo elaboradas por el inegi también permiten seguir el 

tránsito formal-informal de trabajadores individuales, aunque sólo por cuatro tri-

mestres seguidos. Dichas cifras arrojan un resultado consistente con los registros 

del imss: aproximadamente el 15% de los trabajadores que empiezan el año labo-

rando en el sector formal lo concluyen en el informal. Una situación parecida se 

observa en sentido inverso: entre el 10 y el 20% de los trabajadores que inician el 

año en el sector informal lo concluyen en el formal. Este fenómeno se observa para 

años de alto, bajo y aún crecimiento negativo del pib, por lo que no está funda-

mentalmente determinado por el ciclo económico.

Resultados similares se obtienen al contrastar los registros de la consar con 

los del imss. En principio, cuando un trabajador ingresa al sector formal por pri-

mera vez se le abre una cuenta individual de ahorro para su retiro con la Afore de 

su elección, de forma tal que, ignorando duplicaciones, el número de registros de 

nuevos trabajadores en el imss y el número de nuevas cuentas individuales de reti-

ro de la Consar debe coincidir. Sin embargo, eso no es así. Entre diciembre de 1997 
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y diciembre de 2006 el número de registros formales en el imss pasó de 10.7 a 14.1 
millones, para un promedio anual de 369,000 registros. En ese mismo lapso el nú-

mero de cuentas individuales para el retiro registradas por la Consar pasó de 11.1 a 

37.4 millones, para un promedio anual de 2.9 millones de registros. Esta diferencia 

de casi ocho a uno no se explica por las duplicaciones de registros (que se estiman 

en alrededor de 10%). La diferencia se explica porque el número de personas que 

entraron a la formalidad a lo largo de esta década fue mucho mayor que el número 

de puestos de trabajo formales creados. Y eso sólo pudo ocurrir si en ese mismo 

lapso algunas personas que entraron a la formalidad también salieron de ésta, para 

poder permitir que otras personas entraran a la formalidad, dado que el número 

total de puestos de trabajo formales fue menor.

En conjunto, la imagen que emerge de la información del inegi, del imss y de 

la consar, así como de múltiples estudios econométricos y sociológicos, lleva a 

tres conclusiones: 

Primero, no hay grandes obstáculos para que los trabajadores informales ingresen 

al sector formal;   10 de hecho, a juzgar por las cifras de la Consar, la mayoría de los 

trabajadores mexicanos ha experimentado algún episodio de formalidad durante 

la última década (o, dicho de otra forma, en gran medida los trabajadores formales 

e informales son los mismos). 

Segundo, el tiempo promedio de permanencia en la formalidad es mayor para los 

trabajadores de altos salarios que para los de bajos salarios. 

Tercero, la frecuencia de entrada y salida de la formalidad es mayor para los traba-

jadores de bajos salarios en comparación con los de altos.   11

10  Cabe hacer una diferencia entre obtener un empleo formal y obtener un empleo formal “bien pagado”. A 
veces se asocia a los “buenos empleos” con los empleos formales, pero no todos los empleos formales son, 
al menos desde el punto de vista de los trabajadores, preferibles a los informales. Esto depende de la com-
binación de percepciones, beneicios sociales, y otras dimensiones asociadas a cada empleo (por ejemplo, 
lexibilidad en el horario). El punto aquí es que entrar a la formalidad y obtener un “buen empleo” no es lo 
mismo. Entrar a la formalidad en el sentido de obtener un empleo donde el patrón inscribe al trabajador en 
el imss no es difícil; lo difícil es entrar a la formalidad, permanecer en ella, y obtener un “buen salario” vs. 
las opciones de ingreso en la informalidad. 

11   Es necesario distinguir entre trabajador formal y trabajador sindicalizado (en sindicatos que pueden o no 
formar parte de grandes centrales sindicales). Los trabajadores sindicalizados, por percibir salarios más altos 
y ocuparse en empresas de mayor tamaño, experimentan menores tránsitos entre formalidad e informali-
dad, y mayores períodos promedio de estancia en la formalidad. Sin embargo, estos trabajadores no son la 
totalidad de los trabajadores formales, y distan mucho de ser la mayoría de los trabajadores del país. 
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El tránsito entre formalidad e informalidad tiene implicaciones sustantivas 

para la eficacia de los programas sociales. Los trabajadores y sus familias a veces 

están cubiertos contra ciertos riesgos y a veces no. Por ejemplo, si cuando un tra-

bajador fallece tiene estatus formal, su familia recibirá una pensión, pero no si en 

ese momento el trabajador tiene estatus informal. Otro ejemplo numéricamente 

más relevante tiene que ver con las pensiones de retiro, ya que los trabajadores sólo 

cotizan a su cuenta individual durante el tiempo que están en la formalidad. Los 

registros de la consar indican que en la última década el tiempo de cotización 

promedio de los trabajadores a su pensión de retiro ha sido de 45% del tiempo po-

tencial. Dicho de otra forma, los trabajadores han cotizado para su pensión menos 

de la mitad del tiempo del que lo pudieron haber hecho. Esto se traducirá en tasas 

de remplazo bajas, por abajo del promedio de otros países de la ocde.  12

La cifra anterior es un promedio, y los registros de la consar también indican 

que el tiempo de cotización es menor para los trabajadores de más bajos ingresos, 

los que, por lo tanto, obtendrán pensiones que, en relación con sus salarios, serán 

inferiores a las de los trabajadores de altos ingresos. De hecho, es probable que 

la mayoría de los trabajadores de bajos ingresos ni siquiera alcancen la pensión 

mínima garantizada (de un salario mínimo), ya que no estarán en la formalidad 

las 1,250 semanas (casi 25 años) que requiere la Ley para alcanzar ese derecho. El 

tránsito entre la formalidad y la informalidad debilita severamente la eficacia del 

sistema pensionario, y crea un problema social de gran relevancia para el futuro.

Múltiples fenómenos económicos explican estos resultados. Una empresa que 

enfrenta mayor competencia puede dejar de registrar a algunos de sus trabajado-

res en el imss para ahorrar costos; en este caso esos trabajadores, sin cambiar si-

quiera de puesto de trabajo, pasan de ser formales a informales.  13  Una trabajadora 

doméstica puede obtener un empleo como costurera en una fábrica de vestidos; 

en este caso, pasa de ser informal a formal (aunque luego tal vez sea vendedora de 

vestidos de casa en casa, y regrese a ser informal). Un albañil encuentra trabajo en 

una obra donde el patrón lo inscribe al imss, y al concluir la obra se ocupa como 

12  La tasa de reemplazo es el cociente de la pensión sobre el salario del trabajador.  
13   Este ejemplo sirve para reiterar que  la formalidad se deine respecto al cumplimiento de  las normas de 

seguridad social, no desde el punto de vista de la empresa o la ubicación física del trabajador. El ejemplo 
es importante porque muchas empresas en México sólo registran a parte de sus trabajadores asalariados 
en la seguridad social y, como parte de sus estrategias de evasión, rotan a los trabajadores registrados (y en 
ocasiones los registran con salarios más bajos). En un año dado, el imss registra alrededor de 15 millones de 
altas y bajas de trabajadores, sin que eso represente que 15 millones de personas necesariamente cambiaron 
de lugar de trabajo.  
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trabajador por cuenta propia, o en otra obra donde el patrón no lo inscribe al imss, 

por lo que pasa de ser formal a informal (aunque eventualmente encuentre otra 

vez un trabajo donde el patrón lo inscriba en el imss, regresando a ser formal). Un 

trabajador de Oaxaca que migra a Sinaloa para emplearse temporalmente como 

jornalero en un campo agrícola pasa de informal a formal, aunque algunos meses 

después, al regresar a Oaxaca, transite de formal a informal. Hay millones de his-

torias personales que están detrás de los registros del imss, de la consar y de las 

encuestas del inegi antes citados, y la lista de ejemplos se puede hacer muy larga, 

pero ese no es el punto aquí.

El punto es que el mercado laboral mexicano se caracteriza por una gran flui-

dez, pero nuestros programas sociales están diseñados como si ese fenómeno no 

existiese; la intensa movilidad formal-informal hace patente la incongruencia en-

tre la vida cotidiana de la mayor parte de los trabajadores y el diseño de los pro-

gramas sociales que buscan proteger a esos trabajadores. Más precisamente, los 

programas sociales, y los derechos sociales no deben ser diseñados alrededor de 

características transitorias y muchas veces impredecibles o fuera del control de los 

trabajadores, en particular su estatus como autoempleados, asalariados legalmente 

contratados, asalariados ilegalmente contratados o comisionistas. 

Por su propia naturaleza, muchos programas sociales deben tener una pers-

pectiva de mediano plazo: ahorrar para el retiro, cuidar la salud, ahorrar para la vi-

vienda, o proteger a los hijos de la muerte o invalidez repentina del padre o madre 

trabajadores. Pero hoy en día, la mayoría de los trabajadores en México no tienen 

una cobertura permanente contra riesgos de gran importancia por la asimetría en 

los derechos sociales entre los trabajadores asalariados y no asalariados, y porque 

el acceso de los trabajadores a beneficios sociales es función de su estatus formal 

o informal.

5.  Impuestos y subsidios al trabajo formal e informal

En ocasiones las discusiones sobre política social no consideran las implicaciones 

de los programas sociales sobre la productividad y el crecimiento. Por un lado está 

la política social; por el otro la política económica. Esta disociación debe evitarse, 

ya que la política social tiene fuertes implicaciones sobre el mercado laboral y la 

productividad de trabajadores y empresas (así como la política económica tiene 

fuertes implicaciones sobre el bienestar social).
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Cuando una empresa contrata a un trabajador asalariado, en principio debe 

cubrir los costos no-salariales de dicha contratación.  14 Pero cuando establece una 

relación contractual con un trabajador distinta de la obrera-patronal, o cuando 

evade la Ley y contrata a trabajadores asalariados pero bajo la modalidad informal, 

esos costos no-salariales no están presentes. Aparece aquí un aspecto crítico: ya 

que el patrón debe pagar las prestaciones de seguridad social del trabajador for-

mal, intentará repercutirlas sobre el trabajador en la forma de un menor salario 

para contener sus costos laborales. En contraste, como los beneficios de protección 

social son financiados por el fisco, no hay necesidad de repercutirlos sobre las per-

cepciones de los trabajadores informales; desde el punto de vista de las empresas 

y los trabajadores asociados legal o ilegalmente con ellas, y desde el punto de vista 

de los trabajadores por cuenta propia, esos beneficios son gratuitos.

Una consecuencia de lo anterior es que la política social afecta el funciona-

miento del mercado de trabajo. Si los salarios de los trabajadores formales se re-

dujesen en un monto equivalente a las contribuciones de seguridad social y otros 

costos no-salariales, el costo total del trabajo asalariado para las empresas sería el 

mismo con y sin seguridad social, y éstas no cambiarían su demanda por empleo 

asalariado. Eso ocurriría si los trabajadores asalariados aceptaran salarios menores 

en un peso por cada peso de costo para las empresas de las prestaciones sociales. 

De ser ese el caso, la seguridad social sólo habría cambiado la forma de remune-

ración de los trabajadores: una menor proporción como salario y una mayor pro-

porción como prestaciones sociales. Pero si los trabajadores no están dispuestos a 

reducir sus salarios peso a peso por el costo de las prestaciones de seguridad social 

porque no las valoran de la misma forma — y por lo tanto no las consideran equi-

valentes —, el costo total del trabajo asalariado para las empresas aumentará, y el 

nivel de empleo formal será necesariamente menor. Los trabajadores desplazados 

del sector formal encontrarán empleo en el sector informal.

La protección social también tiene efectos en el mercado de trabajo porque 

modifica el atractivo de laborar en el sector informal: no es lo mismo ser un tra-

bajador por cuenta propia sin acceso a ningún servicio médico público, que serlo 

teniendo acceso gratuito a ese servicio, aunque sea de mala calidad. En ausencia 

14  Estos costos, además de las prestaciones sociales, incluyen los costos contingentes por indemnizaciones por 
despido, los impuestos federales y estatales a la nómina, así como los costos de transacción de cumplir con 
las obligaciones. El costo no-salarial total de contratar a un trabajador se acerca al 45% del salario. De este 
total, el gobierno federal cubre, a través de subsidios, a diversos seguros del imss el 6%, tal que el costo no 
salarial para una empresa de contratar a un trabajador es de alrededor de 39% del salario.  
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15  Una aclaración importante es que la comparación entre empleos formales e informales es relativa. En un 
sentido absoluto, ambos empleos pueden pagar salarios muy bajos, y los trabajadores pueden considerar 
ambos empleos como malos. 

16  Un trabajador formal que recibe un salario mensual de 3,000 pesos le cuesta a su empresa 4,050 pesos, al 
considerar las prestaciones sociales y los otros costos no-salariales. La pregunta es si el trabajador preiere 
recibir 4,050 pesos en efectivo, o 3,000 pesos en efectivo y 1,050 pesos en prestaciones. La respuesta depen-
de de si el trabajador considera que esas prestaciones y otros beneicios no-salariales justiican “sacriicar” 
1,050 pesos de salario. Estimaciones econométricas sugieren que los trabajadores de bajos salarios valoran 
cada peso de costo no-salarial de las empresas en alrededor de 25 centavos.  

de servicio médico gratuito, tal vez el trabajador no estuviese dispuesto a ocupar-

se por cuenta propia y, para acceder a un seguro médico, tendría que aceptar un 

menor salario y ocuparse en el sector formal. Ese proceso se reflejaría en un gran 

número de trabajadores informales que buscan, a cualquier salario, un empleo 

formal, y presionaría los salarios formales a la baja. Pero eso no ocurre en México. 

Los salarios en el sector formal están por arriba de los salarios mínimos a pesar de 

haber más trabajadores informales que formales. Esto es así porque la oferta de 

trabajadores al sector formal se reduce en la medida que los trabajos informales 

con acceso gratuito a los programas de protección social pueden ser mejores que 

los trabajos formales con acceso a seguridad social, pero con salarios más bajos 

que los trabajadores consideran inaceptables.  15 El argumento anterior puede plan-

tearse desde otro ángulo: ¿Qué pasaría si no hubiese ningún programa de protec-

ción social, y los trabajadores informales sólo pudiesen acceder a servicios médicos 

públicos, o a una pensión de retiro, o al servicio de guardería, o a un apoyo para la 

vivienda, obteniendo un empleo formal? ¿Caerían los salarios en el sector formal?

La evidencia empírica para México señala que los trabajadores formales valo-

ran las prestaciones de seguridad social en menos de los costos no salariales de las 

empresas.   16 En adición, los trabajadores informales reciben prestaciones sociales 

con cargo a los recursos generales del erario (por al menos 1.8% del pib). Estas dos 

situaciones son equivalentes a un impuesto al trabajo formal junto con un subsi-

dio al trabajo informal: El impuesto surge porque las empresas que contratan for-

malmente pagan más por sus trabajadores que lo que éstos reciben; y el subsidio 

porque los trabajadores informales reciben un beneficio que ellos o las empresas 

con las que se asocian no pagan directamente. El efecto neto de esta combinación 

de impuestos y subsidios es abrir una brecha de entre 30 y 35% de los costos labo-

rales totales entre el sector formal y el informal para trabajadores de bajos ingresos 

con habilidades y características similares, y es exactamente lo opuesto de lo que 

debería ocurrir si lo que se desea es impulsar el empleo formal y el acceso de más 
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trabajadores a la seguridad social. Tanto por el impuesto como por el subsidio, el 

empleo informal aumenta.

La valoración que los trabajadores le dan a las prestaciones de la seguridad 

social es crítica para el funcionamiento del mercado laboral. Mientras más alta sea 

la calidad de los servicios del imss y del infonavit, mientras más valoren los tra-

bajadores su cuenta de retiro en su Afore, y mientras más consideren que las juntas 

de conciliación y arbitraje administran bien su derecho a una indemnización por 

despido, menor será la diferencia entre lo que la empresa paga por un trabajador 

formal y lo que el trabajador considera que percibe. En ese contexto, la reducción 

en el empleo formal causada por las contribuciones asociadas a la nómina será 

menor. 

A contrario sensu, una seguridad social que, desde la perspectiva de los traba-

jadores, no funciona bien, representa un incentivo a la informalidad. Esto puede 

ser porque los servicios médicos del imss son de baja calidad o no están cercanos 

al lugar donde los trabajadores viven; porque el acceso al servicio de guardería 

es muy limitado; porque no pueden obtener un crédito del Infonavit; porque no 

se confía en las Afores o sus comisiones son altas (o porque los trabajadores tienen 

opciones de inversión que pagan retornos más altos); porque los litigios causados 

por las diferencia entre causa “justificada” e “injustificada” para obtener las indem-

nizaciones por despido reducen el valor de estas indemnizaciones para los trabaja-

dores;   17 porque el trabajador planea migrar al extranjero y prefiere un mayor salario 

líquido en vez de ahorrar para su pensión o su vivienda (como lo hacen anualmente 

alrededor de 400,000 trabajadores); o por muchas otras razones.  18

El buen funcionamiento de la seguridad social también es vital para los tra-

bajadores informales. Claramente, mientras menor sea el número de trabajadores 

contratados en el sector formal, mayor será el número de trabajadores informales 

y, en consecuencia, menores serán los salarios o las comisiones, o las percepciones 

de los autoempleados, en ese sector. Habrá más trabajadores en el campo porque 

hay menos trabajadores en las fábricas, y el menor cociente tierra-trabajo reducirá 

17  Estimaciones  sugieren que 40  centavos de cada peso que reciben  los  trabajadores por  indemnizaciones 
por despido en los laudos de las juntas de conciliación y arbitraje se destinan a gastos legales y otros para 
“facilitar” los procesos. 

18  Cabe reiterar que los impuestos a la nómina y los costos de transacción de cubrir con las obligaciones son 
también parte de los costos no-salariales de las empresas, y éstos no tienen contrapartida directa en ningún 
beneicio social para el trabajador (de buena o mala calidad). Por estos motivos, por los señalados en el tex-
to, y por otros excluidos de la discusión por razones de espacio, en México se castiga fuertemente el empleo 
formal, independientemente del subsidio al empleo informal.  
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las rentas per capita de la tierra; habrá más vendedores ambulantes compitien-

do en las mismas esquinas de las principales avenidas de las ciudades del país; 

habrá mas taxistas, jardineros, boleros y comerciantes en los tianguis; habrá más 

comisionistas luchando por las mismas ventas de las empresas de productos de 

belleza, de alimentación, de tarjetas para teléfonos celulares, de periódicos,…, y 

habrá también más empresas contratando a trabajadores asalariados de forma ile-

gal. Probablemente nada ayudaría a aumentar más el bienestar de los trabajadores 

que laboran en el sector informal que un fuerte crecimiento del empleo formal, 

para lo cual es indispensable mejorar drásticamente el funcionamiento del imss, 

del infonavit, de las Afores, de las juntas de conciliación y arbitraje y, en paralelo, 

reducir también drásticamente los costos de transacción de todo el aparato jurídi-

co-administrativo asociado a la formalidad.

6.  Formalidad-informalidad, productividad laboral y salarios reales

Desde el punto de vista de la productividad, el efecto de la combinación de impues-

tos al trabajo formal y subsidios al informal es, también, exactamente el opuesto 

a lo que se desea: se subsidia la creación de empleos de baja productividad y se 

castiga la creación de empleos de alta productividad. La razón es ésta: en el sector 

formal la productividad de un trabajador tiene que ser al menos igual al salario 

más los costos no salariales de la contratación (ya que las empresas no lo contra-

tarían si su productividad es inferior a su costo total), pero en el sector informal la 

productividad de un trabajador es igual al salario o a las comisiones pagadas, dado 

que las empresas informales no pagan ninguna prestación social. El resultado es 

que trabajadores con características y habilidades similares tendrán una producti-

vidad muy diferente dependiendo del sector en que están ocupados, siendo mayor 

en el sector formal en aproximadamente 30 o 35%.

Dicho de otra forma, a mayor tamaño del sector informal, menor es la pro-

ductividad de los trabajadores del país (que es un promedio ponderado de la pro-

ductividad en el sector formal y en el informal). Un corolario de lo anterior es que 

cualquier política pública que aumente el empleo informal es, al mismo tiempo, 

una política pública que reduce la productividad de los trabajadores. Y como en 

el mediano plazo los salarios reales de los trabajadores dependen de su produc-

tividad, un segundo corolario es que cualquier política pública que fomente la 

informalidad actúa en contra del aumento de los salarios reales.
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7.  Informalidad e ilegalidad

La brecha de 30 a 35% en el costo para una empresa entre contratar a un trabajador 

formal o informalmente explica, en gran medida, porqué en México el empleo 

formal representa sólo alrededor de un tercio de la población ocupada, y por qué 

somos un país caracterizado por altos niveles de autoempleo y trabajo no asala-

riado. Pero eso no es todo. Cuando las diferencias en costo entre modalidades de 

contratación son de tal magnitud, existen fuertes incentivos para que las empresas 

violen la Ley. Porque el empleo asalariado ilegal es un componente muy impor-

tante del empleo informal, conviene detenerse en los determinantes del compor-

tamiento ilegal de las empresas. Se fija aquí la atención en aquellas empresas cuyos 

procesos productivos ineludiblemente requieren trabajo asalariado que no puede 

ser realizado por trabajo bajo la figura de comisión para controlar los tiempos de 

producción, para supervisar la calidad, para coordinar el esfuerzo de varios par-

ticipantes en el proceso productivo, y para optimizar el uso de inventarios, entre 

otras razones.   19 Esas empresas pueden ofrecer a un trabajador un empleo formal 

pagando un salario de w
f
 con un costo total para la empresa de (w

f
 + T), donde T 

son los costos no salariales de la formalidad; o pueden contratar informalmente 

a un trabajador al salario de w
i
, ahorrándose T. Siempre y cuando w

i
 < (w

f
 + T), 

las empresas tendrán un incentivo a evadir la Ley, ya que tendrán ahorros en sus 

costos laborales.

Por su parte, el trabajador solo aceptará la oferta de trabajar informalmente al 

salario de w
i
 si la diferencia con w

f
 le compensa el perder acceso a las prestaciones 

de seguridad social. Dicho de otra forma, el trabajador aceptará un salario más 

alto como informal, siempre y cuando ese salario compense lo que, desde su pun-

to de vista, representa la pérdida de los servicios del imss, del infonavit, de su 

Afore, y las indemnizaciones que él cree poder obtener en caso de ser despedido. Es 

claro que mientras menor sea la valoración que un trabajador le imputa a las pres-

taciones de seguridad social, mayores serán los incentivos a violar la Ley. A su vez, 

la valoración de estos beneficios depende de las alternativas que tiene el trabajador 

para acceder a beneficios sociales. No es lo mismo quedarse sin servicios médicos 

19  La línea divisoria entre trabajo asalariado y no asalariado no siempre es precisa. Esta ambigüedad abre es-
pacios para que las empresas eludan la obligación de inscribir a sus trabajadores en la seguridad social sin 
incurrir en violaciones obvias y expresas de la Ley. Sin embargo, estos espacios tienen un límite, y hay casos 
donde es imposible disfrazar la relación obrero-patronal con contratos por tiempo y obra determinados, u 
otras formas de contratación a través de terceros.  
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del imss, y ya, que perder los servicios médicos del imss, pero poder acceder de 

forma gratuita a los servicios médicos de algún programa de protección social. 

Igualmente, no es lo mismo perder la posibilidad de un crédito de vivienda del 

Infonavit, y ya, que perder esa posibilidad pero poder acceder a un crédito o apoyo 

para la vivienda a través de un programa federal o estatal de protección social. 

Tampoco es lo mismo perder el acceso al servicio de guardería del imss, y ya, que 

perder ese acceso pero poderlo sustituir con algún programa estatal o federal de 

estancias infantiles. Finalmente, no es lo mismo quedarse sin una pensión durante 

la vejez, y ya, que quedarse sin una pensión financiada con los recurso de la Afore, 

para poder tener acceso a algún programa estatal o federal de pensiones no contri-

butivas, bajo la forma de apoyo a adultos mayores.  20

Pensemos en el trabajador de Oaxaca contratado como asalariado la mitad del 

año bajo la figura de jornalero agrícola en Sinaloa. El ahorrar en su Afore, para su 

pensión de retiro sólo durante la mitad de su vida laboral, implica que debe traba-

jar 50 años para alcanzar una pensión mínima garantizada. Su movilidad formal-

informal también reducirá su posibilidad de acceder a un crédito del Infonavit, 

ya que éste se otorga preferentemente a trabajadores de salarios más altos y con 

mayores períodos de permanencia continua en la formalidad (en el período 2000 

a 2006 la probabilidad de que un trabajador asalariado de dos salarios mínimos 

obtuviese un crédito del infonavit era siete veces menor a la de un trabajador 

de cinco salarios mínimos). Para este trabajador la pensión mínima garantizada 

y un crédito del Infonavit son posibilidades remotas. Lo es también obtener un 

espacio para sus hijos en una guardería del imss, ya que hasta 2006 el imss sólo 

tenía 47 guarderías en todas las localidades de menos de 20,000 habitantes en el 

país. En este contexto, ¿qué sentido tiene para el trabajador, o para su patrón, la 

formalidad? ¿No es mejor llegar a un “arreglo” entre partes con un salario líquido 

más alto y evadir la Ley? Además, en el caso de que el trabajador requiera servicios 

médicos, tal vez puede acceder a una clínica de imss -oportunidades o de los ser-

vicios estatales de salud (que probablemente estén más cerca) y, llegado a su vejez, 

20  En 2007 inició el programa federal denominado Programa de Atención a Adultos Mayores de Setenta Años	
y	Más,	que	ofrece	un	apoyo	mensual	de	500	pesos	a	todos	los	adultos	con	al	menos	esa	edad	que	habiten	
en	localidades	de	hasta	2,500	habitantes;	dos	adultos	viviendo	en	un	hogar	pueden	obtener	dos	apoyos.	
Ello	contrasta	con	una	pensión	mínima	garantizada,	equivalente	a	aproximadamente	1,500	pesos	al	mes,	
que	conforme	a	la	Ley	del	Seguro	Social	requiere	que	el	trabajador	ahorre	durante	25	años	el	6.5%	de	
su	salario.	En	2008	el	Programa	de	Adultos	Mayores	de	Setenta	amplió	sus	beneicios	a	localidades	de	
hasta	20,000	habitantes.	En	paralelo,	hay	programas	de	pensiones	no	contributivas	en	algunas	entidades	
federativas	inanciados	con	recursos	estatales.	
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depender de algún programa de pensión no contributiva. En el país se estima que 

hay alrededor de 2 millones de trabajadores asalariados que se desempeñan como 

jornaleros agrícolas con derecho a la seguridad social, de los cuales sólo aproxima-

damente 250,000 lo obtienen.

El fenómeno va más allá de los jornaleros agrícolas, sin embargo. La ilegalidad 

en el empleo es masiva, tanto en el medio rural como urbano. Cabe reiterar aquí 

que en 2006 había 14.1 millones de trabajadores asalariados formales y 8.1 millones 

de asalariados informales y por lo tanto ilegales. Y el fenómeno tiene, por las razo-

nes explicadas, implicaciones sociales y económicas perniciosas: los trabajadores 

se quedan sin protección contra riesgos muy importantes a pesar de tener acceso 

voluntario a ciertos beneficios sociales, y su productividad y sus salarios en la in-

formalidad son menores.

Aún en ausencia de programas de protección social, existen incentivos para 

que empresas y trabajadores violen la Ley, estableciendo relaciones de trabajo 

obrero-patronales pero en la informalidad, sobre todo en contextos donde los tra-

bajadores tienen una baja valoración de los beneficios de la formalidad.  21 Empero, 

los programas de protección social aumentan esos incentivos porque los trabaja-

dores tienen más opciones: se facilita aceptar la informalidad porque ser informal 

no implica quedarse sin ningún beneficio social. Lo anterior se acentúa en la me-

dida que los diversos ordenamientos jurídicos que rigen los programas de protec-

ción social señalan que sus beneficios se otorgarán a todos los trabajadores que 

carezcan de seguridad social, independientemente de si esto resulta de un acto le-

gal (p. ej., el autoempleo) o ilegal (contratos de trabajo asalariado disfrazados 

como contratos de comisión, o simplemente contratación de trabajadores como 

asalariados sin cumplir con los ordenamientos jurídicos de la formalidad). De fac-

to si no de jure, se establece un subsidio a la ilegalidad: los asalariados reciben be-

neficios sociales gratis, pero sólo si son contratados ilegalmente por las empresas.

Desde el punto de vista de las empresas el fenómeno tampoco es menor. El úl-

timo Censo Económico disponible, para el 2003, reporta poco más de tres millones 

de establecimientos, excluyendo de sus registros a establecimientos del sector rural 

y a toda la actividad económica realizada en las calles o de forma móvil 22  (p. ej., 

todos los tianguis).   Por su parte, las cifras del imss reportan para ese mismo año 

21  Por razones de espacio excluyo de la discusión la problemática derivada de la legislación iscal y los costos 
de registro de la formalidad que también inducen a las empresas a la informalidad.  

22  Más precisamente, el Censo Económico captura  toda  la actividad económica que se  lleva a cabo en un 
establecimiento ijo, con excepción de las actividades rurales. 
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menos de 800,000 registros patronales. Si bien no existe una correlación perfec-

ta entre los establecimientos económicos capturados por el Censo y los registros 

patronales del imss, la fuerte discrepancia en las cifras se explica en gran medida 

por la existencia de un gran número de empresas que están en la ilegalidad y la 

informalidad. Estas empresas, potencialmente más de dos millones, son la otra 

cara de la moneda de los alrededor de ocho millones de trabajadores asalariados 

informales e ilegales.  23

8.  Ilegalidad, productividad y crecimiento económico

Las empresas ilegales se exponen a ser multadas por el Infonavit, el sat y el imss, 

entre otras autoridades. Para evitar lo anterior, despliegan diversas estrategias 

como cambios de razón social, de domicilio fiscal, y actos explícitos de corrupción 

al ser detectadas. Pero tal vez la mejor estrategia de evasión es minimizar la proba-

bilidad de ser detectada, lo cual se logra con un menor tamaño. Esta estrategia no 

es viable en las actividades donde hay grandes indivisibilidades en las inversiones 

de capital, como la industria automotriz o acerera; o en actividades donde la le-

galidad es esencial para poder operar, como los servicios de transporte aéreo o las 

ventas para el mercado externo. Por eso no observamos empresas informales au-

tomotrices, acereras o de aviación. Pero la estrategia si es viable en la elaboración 

de todo tipo de productos manufactureros ligeros (alimentos preparados, textiles, 

juguetes, muebles); en la provisión de múltiples servicios (de limpieza, de restorán, 

de hospedaje); o actividades de transporte de carga, que bien pueden ser reali-

zadas por empresas con uno o dos camiones y siete u ocho trabajadores. Por eso 

sí observamos grandes niveles de informalidad en el comercio, el transporte, los 

servicios y la manufactura ligera. Este tipo de empresas, que en términos censales 

son la mayoría, realizan sus actividades económicas con tamaños muy pequeños y 

con bajas probabilidades de ser detectadas por los inspectores del sat, el imss, el 

Infonavit o la Secretaría del Trabajo.

El carácter ilegal de estas empresas reduce la productividad del capital. Las 

empresas no alcanzan su tamaño óptimo ni explotan plenamente las economías 

23  Utilizo aquí el término de empresa en el sentido económico, como una agrupación de capital, trabajo e in-
sumos intermedios que produce algún bien o servicio, independientemente de si la empresa está registrada 
bajo alguna igura jurídica (sociedad anónima, de responsabilidad limitada, cooperativa, etc.) o no.  
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de escala porque el crecer las expone al riesgo de ser detectadas, y el aumento de 

sus costos laborales (y fiscales) asociado a convertirse en empresas formales las 

saca de competencia. Su carácter ilegal les cierra las puertas al crédito ya sea de 

la banca comercial o de desarrollo; también les cierra las puertas a los programas 

públicos de capacitación o entrenamiento laboral. La precariedad en la que se des-

empeñan, y lo corto de su horizonte de planeación, reduce los incentivos para 

invertir recursos en la adopción de nuevas tecnologías o en la capacitación de sus 

trabajadores; así, se estima que la probabilidad que las micro y pequeñas empresas 

mexicanas inviertan en entrenamiento y capacitación laboral es entre un quinto y 

un sexto menor que las empresas medianas y grandes. Pero todas estas desventajas 

de la informalidad se ven compensadas por los ahorros en costos laborales (y fis-

cales) asociadas a esa condición. La inmensa mayoría de las empresas mexicanas 

compiten con empresas chinas, hindúes, americanas y entre sí, y la elección entre 

ser formales o informales, o al menos contratar a algunos trabajadores de forma 

ilegal, se hace en forma individual por cada empresa para maximizar sus benefi-

cios privados; no es, realistamente, preocupación de la mayoría de las empresas si, 

como resultado de su conducta, los trabajadores se quedan sin seguridad social; 

tampoco es su preocupación si la productividad de la economía es menor, o si se 

escatiman los recursos del fisco. En el fondo, estas empresas están respondiendo 

racionalmente al conjunto de incentivos derivados en parte de la legislación fiscal, 

pero en parte muy importante del entramado creado por los programas de segu-

ridad y protección social.

Estas acciones individuales de cientos de miles de empresas son contrarias al 

interés nacional ya que representan un continuo desperdicio de recursos: el tra-

bajo de las personas que contratan es menos productivo de lo que podría ser bajo 

la formalidad. En paralelo, recursos de inversión son repetidamente destinados a 

cientos de miles de proyectos que sólo son viables porque evaden al fisco y porque 

privan a los trabajadores de sus derechos sociales; dicho de otra forma, parte del 

ahorro nacional se canaliza a proyectos rentables desde el punto de vista privado, 

pero improductivos desde el punto de vista nacional. Estas acciones empresariales 

reducen la competitividad y el crecimiento del país. Además, la violación continua 

del Estado de Derecho erosiona la confianza en las instituciones del país.

Es ilustrativo detenerse un poco en las cifras censales:

De los tres millones de establecimientos que registra el Censo Económico de 2003, 

2.7 millones tenían cinco o menos trabajadores, ocupando en total a 5.1 millones 
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24  La mayor parte de las personas que trabajan sin lugar ijo en el sector urbano lo hacen de forma individual, 

o en pequeñas unidades de dos o tres trabajadores (por ejemplo, un puesto de jugos en la calle con dos 
trabajadores). Por otro lado, el último Censo Agrícola disponible corresponde a 1994 y hace muy difícil la 
comparación con el Censo Económico de 2003. El próximo Censo Agrícola aportará datos más recientes 
para valorar si, al  igual que en  las actividades no agrícolas,  la producción agrícola se caracteriza por  la 
presencia de grandes números de unidades pequeñas y pocos números de unidades grandes, medidas por 
el número de trabajadores, como era el caso en 1994.  

de trabajadores; otros 200,000 establecimientos tenían entre 6 y 15 trabajadores y 

emplearon a 1.7 millones de trabajadores. En el otro extremo de la distribución, en 

2003 sólo hubo alrededor de 34 ,000 establecimientos con 50 trabajadores o más 

(1.1% del universo censal), que emplearon a 7. 4 millones de trabajadores.

Las cifras censales arrojan un total de 16.1 millones de trabajadores empleados en 

los tres millones de establecimientos capturados en 2003. Pero ese año 36.3 millo-

nes de trabajadores se ocuparon en actividades privadas. Eso implica que hubo 

20.2 millones de trabajadores que no estuvieron empleados en un establecimiento 

capturado por el Censo. ¿Dónde se ocuparon esos trabajadores? Si combinamos 

las cifras del Censo Económico de 2003 con las de la Encuesta Nacional de Empleo 

de ese mismo año, la respuesta es ésta: 

8.5 millones se emplearon en la agricultura, ganadería y pesca, o en unidades de 

producción rurales que no fueron capturadas por el Censo Económico, ya que éste 

excluyó a ese sector. 

Los otros 11.7 millones trabajaban en las calles de las ciudades o de los pueblos del 

país vendiendo todo tipo de productos (3.2 millones), preparando alimentos en 

la calle (0.7 millones), ofreciendo de forma ambulante servicios de plomería, de 

reparación y otros (0.8 millones), como taxistas, peseros y similares (1.0 millón), 

como trabajadores eventuales de la construcción (2.0 millones), como trabajado-

res domésticos (1.8 millones), y en múltiples otras actividades.

No deja de sorprender que, aún excluyendo a las actividades rurales, el nú-

mero de personas que no trabajaba en un establecimiento fijo era casi tres cuartas 

partes del número de personas que sí lo hacía. Más todavía, si consideramos a los 

que trabajaban en un establecimiento fijo pero con dos o menos trabajadores, el 

resultado es éste: excluyendo las actividades realizadas en el sector rural, en 2003 

había 14 .5 millones de personas trabajando sin un lugar fijo, o en lugares fijos de 

hasta dos personas; y 13 .1 millones de personas trabajando en lugares fijos de tres 

personas o más.   24 Esta pulverización de más de la mitad de la población ocupada 
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urbana en unidades económicas de una, dos o tres personas, trabajando en la calle 

o en establecimientos muy pequeños, es en parte resultado de la brecha entre el 

costo del trabajo formal vs. el informal causado por los programas de seguridad y 

protección social; brecha que premia el autoempleo, el trabajo por comisión, y la 

producción en unidades de baja escala y poco productivas que pueden evadir la 

Ley ; al mismo tiempo que castiga la aglomeración de trabajadores en unidades de 

mayor tamaño y más productivas que no pueden evadir la Ley.

La informalidad tiene obvias repercusiones fiscales. No fue posible contras-

tar el número de establecimientos del Censo Económico con los registros del sat. 

Pero es poco probable que el número de empresas registradas en el sat, aún in-

cluyendo las incorporadas bajo el Régimen de Pequeños Contribuyentes, exceda 

al número de registros patronales del imss que, como ya vimos, es muy inferior 

al número de establecimientos de las cifras censales. La estrechez resultante de la 

base tributaria, particularmente para efectos del impuesto sobre la renta, tiene 

dos efectos: por un lado, requiere de tasas impositivas más altas para aquellos que 

están en la formalidad (lo que a su vez induce a mayor evasión). Por el otro, lleva a 

destinar parte de la renta petrolera al gasto social y no a la inversión pública en in-

fraestructura productiva vital para acelerar el crecimiento económico y apuntalar 

la competitividad del país. Así, para el período 1998-2007 se encuentra que la renta 

petrolera aumentó en más de 150%, mientras que la inversión pública presupues-

taria (estos es, excluyendo los proyectos bajo la modalidad denominada Pidiregas) 

cayó alrededor de 15%.

Se señaló anteriormente que la creación de empleos formales y la extensión 

del derecho a la seguridad social a un creciente número de trabajadores ha sido un 

desideratum nacional. Pero en México ese desideratum nunca va a ocurrir, por 

cuatro razones. Primero, porque aún si la tasa de crecimiento del pib fuese mayor, 

nunca se alcanzará el punto donde todos los trabajadores del país sean asalaria-

dos; en toda economía siempre habrá necesidad para trabajadores por cuenta pro-

pia, o para contratos laborales que diversifiquen riesgo o promuevan el esfuerzo 

entre empresas y trabajadores sin relaciones de subordinación y con formas de 

remuneración distintas del salario.   25 Segundo, porque la brecha entre los costos 

no-salariales del trabajo formal y la valoración de los trabajadores de esos cos-

tos representa un impuesto al empleo formal, que continuamente empuja a los 

trabajadores al sector informal. Tercero, porque los subsidios públicos federales 

25  Dicho de otra forma, en una economía no todas las relaciones de trabajo son obrero-patronales. 
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y estatales a los programas de protección social fomentan el autoempleo y la eva-

sión de la seguridad social y, en general, promueven el empleo informal. Y cuarto, 

porque la informalidad implica canalizar una parte de la inversión nacional hacia 

actividades donde la productividad del capital es menor, reduciendo la tasa de 

crecimiento del pib.

En este contexto, cabe notar que en el período 1991-2006 el crecimiento acu-

mulado del pib fue de 53%, con una tasa anual promedio de 2.9%; en ese lapso, 

el crecimiento acumulado de la fuerza de trabajo fue de 44%, con una tasa anual 

promedio de 2.5%. Ello implica que en el mismo lapso el crecimiento anual pro-

medio del producto por trabajador fue de 0.4%. Por otro lado, el crecimiento de 

la fuerza de trabajo representó un incremento de 13.6 millones de trabajadores en 

el mismo período; de esos, 3.97 millones se incorporaron al sector formal, 0.89 al 

desempleo abierto, 0.46 al empleo en el sector publico, y 8.45 al sector informal. 

Dicho de otra forma, durante el período considerado el empleo formal (público y 

privado) absorbió 32% del crecimiento de la fuerza de trabajo, el desempleo el 6%, 

y el empleo informal el 62%.

9.  Programas sociales, informalidad y pobreza

Los trabajadores pobres representan alrededor de uno de cada cuatro trabajadores 

del país.  26 Por diversos motivos, estos trabajadores valoran menos la seguridad 

social que los de más altos ingresos: la mayor frecuencia de entrada y salida de la 

formalidad reduce sus posibilidades de ejercer la garantía de una pensión mínima, 

o de acceder a un crédito de vivienda del infonavit;     27 la expectativa de migrar al 

extranjero deprime el atractivo de ahorrar para una pensión o una vivienda en el 

territorio nacional; el menor nivel de ingreso aumenta el costo de oportunidad de 

ahorrar para el retiro. Por otro lado, muchos de los trabajadores pobres viven en 

26  Este ensayo deine a los trabajadores pobres como aquéllos que pertenecen a una familia beneiciaria del 
programa Progresa-Oportunidades. En 2006 había aproximadamente 40 millones de trabajadores, de los 
cuales 10 millones eran pobres. 

27  El que los trabajadores pobres reciban proporcionalmente menos créditos de vivienda del Infonavit que los 
no pobres implica que son obligados a ahorrar más: el 5% del salario de aportación a la vivienda se suma al 
6.5% de aportación para el retiro, de forma tal que los trabajadores pobres de facto ahorraran el 11.5% del 
salario. Pero eso no es todo. Hasta hace pocos años, las tasas de retorno en las subcuentas de vivienda han 
sido inferiores a las de las subcuentas de retiro, de tal manera que en la práctica los trabajadores de bajos 
ingresos han subsidiado la vivienda de los de altos ingresos.  
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zonas urbanas de menor tamaño o en zonas rurales, donde la infraestructura de 

servicios del imss es más escasa, donde hay poca o nula oferta de vivienda del in-
fonavit, y donde la defensa de los derechos laborales en las juntas de conciliación 

y arbitraje es más difícil. En paralelo, los servicios de protección social son relati-

vamente más abundantes precisamente en aquellas zonas donde los servicios de 

seguridad social lo son menos. Además, muchos programas de protección social 

están específicamente focalizados en los trabajadores pobres.

El resultado es que, en comparación con los demás, los trabajadores pobres 

valoran más los programas de protección social, y menos los de seguridad social. 

Pero esto tiene una implicación económica de gran relevancia: el impuesto al tra-

bajo formal es más alto para los trabajadores pobres que los no pobres, mientras 

que el subsidio al trabajo informal es mayor. A su vez, lo anterior tiene dos efectos: 

primero, los incentivos para que los trabajadores pobres sean informales son ma-

yores que para los demás;     28 segundo, los incentivos para que las empresas contra-

ten trabajadores asalariados de formal ilegal son mayores en el caso de los trabaja-

dores pobres que los no pobres. Este último fenómeno se fortalece en la medida en 

que los trabajadores pobres son contratados por establecimientos relativamente 

más pequeños, donde las probabilidades de que el imss, el infonavit, el sat o la 

Secretaría del Trabajo detecten la conducta ilegal son menores.

Esta concatenación de programas sociales contribuye a explicar una paradoja: 

los trabajadores pobres tienen muy pocos activos productivos.    29 Uno esperaría 

que la mayoría se empleasen como trabajadores asalariados y, en consecuencia, tu-

viesen cobertura de seguridad social. Sin embargo, ocurre lo opuesto. En 2006 me-

nos del 7% de los trabajadores pobres estaban en el sector formal, en comparación 

con 45% en el caso de los no pobres. Esto no sólo es reflejo de que relativamente 

más trabajadores pobres viven en el medio rural que los no pobres; también re-

sulta de que la contratación ilegal de trabajadores asalariados es mayor en el caso 

de los trabajadores pobres: si bien los trabajadores pobres son el 25% del total de 

trabajadores, representan casi el 60% de los trabajadores asalariados contratados 

28  Lo anterior se acentúa en la medida que los trabajadores pobres pierden el derecho a programas de protec-
ción social si obtienen un empleo formal. Este es el caso, por ejemplo, del denominado Seguro Popular o del 
Programa Federal de Estancias Infantiles. 

29  El principal activo productivo de las familias pobres es la tierra. Pero la posesión de tierra es escasa: sólo 
38% de las familias rurales pobres y 12% de las urbanas poseen tierra (incluyendo tierras ejidales). En pro-
medio, la dotación de tierra por persona pobre en edad de trabajar en el medio rural es de menos de media 
hectárea. 
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ilegalmente. Particularmente en el caso de los trabajadores pobres las buenas in-

tenciones se traducen en malos resultados: la interacción entre la seguridad y la 

protección social obstaculiza la salida de los trabajadores pobres de su condición 

de pobreza, ya que estos trabajadores son inducidos a empleos informales con baja 

productividad, y con limitadas posibilidades de mayores salarios reales durante su 

carrera laboral.  30

La línea de razonamiento anterior tiene implicaciones para Progresa-Opor-

tunidades, programa que para romper la transmisión intergeneracional de la po-

breza fomenta inversiones en el capital humano de las familias pobres a través 

de apoyos monetarios. Acrecentando la salud y la nutrición, y aumentando los 

años de escolaridad, el programa busca mejorar las condiciones de inserción de 

los trabajadores pobres en el mercado de trabajo, al mismo tiempo que aumenta 

el ingreso familiar. Las evaluaciones de impacto disponibles a la fecha señalan que 

el programa esta logrando sus objetivos. Por ello, porque aún persisten carencias 

nutricionales y educativas en las familias pobres que deben ser atendidas, y porque 

es necesario redistribuir ingresos a favor de esas familias de forma eficaz, el pro-

grama debe continuar.   31

Sin embargo, en la medida que la interacción entre los programas de seguri-

dad y protección social induce a los trabajadores pobres a la informalidad, se re-

ducen las posibilidades de que las familias pobres salgan de la pobreza obteniendo 

mayores ingresos con sus propios esfuerzos, eventualmente haciendo innecesarios 

los apoyos de Progresa-Oportunidades. En particular, los jóvenes de las familias 

beneficiarias del programa podrán progresivamente tener mejor salud y mayor es-

colaridad que sus padres, pero mientras más se fomente la informalidad es menos 

probable que obtengan un mejor empleo. Dicho de otra forma, sin una mejora 

drástica en el funcionamiento del mercado de trabajo será muy difícil erradicar la 

pobreza, y el país se verá en la necesidad de mantener programas como Progresa-

Oportunidades para nuevas generaciones de familias que seguirán siendo pobres 

no por la falta de empleos, sino por la falta de empleos más productivos.

30  En este contexto, debe señalarse que el menor número de años de escolaridad de los trabajadores pobres en 
comparación con los no pobres no es un obstáculo insalvable para que sean más productivos y obtengan 
mayores salarios. Muchos de los trabajadores mexicanos que migran a Estados Unidos son pobres, pero en 
ese país tienen una productividad más alta y salarios mayores  

31  Lo anterior sin dejar de apuntar que existen márgenes  importantes para mejorar el  funcionamiento del 
programa fortaleciendo la coordinación y el compromiso entre las dependencias y organismos federales 
involucrados en su operación.  
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10.  Protección contra riesgos y redistribución del ingreso como objetivos 
de la política social

Anteriormente argumenté que los salarios en el sector formal se ajustan a la baja 

en respuesta a los costos no salariales asociados a la seguridad social. El fenómeno 

se puede ver desde otro ángulo si preguntamos: ¿qué pasaría si se eliminasen todas 

las prestaciones de seguridad social? ¿Estarían los trabajadores dispuestos a seguir 

trabajando en las mismas empresas a los mismos salarios, o las empresas formales 

tendrían que pagar salarios más altos para compensar la pérdida de las prestaciones 

de seguridad social y lograr que los trabajadores continúen trabajando para ellas?

En la medida que las contribuciones a la seguridad social inciden en parte 

sobre los trabajadores, el impacto redistributivo de la seguridad social se diluye. Si 

bien la letra de la Ley señala que los patrones son primordialmente responsables 

por la seguridad social de sus trabajadores, esto no ocurre en la práctica. En el 

fondo, los trabajadores formales son obligados a comprar las prestaciones de segu-

ridad social con parte de sus salarios. Dicho de otra forma: la seguridad social es 

poco eficaz para redistribuir ingreso a favor de los trabajadores, a pesar de que el 

objetivo redistributivo es una de las principales razones aducidas para financiarla 

con contribuciones proporcionales a la nómina salarial.

Razones similares explican las limitaciones de los intentos de redistribuir in-

greso a los trabajadores formales a través de la legislación fiscal, particularmente 

a través del denominado crédito al salario; en un contexto de movilidad laboral, 

parte de éste repercute sobre el salario. Además, recordemos que los trabajadores 

no se dividen en “formales” e “informales”; es más exacto hablar de trabajadores 

que están una proporción de su tiempo en la formalidad, y otra en la informalidad. 

Regresemos al trabajador promedio con ingresos de hasta tres salarios mínimos 

que, conforme a los registros del imss, sólo estuvo la mitad de su tiempo en la 

formalidad entre 1997 y 2006. Para ese trabajador, la redistribución que se busca 

a través de las contribuciones a la seguridad social o del crédito al salario ocurrió, 

en el mejor de los casos, durante la mitad de esa década (y como el trabajador no 

alcanzará a cotizar para la garantía de una pensión mínima, tampoco se beneficia-

rá de ésta).

La ineficacia redistributiva de la seguridad social tiene otra razón: implícita-

mente ésta asocia la figura de patrón con una persona de ingresos altos, y la de 

trabajador con una de ingresos bajos, y supone además que en todas las empresas 

hay una diferencia clara entre patrón y trabajador. Pero ese no es siempre el caso 

en México. Los ingresos de algunos trabajadores asalariados pueden exceder a las 
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utilidades de algunos patrones, y en muchas empresas la diferencia entre el traba-

jador y el patrón no es precisa, ya que pueden ser la misma persona (o estar rela-

cionados). De los tres millones de establecimientos registrados en el Censo Econó-

mico de 2003, 2.1 millones tenían dos trabajadores o menos; se trata de empresas 

con un patrón y un trabajador, donde probablemente el trabajador es pariente del 

patrón. ¿Qué redistribución del ingreso se puede lograr en esas empresas a través 

de la seguridad social? De hecho, de acuerdo con las cifras censales, sólo 305 mil 

empresas emplearon a seis o más trabajadores, y ese total de empresas sólo ocupó a 

11 millones de trabajadores. Aún suponiendo que todas esas empresas cumpliesen 

con la Ley –que no es el caso- sólo se redistribuiría ingreso de los patrones a menos 

de un tercio de los trabajadores.

La argumentación anterior resalta la conveniencia de diferenciar entre dos 

objetivos sociales que a veces se confunden: por un lado, redistribuir ingresos de 

los hogares más favorecidos a los menos; por el otro, proteger a los trabajadores 

contra diversos riesgos como la enfermedad, la pérdida de empleo, la invalidez, 

o la ausencia de ingresos durante la vejez. Ambos objetivos son igualmente im-

portantes, pero es importante diferenciarlos porque los instrumentos requeridos 

para alcanzarlos son diferentes. Es claro que para redistribuir ingreso hacia los 

trabajadores de bajos ingresos -asalariados y no asalariados- se requiere de un ins-

trumento diferente de la seguridad social financiada con contribuciones sobre la 

nómina; en particular, se requiere un instrumento que reduzca el consumo de 

todos los hogares de ingresos más altos (estén constituidos por patrones o trabaja-

dores), para obtener recursos para aumentar el consumo de todos los hogares de 

bajos ingresos (independientemente también de si están constituidos por patrones 

o trabajadores).

Por otro lado, considerando el objetivo de protección contra riesgos, un mo-

mento de reflexión indica que la mayor parte de los riesgos cubiertos por la se-

guridad social no son exclusivos de los trabajadores asalariados. Los trabajadores 

no asalariados también pueden enfermarse, alcanzar la vejez sin ahorros, fallecer 

repentinamente, o quedar inválidos y dejar a la familia en desamparo. ¿Por qué el 

Estado no obliga a esos trabajadores a comprar seguros médicos, de vida y de inva-

lidez, y a ahorrar para el retiro y para la vivienda como lo hace con los asalariados? 

La respuesta no es que los trabajadores no asalariados no necesiten protección 

contra esos riesgos; la respuesta es que el Estado, hoy en día, no tiene un instru-

mento para obligarlos a cotizar a la seguridad social, a diferencia de los asalariados 

(o, más precisamente, de aquellos asalariados que trabajan en empresas que no 

pueden evadir a las autoridades).
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Se señaló al inicio de este ensayo que una de las dos razones históricas para 

financiar la seguridad social con contribuciones basadas en la nómina salarial era 

el objetivo de redistribuir ingreso de los patrones a los trabajadores. Pero como 

hemos visto, ese objetivo es confuso y se cumple de forma muy parcial. En este 

contexto, la segunda razón para financiar la seguridad social con contribuciones 

basadas en la nómina toma peso central: la conveniencia administrativa de identi-

ficar a un subconjunto de empresas cuya nómina salarial puede ser medida por las 

autoridades con el propósito de extraer un tributo, destinando ese tributo a com-

prar un conjunto de beneficios sociales para los trabajadores 32 (a pesar de que al 

hacer esto se castigue su salario).      Esta razón es, sin duda, muy importante. Pero es 

igualmente importante tener claro que hay una gran diferencia entre conveniencia 

administrativa, por un lado; y cumplir con los objetivos de la política social, por 

el otro.

11.  El reto de la política social

México requiere escapar del dilema en el que se encuentra inmerso. Cinco requisi-

tos son indispensables para hacerlo:

Separar el objetivo de redistribuir ingreso hacia los trabajadores menos favoreci-

dos, del objetivo de proteger a los trabajadores contra diversos riesgos. A su vez, 

este último objetivo debe distinguir entre riesgos comunes a todos los trabajadores, 

y riesgos específicos a los trabajadores asalariados;

Reconocer que se requieren instrumentos diferentes para alcanzar los objetivos de 

protección contra riesgos y los de redistribución del ingreso;

Asegurar que los instrumentos redistributivos alcancen a todos los trabajadores 

de bajos ingresos, independientemente de su forma de inserción en el mercado 

laboral. En paralelo, asegurar que los instrumentos de protección contra riesgos 

alcancen a todos los trabajadores, y los protejan contra todos los riesgos relevantes 

simultáneamente (no unos a costa de otros);

1

2

3

32  Esa conveniencia administrativa no se da en todos los casos, y lleva a la Ley a hacer excepciones difícilmen-
te justiicables. Los trabajadores domésticos son claramente asalariados al recibir un salario a cambio de un 
trabajo subordinado. Sin embargo, sería sumamente costoso para el imss y el Infonavit vigilar individual-
mente los cientos de miles o millones de hogares donde laboran uno o dos trabajadores domésticos para 
asegurar el cumplimiento de las leyes de seguridad social. En este caso la Ley del Seguro Social expresamen-
te exceptúa del régimen obligatorio a los trabajadores domésticos.  
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Financiar todos los beneficios sociales con contribuciones estables y permanentes 

específicas a cada objetivo, cuya incidencia sea claramente identificada, al igual 

que las posibilidades de evadirlas; y,

Evitar que las contribuciones distorsionen decisiones claves de las empresas sobre 

tamaño, innovación y adopción de tecnologías, número y formas de contratación 

de trabajadores, e incentivos para invertir en su adiestramiento y capacitación.

La propuesta esbozada al inicio de este ensayo cumple con estos requisitos. En 

esencia, ésta: (i) protege a todos los trabajadores contra riesgos comunes como 

son la ausencia de ingresos en la vejez, la muerte, la invalidez y la enfermedad, fi-

nanciando los beneficios correspondientes con un impuesto común proporcional 

al consumo de cada trabajador; (ii) protege a los trabajadores asalariados contra 

los riesgos de accidentes de trabajo y de despido, financiando los beneficios co-

rrespondientes con contribuciones proporcionales a la nómina de las empresas 

que los contratan; y, (iii) redistribuye ingreso a favor de los trabajadores de bajos 

recursos a través de un subsidio directo.  33

La propuesta está diseñada de forma tal que, partiendo de la situación actual, 

los trabajadores ubicados en los tres primeros deciles de la distribución del ingreso 

no sufran ninguna reducción en sus recursos disponibles, al mismo tiempo que 

reciben el mismo seguro de retiro, de invalidez, vida, y de salud que el resto de los 

trabajadores; por ello, tiene un alto contenido solidario. Los beneficios de salud 

ofrecidos son iguales a los que otorga el imss, mientras que los de los seguros de 

retiro, vida e invalidez serían iguales a los que corresponden a un trabajador que 

percibe tres salarios mínimos. Por su parte, los beneficios de los seguros de desem-

pleo y de riesgos de trabajo para los trabajadores asalariados serían proporcionales 

a sus salarios. Evidentemente, se pueden considerar niveles de protección contra 

riesgos y niveles de redistribución diferentes. Además, hay muchos retos técnicos, 

legales y operativos sustantivos que ameritan una discusión detallada. Pero ese no 

es el reto más importante en este momento.

El reto más importante, y urgente, es integrar el diseño de la política econó-

mica con el de la política social. Es entendible que como resultado de tantas crisis 

4

5

33  La propuesta también contempla apoyos transitorios para aquellos trabajadores ya retirados o aún activos 
pero de edad relativamente más avanzada que no podrán acumular lo suiciente durante el resto de su vida 
laboral para alcanzar una pensión mínima; lo anterior permite ayudar a la población que por haber traba-
jado muchos años en la informalidad en el pasado necesita esos apoyos, sin minar los incentivos al ahorro 
de los más jóvenes.  
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macroeconómicas la atención de los diseñadores de políticas se haya concentrado 

en estabilizar la economía, bajar la tasa de inflación y balancear las cuentas fiscales. 

Esto ha sido como debía ser. Pero ha llegado el momento de ampliar el alcance de 

la política económica para atacar las profundas distorsiones que limitan nuestro 

crecimiento. En este contexto es indispensable reconocer expresamente el doble 

papel de la política social: como instrumento para redistribuir ingresos y proteger 

a los trabajadores contra riesgos, por un lado; y como instrumento con profun-

das implicaciones sobre la productividad y el crecimiento al afectar los incentivos 

microeconómicos de las empresas y los trabajadores, por el otro. No es suficiente, 

ni conveniente, maximizar el gasto social sujeto a la restricción presupuestal del 

gobierno, en la esperanza que mientras más programas sociales mejor. Es necesa-

rio reconocer que la forma de financiamiento y la composición del gasto social es 

tan importante como su nivel, y que los programas sociales afectan la conducta de 

empresas y trabajadores; en otras palabras, que la política social es política econó-

mica. Este reconocimiento debe ser plenamente incorporado tanto por aquéllos 

que diseñan políticas sociales, como por los que diseñan políticas económicas.

12.  Observaciones finales

La informalidad no es la única explicación de la ausencia de dinamismo en el 

crecimiento del pib y de la productividad en México; hay otros factores que con-

tribuyen a esa problemática. A su vez, la informalidad no resulta sólo de la política 

social; hay otras políticas públicas que también la fomentan. Sin embargo, la actual 

política social sí contribuye a la informalidad; y la informalidad sí es una de las 

razones por las que el crecimiento del pib y de los salarios reales ha sido inferior 

a lo deseable.

Muchas políticas públicas deben ser modificadas para que el país crezca más 

rápidamente y para aumentar el nivel de bienestar de las familias. En mi opinión, 

sin embargo, reformar la política social debe ocupar un lugar prioritario en la 

agenda pública. Esto es así porque, primero, los resultados sociales obtenidos han 

sido insuficientes y erráticos: el esfuerzo redistributivo es ineficaz, y mientras algu-

nos programas sociales permiten avanzar en la cobertura de riesgos importantes 

(por ejemplo, salud), al mismo tiempo inducen retrocesos en la cobertura de otros 

riesgos igualmente importantes (por ejemplo, pensiones de retiro). Y segundo, 

porque es profundamente problemático que se utilicen recursos públicos, prove-

nientes en parte de la renta petrolera, para de facto subsidiar el incumplimiento de 
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las leyes fiscales y sociales; para reducir la productividad y los salarios reales de los 

trabajadores; y para frenar el crecimiento de la economía.

La propuesta hecha aquí, además de resolver estos problemas, contribuiría a 

acrecentar la inclusión social. Al construirse una política social más moderna, gra-

dualmente cambiaría la relación entre las empresas y los trabajadores, por un lado, 

y entre éstos y el Estado, por el otro. Todos los trabajadores tendrían los mismos 

derechos sociales; todos también pagarían más impuestos al consumo, aunque los 

subsidios directos propuestos neutralizarían su impacto negativo sobre los hogares 

menos favorecidos; todos también tendrían mayores oportunidades de aumentar 

sus salarios reales y acceder a empleos menos precarios. Al mismo tiempo, toda la 

estructura de derechos y obligaciones sociales sería producto de un acto legislativo. 

Habría menos programas sociales, pero éstos serían más amplios y eficaces. La 

legislación fiscal se simplificaría al trasladar al gasto público el peso del esfuerzo 

redistributivo del Estado; los impuestos estarían dirigidos fundamentalmente a 

obtener de forma eficaz los recursos requeridos para el gasto público. Por su parte, 

las empresas tendrían más incentivos para crecer y crear empleos de calidad. En un 

contexto de mayor legalidad, mejoraría su acceso al crédito de la banca comercial 

o de desarrollo, se extendería su horizonte de planeación, y podrían invertir más 

en la capacitación de sus trabajadores y en la adopción de nuevas tecnologías. Ha-

bría mejores empleos porque habría mejores empresas. Mayor legalidad también 

contribuiría a ampliar el ámbito de representación de las organizaciones de los 

trabajadores y de los empresarios, enriqueciendo nuestra democracia. De forma 

fundamental, la propuesta incrementaría las oportunidades de los trabajadores 

mexicanos dentro del territorio nacional.

La propuesta también fortalece el Estado de Derecho. Con ella, se evitaría la 

indeseable situación observada hoy en día, donde el gobierno se ve en la necesidad 

de subsidiar de forma creciente la violación del marco jurídico para hacer llegar 

beneficios sociales a los trabajadores. En paralelo, las leyes que regulan la relación 

entre las empresas y los trabajadores reflejarían de forma más realista el contexto 

en el que ambas partes se relacionan, en el marco de una economía inserta en la 

globalización. Los incentivos a la corrupción se reducirían drásticamente. Lo mis-

mo ocurriría con los litigios laborales y las quiebras simuladas y, en general, con el 

marco de incertidumbre asociado a las indemnizaciones por despido, al ser éstas 

reemplazadas por un seguro de desempleo.

La propuesta, por otro lado, no eliminaría todas las conductas ilegales. Si bien 

acabaría la informalidad desde la perspectiva de la política social, ya que todos los 

trabajadores tendrían los mismos derechos sociales, al igual que en los países más 
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desarrollados de la ocde persistirían actos de evasión fiscal tanto de empresas 

como de individuos, aunque estos serían menores (sobre todo si en paralelo a la 

introducción de la propuesta se simplifican los regímenes fiscales). Pero hay una 

gran diferencia entre informalidad sistémica y conductas evasivas individuales. 

Además, la asociación más estrecha entre contribuciones y beneficios sociales gra-

dualmente contribuiría a modificar las actitudes respecto a la evasión; en principio, 

la sociedad toleraría menos esas conductas.

En suma, estas notas buscan contribuir al debate sobre la política social en 

México, contrastando dos proposiciones: 

La arquitectura jurídica de la política social, así como la estructura programática 

del gasto social (si es la adecuada) y conviene seguir transitando en la dirección 

observada en los últimos años; 

La arquitectura jurídica de la política social, así como la estructura programática 

del gasto social están lejos de responder a las necesidades del país, y existe una al-

ternativa que es mejor para todos los trabajadores, particularmente los más pobres, 

que tiene mayor sostenibilidad fiscal, y que contribuye a estimular el crecimiento, 

la productividad y los salarios reales.

Puede argumentarse que la situación política del país dificulta, en el corto 

plazo al menos, una reforma económica y social como la aquí planteada. No se 

emite juicio al respecto. Sólo se concluye señalando que la informalidad no es una 

característica inherente a la economía mexicana. La informalidad resulta de polí-

ticas públicas, y puede ser cambiada por políticas públicas. Es posible traducir las 

buenas intenciones en buenos resultados.



reseñas
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resumen

Las bases institucionales de las finanzas públicas es un libro cuyos capítulos fueron pre-

parados como ponencias para la conferencia intitulada Cuestiones clave de las finanzas 

públicas: Conferencia en honor de David Bradford y fue dictada el 5 de mayo de 2006 en 

la Universidad de Nueva York. El libro, publicado en 2008, recoge la discusión sobre los 

modelos de elección de política fiscal, explora el Estado-del-Arte de las finanzas públicas; 

estudia particularmente, los sistemas impositivos, el federalismo fiscal, las finanzas corpo-

rativas y su influencia en el sector público, además del lenguaje fiscal.

Abstract

Institutional Foundations of Public Finance is a seminal workbook that incorporates the 

expositions of the forum entitled: “Key issues in public finance: A conference in honor of 

David Bradford held at NYU Law School on May 5th, 2006. The book published in 2008, 

includes a series of discussions on public choice models in fiscal policy. Particularly, it 

analyzes the State-of-the-Art of Public Finance and explores tax systems, fiscal federalism, 

corporate finance in government, and fiscal language.

INSTITUTIONAL FOUNDATIONS OF PUBLIC FINANCE
by ALAN J. AUERBACH AND DANIEL N. SHAVIRO

Carlos López Benítez   *

*   El autor es investigador de tiempo completo del Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la H. Cáma-
ra de Diputados, sus áreas de interés son: elección pública, regulación económica, federalismo e ingresos 
públicos presupuestarios. Correo electrónico: lopwolf@googlemail.com
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En homenaje póstumo, los coautores coinciden en que el trabajo de David Bra-

dford fue pionero al trazar la ruta sobre el perfeccionamiento de los sistemas fisca-

les, aclarando las diferencias sobre qué tipo de sistema es mejor: si aquél que opta 

por los impuestos a la renta o el que considera gravar al consumo; en ambos casos, 

los impuestos, dice Bradford, “se vuelven un instrumento de política económica 

sobre las decisiones intrínsecas de las finanzas públicas”. Uno a uno, los textos 

coinciden, a propósito del lenguaje fiscal, que Bradford fue el fundador del “Insti-

tucionalismo fiscal”, integrando a la teoría contable una visión económica y legal 

de las finanzas públicas.

Daniel Shaviro y Alan Auerbach catalizan un esfuerzo intelectual ameno e in-

teligente sobre los temas en los que destacó el compromiso intelectual de Bradford. 

Mediante una exposición detallada, pero no por ello menos chispeante -algo real-

mente difícil cuando se discuten temas fiscales-, permite a expertos y estudiantes 

adentrarse a un campo que parecía exclusivo de los contadores y que se ha trans-

formado en un tema transversal y multidisciplinario.

El libro, construido en dos secciones, pone a prueba las nociones básicas de las 

finanzas públicas. El lector notará inmediatamente que no sólo describe la teoría 

impositiva del ingreso o del consumo, sino que abunda en aspectos de política 

sobre la transición de un sistema a otro sentando los ejes para la instrumentación 

del impuesto al consumo. Desde el primer capítulo se hacen planteamientos sobre 

la elección pública del sistema fiscal, cuestionando cuál debería ser la base impo-

sitiva más eficiente; otro aspecto alentador es el ofrecimiento de un instrumental 

metodológico innovador para la elección pública de la política fiscal, al plantear 

los pasos que propician la transición hacia el impuesto al consumo.

La primera sección, “Elección de la tasa impositiva”, amplía la visión práctica 

de Bradford con el análisis de tres aportaciones importantes: la elección públi-

ca entre los dos sistemas, los métodos de instrumentación de la política fiscal y 

los prolegómenos de la transición. Alan Auerbach hace un examen de la literatu-

ra, enfocándose en las diferencias de los sistemas impositivos, enseguida explica 

que no todos los modelos del impuesto al consumo son idénticos y que varían 

dependiendo de los supuestos económicos implícitos, especialmente los que se 

refieren a la toma de riesgos, las rentas económicas y el retorno del capital. Más 

aún, señala cuestiones económicas fundamentales como la tasa impositiva óptima 

de la renta que resulta esencial en la relación gobierno-contribuyente y presenta 

sus conclusiones al señalar que cualquier incremento en la eficiencia derivado del 

desplazamiento hacia el impuesto al consumo es altamente sensible al método de 

instrumentación y al tratamiento de los activos durante la etapa de transición.
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Glenn Hubbard y Alvin Warren comentan que las conclusiones de Auerbach 

proporcionan un acercamiento inicial al conjunto de los supuestos que conlle-

van a elegir el impuesto al ingreso o al consumo, pero es controversial ya que, 

como anota Hubbard, “el diablo está en los detalles”, al sostener que la demostra-

ción, en el ensayo de Auerbach, requiere de mayor investigación teórica y empírica 

para considerar la posibilidad de una propuesta de reforma fiscal norteamericana. 

Warren explica que la literatura académica analizada por Auerbach no tendrá in-

fluencia alguna en el debate de la política pública, a menos que se tenga precaución 

al explicar y justificar supuestos clave como la desagregación de los componentes 

conceptuales de los flujos financieros y asumiendo respuestas completas ante los 

cambios de la política gubernamental que afectan a todo el mercado.

Al respecto, el diseño de la elección pública adquiere una dimensión de primer 

orden. En el capítulo 3, David Weisbach matiza algunos de los diseños de elección 

pública dominantes para cada sistema y lanza una hipótesis, bajo la cual cualquie-

ra podría tener un método correspondiente para ser instrumentado en otra base 

fiscal, cuya diferencia sustantiva radica en la medida de la tasa de retorno del valor 

y en la eficiencia de la recaudación.

Mientras tanto, Louis Kaplow, en el capítulo 4, avanza en la reflexión teórica 

de los impuestos al ingreso. Considera que éstos dependen de la probabilidad de 

su repetición, el grado de anticipación y el efecto de la recaudación en la distribu-

ción (los dos últimos puntos a cargo del gobierno). Asume que existe una razón 

para ser escépticos acerca de las bondades atribuibles al impuesto sobre la renta: El 

problema de la anticipación pudiera ser agudo y la frecuencia del ingreso resulta 

una preocupación muy seria; así que políticas alternativas podrían ser asequibles 

como resultado de la no dependencia en su aplicación (políticas no recurrentes o 

incrementalistas). Analiza las cuestiones subsidiarias de la transición recaudato-

ria como los cambios frecuentes de las tarifas de los impuestos al consumo y las 

compensaciones que los contribuyentes deberían tener después de la devolución 

de impuestos bajo el nuevo sistema (p.ej., si el contribuyente ahorró antes o justo 

después de la transición entre los dos tipos de base fiscal).

James Hines y Kyle Logue estudian cómo las expectativas de consumo po-

drían ser afectadas por la transición de la base fiscal: existen distintas posibilidades 

de diseño de política fiscal, dadas las dificultades de predecir el comportamiento 

futuro del gobierno y más aún cuando se interpretan elementos específicos de 

dicha predicción. Hines es persuasivo en la importancia de desarrollar un mejor 

entendimiento de la transición recaudatoria, particularmente a la luz del capital 

humano, lo que derivaría en un cambio de las leyes fiscales vigentes. Logue propo-
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ne reconsiderar la factibilidad del gobierno para prevenir efectos fiscales negativos 

derivados de circunstancias excepcionales como la guerra y los desastres naturales, 

donde las necesidades por rentas son especialmente grandes.

En la segunda parte, titulada “Federalismo Fiscal, Finanzas Corporativas y Len-

guaje Fiscal”, se hacen reflexiones sobre temas convergentes de las finanzas públicas, 

mismos a los que Bradford hizo notables contribuciones: en el tema de Federalis-

mo Fiscal propuso asuntos que desafiaron la tradición jurídica norteamericana; las 

finanzas corporativas; y el desarrollo del lenguaje fiscal (una disciplina que había 

perdido influencia hasta la década de los ochenta, cobrando fuerza nuevamente 

gracias al desarrollo de conceptos derivados de los avances económicos, técnicos y 

jurídicos de las finanzas públicas). 

Como resultado del estudio federalista, se aborda la descentralización fiscal 

a partir de la interrelación entre los distintos niveles de gobierno y se rescatan 

contribuciones como la de Tibout (1956), quien demostró que los estados subna-

cionales eran capaces de detectar las preferencias de los contribuyentes ante los 

efectos del gasto público local de una forma que no podría llevar a cabo el gobier-

no central. Desarrolló la aplicación de los modelos de información ante factores 

de racionalidad limitada; trabajo que fue de utilidad para Oates (1972) ya que con 

su “Teorema de Descentralización”, planteó que, bajo ciertas condiciones, es más 

eficiente para los gobiernos locales proveer de bienes públicos, ya que éstos pueden 

ajustar con mayor facilidad los niveles de gasto ante variaciones en las preferencias 

que integra la canasta de bienes públicos, abatiendo costos por la eficiencia de la 

provisión de dichos bienes.

Oates considera que la literatura reciente se ha enfocado más en la política 

económica del federalismo fiscal y en las relaciones intergubernamentales. Plantea 

fuertes críticas al papel del gobierno central como agente que impone restricciones 

presupuestales a los gobiernos locales (cuando se les ha cedido la toma decisiones 

respecto del gasto público). Aunque Oates también advierte que si se permite a los 

gobiernos subnacionales determinar completamente el gasto, se podría incurrir en 

un relajamiento de la disciplina presupuestal, generando una contrariedad frente 

a los objetivos fiscales de la Federación. Por un lado, los gobiernos centrales fuer-

tes establecen fácilmente políticas para reforzar las restricciones presupuestales, 

restando margen a los gobiernos locales en materia de gasto fiscal; por el otro, el 

mercado también restringe el gasto de los estados al castigar las malas decisiones 

fiscales y el endeudamiento de los gobiernos locales.

Charles McLure y Harvey Rosen hacen una crítica del Teorema de Descentra-

lización de Oates. McLure se concentra en tres aspectos de la descentralización: 
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impuestos a la exportación, asignación de los ingresos y la influencia de los sindi-

catos de los servidores públicos. Él señala que los impuestos a la exportación son 

endógenos respecto de la política del gobierno federal y alinean la eficiencia entre 

jurisdicciones al mejorar el comportamiento económico de los estados y muni-

cipios, manteniendo una sola política de carácter federal; también observa a la 

política fiscal federal como una medida para el bienestar de los estados subnacio-

nales y concluye que los sindicatos de trabajadores del sector público sólo podrían 

contribuir a esta mejora suavizando las restricciones presupuestarias que pesan en 

los gobiernos estatales y municipales; en otras palabras, adelgazando la burocracia 

de los gobiernos subnacionales.

Rosen desestima dos de las principales críticas del gobierno central a los esta-

dos subnacionales: a) la provisión local no es suficiente para predecir el dispendio 

que sí es factible inferir mediante el control de los impuestos federales: y, b) cuan-

do interviene el gobierno federal en las decisiones locales hay evidencia de inefi-

ciencias presupuestales. En contrapartida, advierte que hay argumentos a favor de 

la descentralización de la provisión de los bienes públicos locales (incluyendo las 

asimetrías de la información sobre la dotación centralizada y las variantes de la 

elección de los bienes públicos). Detrás de la posición del gobierno central habría, 

de acuerdo con la línea de Rosen, incentivos monopólicos para la dotación de bie-

nes públicos y dificultades para que el gobierno central se mueva del estatus quo 

paternalista. 

En el capítulo 6, “Dividendos e impuestos”, se establece que el gravamen a los 

dividendos de las empresas fue pensado para desalentar el reparto de utilidades, 

mientras que ejercen la presión a la baja sobre valores accionarios durante un pe-

ríodo de ajuste en los sistemas fiscales. Esta perspectiva llegó del “New view” o 

nueva visión  (King, 1977; Auerbach, 1979; y, Bradford, 1981). Los tres plantean que 

tales impuestos deben aplicarse como no distorsionadores de las decisiones de las 

empresas para retener las utilidades lo suficiente como para suministrar los fondos 

necesarios para un nuevo período de inversión.

Roger Gordon y Martin Dietz establecen el soporte empírico del impuesto a 

los dividendos, mediante el “modelo de señalización”. Sus hallazgos sostienen que 

cada modelo es consistente sólo con determinada evidencia empírica. Por ejemplo, 

el modelo de señalización explica la coexistencia de las utilidades y los dividendos; 

no obstante, es incapaz de predecir el impacto negativo que tienen los impuestos a 

los dividendos en las utilidades de la empresa; tampoco señala por qué las firmas 

podrían incrementar los dividendos en respuesta a la reducción de la tasa impo-

sitiva de los mismos, y mucho menos pronostica por qué las empresas combinan 
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las participaciones y el pago de dividendos simultáneamente, como sucede en la 

realidad. Entonces, cada modelo tiene un soporte parcial de los datos, sugiriendo 

que la econometría debería capturar el impacto integral de los impuestos a los 

dividendos.

William Andrews y George Zodrow consideran que se exagera la evidencia en 

contra del “new view” y que la estabilidad de los dividendos es consistente con los 

supuestos planteados por King, Auerbach y Bradford. El uso continuo de éstos en 

lugar de los impuestos a las ventas accionarias se transforma en un rompecabezas 

para otros modelos y es por ello que el “new view” captura el grado en que los 

impuestos a los dividendos modifican el comportamiento de las corporaciones 

financieras.

La evaluación de la política fiscal depende del desarrollo del lenguaje en la 

disciplina, tal y como lo enfatizó Bradford (2003). El lenguaje fiscal no siempre 

resulta directo y preciso; por lo tanto, puede haber confusión en la instrumenta-

ción de las políticas, pero es más alarmante en la descripción de los resultados: la 

diferencia entre métodos, de acuerdo con esta perspectiva, resulta irrelevante, pero 

las conclusiones basadas en impactos en el déficit presupuestal y en los estudios 

de incidencia si tienen grandes consecuencias en la explicación de los resultados. 

En el capítulo 7, “Sobre la relatividad general del lenguaje fiscal”, Jerry Green y Lau-

rence Kotlikoff consideran que el rango de las medidas fiscales estandarizadas, in-

cluyendo el déficit, los impuestos y las transacciones, están económicamente mal 

definidas y esto se debe a una política no formal del gobierno. Cada concepto 

puede pueden tomar valores arbitrarios: medidas derivadas del ingreso disponible, 

los activos privados y el ahorro personal podrían cambiar arbitrariamente como 

consecuencia de etiquetas y convencionalismos que plagan la política guberna-

mental informal.

En sus comentarios Daniel Shaviro y Kent Smetters aceptan la lógica del aná-

lisis Green-Kotlikoff, pero cuestionan sus generalizaciones y su significancia em-

pírica. Shaviro establece que aún el concepto de impuestos netos utilizado en la 

contabilidad general resulta ambiguo si el derecho inicial sobre las rentas del mer-

cado son asignadas arbitrariamente por el gobierno o los individuos; sin embargo 

refiere que se presenta un óptimo cuando el gobierno establece la tarifa de los 

impuestos sin pedir parte de los ingresos individuales, dado que el gobierno, al 

desconocer las dotaciones iniciales, no tiene incentivos a castigar al mercado con 

altas tasas. Smetters explica que la noción de estandarización de medidas fiscales 

es inoperante, siendo inadecuada en términos empíricos, indicando que hay que 
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buscar diariamente las novedades del lenguaje fiscal en los derechos de propiedad 

o cuando se involucra la relación entre los agentes privados y el gobierno.

Corolario. Las bases institucionales de las finanzas públicas es una obra que ce-

lebra las aportaciones de David Bradford y se compromete con el “Institucionalis-

mo fiscal”, brinda una noción práctica con argumentos modernos, cuyo tema no es 

exclusivo de las visiones clásicas de contadores y economistas. Tiene la misión de 

retar la tradición y obliga a la elaboración de conceptos que deben moverse en el 

sentido de las relaciones existentes entre los niveles de gobierno a través del com-

portamiento de los agentes económicos, ante las expectativas de consumo (que in-

cluyen la canasta de bienes públicos), y por la vía de las finanzas corporativas que 

impactan y son impactadas por la política fiscal y el ejercicio del gasto. Bradford 

quizá agradecería que se honre su trabajo liderando mejoras en las políticas públi-

cas, ya que este libro desprende con gratitud un sinnúmero de nuevas interrogan-

tes que le viene bien al entendimiento de lo público y lo privado; nos pone en el 

camino correcto sobre el trabajo multidisciplinario y en la búsqueda constante de 

evidencia empírica con una evaluación mucho más sensata de los modelos cuan-

titativos que no son herramientas definitivas si no se tiende a valorar que en la 

realidad están las respuestas sobre el desempeño de las finanzas públicas.
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Fue la tasa crecimiento de la economía mexicana en el cuarto 

trimestre de 2008; desde hace 7 años no se había observado una 

contracción del pib nacional. 1

Fue la caída de la actividad económica de Estados Unidos de 

octubre a diciembre de 2008, la mayor desde hace 27 años. 2

Millones son las cuentas registradas en el Sistema de Ahorro 

para el Retiro (sar); el 63%  de éstas no registraron movimien-

tos en enero de 2009.  3

Millones de cuentas inactivas del sar pagaron comisiones so-

bre saldos a las afores en enero de 2009, como resultado de la 

reforma al Artículo 37 de la Ley del Sistema de Ahorro para el 

Retiro. 4

Millones de barriles de petróleo crudo equivalente es el volumen 

de reservas calculado en el Paleocanal de Chicontepec,  5 3.6 veces 

más que lo estimado para la reserva original de Cantarell.

Millones de pesos fue el monto del subsidio a las gasolinas y el 

diesel en 2008, 6 equivalente al presupuesto aprobado para las se-

cretarías de Educación Pública y de Desarrollo Social.   7

Dólares, es lo que costó el buque tanque fpso (Floating Process 

Storage and Outloading) a pemex, en 2007, con un pago inicial 

de 352 , 996 dólares y un remanente liquidable a 15 años.  8

minutos es el tiempo que tardaría pemex en extraer 19,218 barri-

les,  9 necesarios para amortizar el valor del buque fpso, conside-

rando que la producción diaria es de 2,685.000 barriles diarios.

Fue la aportación de las personas físicas asalariadas en 2008 

(560 ,816 millones de pesos); mientras que el 38.3 por ciento co-

rrespondió a las personas morales. 10

223 ,734 .7

139,000

25

-1.65%

-6.2%

39

723 , 575

10: 18

47.9%
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son los porcentajes de juicios perdidos en 2008 por el Sistema 

de Administración Tributario en primera y segunda instancia, 

respectivamente. 11

De los juicios en su contra perdió el imss en 2008, cuyo costo 

fue de 2, 526 millones de pesos.  12

Es el crecimiento real del gasto social per cápita en México de 

2003 a 2009, pasando de 7,411.7 pesos a 9,839.6. 13

Es el incremento en el presupuesto asignado a la Secretaría de 

Seguridad Pública de 2006 a 2009.  14

Del pib fue el nivel de los Saldos Históricos de los Requeri-

mientos Financieros del Sector Público observado en 2008; el 

mayor de los últimos 4 años.  15

42.9 y 45.9

71.8%

-6.1%

233.8%

34.4%

*	 Finanzas Públicas	agradece	la	colaboración	de	los	investigadores:	Rubén	Espinosa	Cerda,	Rosalío	Rangel	
Granados,	Germán	Álvarez	Martínez,	Sandra	Maya	hernández,	Ernesto	García	Monroy	y	Eduardo	Licea	
Arellano	del	Centro	de	Estudios	de	las	Finanzas	Públicas	para	la	realización	de	esta	sección.

1	 Estimaciones	del	Centro	de	Estudios	de	las	Finanzas	Públicas	con	datos	del	Instituto	Nacional	de	Esta-
dística	y	Geografía	(inegi).

2		Centro	de	Estudios	de	las	Finanzas	Públicas	con	datos	preliminares	del	Bureau	of	Economic	Analysis,	
US	Department	of	Commerce,	USA,	BEA	09-05,	USA,	February	27  th,	2009.

3		Centro	de	Estudios	de	las	Finanzas	Públicas	con	datos	de	la	Comisión	Nacional	del	Sistema	de	Ahorro	
para	el	Retiro	(consar)	y	la	Secretaría	del	Trabajo	y	Previsión	Social	(St y	pS).

4		Centro	de	Estudios	de	las	Finanzas	Públicas	con	datos	de	la	consar	y	la	Ley	del	Ramo.
5		Centro	de	Estudios	de	las	Finanzas	Públicas	con	datos	del	Anexo	Estadístico	de	pemex,	2006	y	la	Entre-

vista	del	Director	de	pemex	Exploración	concedida	al	periódico	El	Universal,	México	D.F.,	17	de	febrero	
de	2009.

6		Secretaría	de	hacienda	y	Crédito	Público,	Informes	sobre	la	Situación	Económica,	Finanzas	Públicas	y	
la	Deuda	Pública	al	cuarto	trimestre	de	2008.	www.shcp.gob.mx

7		Se	reiere	al	presupuesto	conjunto	para	ambas	secretarías	aprobado	en	la	Ley	de	Ingresos	de	la	Federa-
ción	para	el	Ejercicio	Fiscal	de	2008;	por	otro	lado,	el	Gasto	Neto	Programado	a	Educación	Pública,	a	
principios	de	2008,	ascendió	a	173 , 497.8	millones	de	pesos	y	el	de	Desarrollo	Social	fue	de	50,088.7 millo-
nes	de	pesos.

8		Centro	 de	 Estudios	 de	 las	 Finanzas	 Públicas	 con	 datos	 de	 los	 Estados	 Financieros	 Consolidados	 de	
pemex	al	cuarto	trimestre	de	2007,	México	D.	F.,	de	2007,	http://www.pemex.com/iles/content/dcf_si-
ic_4T07_d1.pdf,	última	revisión	04	de	marzo	de	2008.

9		Considerando	el	precio	promedio	preliminar	de	37 .65	dólares	por	barril	en	enero	de	2009,	http://www.
ri.pemex.com/iles/dcpe/petro/epreciopromedio_esp.pdf,	última	revisión	5	de	marzo	de	2009.

10  Informes Sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública al cuarto trimestre de 
2008, Secretaria de Hacienda y Crédito Público.
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11   Ibídem.
12  Ibídem.
13   Para el cálculo de  la población de 2003  se emplearon además  las cifras de población conciliadas por el 

 inegi, conapo y el Colegio de México. Véase Comunicado 189/06 en http://www.inegi.gob.mx/inegi/con-
tenidos/espanol/prensa/Boletines/Boletin/Comunicados/Especiales/2006/Septiembre/comunica2.pdf,  úl-
tima revisión 5 de marzo de 2009. Véase también, shcp, Presupuesto de Egresos de la Federación 2003 y 2009.

14  Elaborado por el Centro de Estudios de las Finanzas Públicas de la Cámara de Diputados con información 
de la shcp, Presupuesto de Egresos de la Federación, 2006 y 2009.

15   Informes Sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública al cuarto trimestre de 
2008, Secretaria de Hacienda y Crédito Público.
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